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COMISION PRIMERA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

ACTA NUMERO 37 DE 2007
(mayo de 22 )

Legislatura 2006-2007 Segundo Período
En Bogotá, D. C., el día martes, 22 de mayo 

de 2007, siendo las 10:55 de la mañana, se re-
unieron los miembros de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente de la Cámara de 
Representantes, en el recinto de sesiones de la 

formal a la sesión.
Por solicitud del señor Presidente, Tarquino 

Pacheco Camargo, la señora Subsecretaria de 
la Comisión Primera Constitucional Permanen-
te, doctora Amparo Yaneth Calderón Perdomo, 

del quórum (como primer punto del Orden del 
Día).

Contestaron los siguientes honorables 
Representantes:

Arboleda Palacio Oscar
Barreras Montealegre Roy Leonardo
Carvajal Ceballos José Thyrone
Ceballos Arevalo Sandra
Durán Barrera Jaime Enrique
Giraldo Jorge Homero
Gómez Román Edgar Alfonso
Legro Segura River Franklin
Luna Sánchez David 
Mantilla Serrano Jorge Humberto
Mota y Morad Karime
Navas Talero Carlos Germán
Pacheco Camargo Tarquino
Pereira Caballero Pedrito Tomás
Piedrahíta Cárdenas Carlos Arturo

Puentes Díaz Gustavo Hernán
Rivera Flórez Guillermo Abel
Sanabria Astudillo Heriberto
Sánchez Montes de Oca Odín Horacio
Silva Amín Zamir Eduardo
Soto Jaramillo Carlos Enrique
Tapasco Triviño Dixon Ferney
Uribe Rueda Nicolás
Vélez Mesa William.
En el transcurso de la sesión se hicieron 

presentes los honorables Representantes:
Avila Durán Carlos Enrique
Córdoba Suárez Juan de Jesús
Martínez Rosales Rosmery
Morón Cuello Alvaro
Olano Becerra Germán Alonso
Paredes Aguirre Myriam Alicia
Pinillos Abozaglo Clara Isabel
Rangel Sosa Miguel Angel
Varón Cotrino Germán
Con excusa dejan de asistir los honora-

bles Representantes:
Guerra de la Rosa Orlando Aníbal
Motoa Solarte Carlos Fernando
Subsecretaria:
Señor Presidente la Secretaría le informa 

que se ha constituido quórum decisorio.
Presidente:
Sírvase leer el Orden del Día, señora Secre-

taria.
Secretaria:
Sí Presidente.

ORDEN DEL DIA
I

II
Elección del Secretario de la Comisión

III
Invitación a Funcionarios

Invitados:
Doctor Gilberto Toro Giraldo, Presidente 

Federación de Municipios.
Doctor Luis Hernando Quevedo Jara, Pre-

sidente Fedeco.
Doctor Fabio Estrada Chica, Presidente Fe-

nacon.
Doctor José Joaquín Cuervo Polanía, Presi-

dente Fesurcon, y 
Doctor Alejandro García Gutiérrez, Presi-

dente Asoediles.
Tema:
Proyecto de ley número 224 de 2007 Cá-

mara, 108 de 2006 Senado, por medio de la 

IV
Proyectos para Primer Debate 

para Discusión y Votación
1. Proyecto de ley número 224 de 2007 

Cámara, 108 de 2006 Senado, por medio de 

Autor: Ministerio del Interior y de Justicia. 
Ponentes: honorables Representantes Tar-

-

Proyecto publicado: Gaceta número 355-
434-533 de 2006. 27 de 2007.

Ponencia publicada: Gaceta número 102 de 
2007.
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2. Proyecto de Acto Legislativo número 
235 de 2007 Cámara, por medio del cual se 

-
-

Autores: honorables Representantes Heri-
berto Sanabria, Nicolás Uribe Rueda, Alfredo 

y otros.
Ponente: honorable Representante Heriber-

Proyecto publicado: Gaceta número 51 de 
2007.

Ponencia publicada: Gaceta número 125 de 
2007.

3. Proyecto de ley número 223 de 2007 
Cámara, 163 de 2005 Senado, por la cual 

unidades coordinadoras de asistencia técnica 

(Para subsanar error de procedimiento)
Autores: honorables Senadores Claudia

-
-

llardo, Alonso Acosta, Zulema Jattin, Telésforo 
Pedraza, Carlos Arturo Piedrahíta y otros.

Ponentes honorables Representantes: Car-

Proyecto publicado: Gaceta número 743 de 
2005 48-453 de 2006- 30 de 2007.

Ponencia publicada: Gaceta número 125 de 
2007.

4. Proyecto de ley número 047 de 2006 
Cámara,

Autores: honorable Representante Gloria
Stella Díaz Ortiz y los honorables Senadores 

-

Ponentes: honorables Representantes Car-
-

Proyecto publicado: Gaceta número 269 de 
2006.

Ponencia publicada: Gaceta número 363 de 
2006.

5. Proyecto de ley número 131 de 2006 Cá-
mara, -

Autores: honorables Representantes Buena-
-

Pinillos, Amanda Ricardo de Páez, Jorge Rozo 

Ponentes: honorables Representantes Car-

Proyecto publicado: Gaceta número 411 de 
2006.

Ponencia publicada: Gaceta número 101 de 
2007 (negativa).

6. Proyecto de ley número 216 de 2007 
Cámara, 137 de 2006 Senado, por la cual se 

Autores: honorables Representantes Luis
Serrano, Lucero Cortés, Nicolás Uribe Rueda, 

Cárdenas Ortiz, Piedad Zuccardi, Zulema Jat-
tin, Armando Benedetti y otros.

Ponentes: honorables Representantes Nico-

Proyecto publicado: Gaceta número 414-
488-642 de 2006. 

Ponencia publicada: Gaceta número 155 de 
2007.

7. Proyecto de ley número 153 de 2006 Cá-
mara, 27 de 2005 Senado, por la cual se adi-

Autora: honorable Senadora -

Ponente: honorables Representante Sandra

Proyecto publicado: Gaceta número 458 de 
2005; 173-282 de 2006.

Ponencia publicada: Gaceta número 83 de 
2007.

8. Proyecto de ley número 088 de 2006 
Cámara,

-

Autores: honorables Representantes Pedro 

Ponente: honorable Representante Pedrito

Proyecto publicado: Gaceta número 330 de 
2006.

Ponencia publicada: Gaceta número 512 de 
2006.

9. Proyecto de ley número 105 de 06 Cá-
mara, por la cual se crea la Superintendencia 

-

Autor: honorable Representante Germán

Ponentes: honorables Representantes Ger-

Ponencia publicada: Gaceta número 368 de 
2006.

Proyecto publicado: Gaceta número 489 de 
2006.

10. Proyecto de ley número 10 de 2006 
Cámara, Acumulado, número 098 de 2006 
Cámara,

Autores: honorable Representante Glo-

Ponentes: honorables Representantes San-
dra Ceballos Arevalo -C-, David Luna Sán-
chez, Carlos Germán Navas Talero, Germán 

Proyecto publicado: Gaceta número 249-
353 de 2006.

Ponencia publicada: Gaceta número 128 de 
2007.

11. Proyecto de ley número 41 de 2006 
Cámara,

discriminatorios en materia racial, nacional, 

Autora: honorable Representante 

Ponentes: honorables Representantes Pedri-

Proyecto publicado: Gaceta número 267 de 
2006.

Ponencia publicada: Gaceta número 128 de 
2007.

12. Proyecto de ley número 209 de 2007 
Cámara, 35 de 2006 Senado, por la cual se 

Autor: honorable Senador Carlos Ferro So-

Ponente: honorable Representante Carlos

Proyecto publicado: Gaceta número 264-
307-561 de 2006, 30 de 2007.

Ponencia publicada: Gaceta número 131 de 
2007.

13. Proyecto de ley número 246 de 2007 
Cámara, 102 de 2006 Senado, por medio de 
la cual se establece un proceso especial para 

Autor: honorable Senador Eduardo Enrí-

Ponente: honorable Representante Gustavo

Proyecto publicado: Gaceta número 329-
440/06; 64-88 de 2007

Ponencia publicada: Gaceta número 145 de 
2007.

14. Proyecto de ley número 14 de 2006 
Cámara,

Autores: honorables Representantes Gloria
-

Ponentes: honorables Representantes Odín

-

Proyecto publicado: Gaceta número 249 de 
2006.
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Ponencia publicada: Gaceta número 430 de 
2006.

15. Proyecto de ley número 15 de 2006 
Cámara,

Autores: honorable Representante Senado-
res Gloria Stella Díaz y los honorables Sena-
dores,

Ponentes honorables Representantes: Alva-

Proyecto publicado: Gaceta número 249 de 
2006.

Ponencia publicada: Gaceta número 407 de 
2006.

16. Proyecto de ley número 093 de 2006 
Cámara, por la cual se establecen mecanismos 
para el fortalecimiento de la Justicia de Paz en 
colombia, se interpreta con autoridad el artí-

Autor: honorable Representante -

Ponente: honorable Representante Germán

Proyecto publicado: Gaceta número 350 de 
2006.

Ponencia publicada: Gaceta número 560 de 
2006.

17. Proyecto de ley número 270 de 2007 
Cámara,

Autora: honorable Representante Gloria

Ponente: honorable Representante Germán

Proyecto publicado: Gaceta número 136 de 
2007.

Ponencia publicada: Gaceta número 173 de 
2006.

IV
Lo que propongan 

los honorables Congresistas
El Presidente,

El Vicepresidente,

La Subsecretaria,

Ha sido leído el Orden del Día, señor Pre-
sidente.

Presidente: 
En consideración el Orden del Día leído, 

¿aprueba la Comisión?
La Presidencia concede el uso de la pa-

labra al honorable Representante William 
Vélez Mesa:

Presidente, para solicitarle a usted muy res-
petuosamente y a la Comisión para que el ter-
cer punto del Orden del Día, que es la correc-
ción que se le iba a hacer a un proyecto que ya 

aprobó la Comisión, que yo estoy seguro que 
ese debate no demora más de un minuto en el 
primer punto señor Presidente para hacer esa 
corrección. Muchísimas gracias.

Presidente:
En consideración el Orden del Día con la 

proposición presentada por el doctor William 
Vélez, ¿aprueba la Comisión?

Subsecretaria:
Ha sido aprobado el Orden del Día con la 

Vélez, señor Presidente.
La Presidencia concede el uso de la pa-

labra al honorable Senador Eduardo Enrí-
quez Maya:

Muchas gracias señor Presidente. Señores 
parlamentarios. Vengo a cursarles una respe-
tuosa invitación a todos los miembros de la 
Comisión Primera de la honorable Cámara de 
Representantes y antes me permito informar lo 
siguiente.

El Consejo Superior de la judicatura, la Co-
misión Primera de la honorable Cámara de Re-
presentantes, precidida por el doctor Tarquino 
Pacheco y la Comisión Primera del honorable 
Senado de la República, han preparado un foro 
para hacer la evaluación del sistema penal acu-
satorio en los dos años de funcionamiento, ese 
foro se va a realizar en la ciudad de Paipa, Bo-
yacá.

Nosotros queremos que asistan los colegas 
de la Comisión Primera de la Cámara con la 

-
tos sobre tan importante tema, a ese foro van a 
asistir delegaciones de todo el país, en cuanto 
tiene que ver con la presencia de la Policía Ju-
dicial, Fiscales, Jueces de Control de Garan-
tías, Jueces de Conocimiento, Magistrados de 
las Altas Cortes, Defensores Públicos, Minis-
tro del Interior y de Justicia, Fiscal General de 
la Nación, Procurador General de la Nación y 
Defensor del Pueblo.

Repito, esta es una invitación que la formu-
la el Consejo Superior de la Judicatura y las 
presidencias de las Comisiones Constituciona-
les de Cámara y Senado. La celebración de este 
foro está prevista para los días, jueves de esta 
semana a partir del medio día, viernes todo el 
día y sábado medio día.

Puede ser que algunos colegas estén intere-
sados para asistir el viernes, pueden hacerlo, 
asistir viernes y sábado o asistir todos los tres 
días, yo le solicito al señor Presidente autorizar 

pase una lista y saber el número de asistentes y 
por cuántos días van a poder asistir, un día, dos 
días o tres días, sobra advertir por último que 

Judicatura, es decir, los invitados como ustedes 
no pagarán un solo centavo por la asistencia, 
por la alimentación y por pernoctar en la ciu-
dad de Paipa.

Queda echa esta invitación a nombre del 
Consejo Superior y de las Presidencias de las 
Comisiones Primera de la Cámara y Primera 
del Senado de la República, solicitando respe-

tuosamente que asistan para que nos honren 
con su presencia.

Aspiramos que de esta Comisión asistan por 
lo menos 15 personas, que será repito un gra-
to honor tener la participación de ustedes. Por 
último si alguno de los honorables Represen-
tantes quiere intervenir con un tema especial, 
lo propio pueden hacerle saber a la señora Se-

intervención.
Muchísimas gracias señor Presidente, mu-

chísimas gracias señores honorables Represen-
tantes.

Presidente:
Gracias a usted señor Presidente, Eduardo 

Enríquez Maya. Para efectos de la invitación 
y del programa organizado por el Consejo Su-
perior de la Judicatura, por la Presidencia de la 
Comisión Primera de Senado y Presidencia de 
la Comisión Primera de Cámara, les agradezco 
a los compañeros que tengan interés, quisiéra-
mos obviamente que ojalá pudiésemos llevar-
los a todos, pero sabe que esta es una de las 
comisiones que mayor integrantes tiene, pero 
manejando los criterios de equidad estamos 
buscando la forma de que se den 15 cupos y 
obviamente serían repartidos de manera equi-
tativa entre las bancadas que tienen asiento 
aquí en esta Comisión.

Les agradezco para no esperar siempre a 
última hora, ojalá en la tarde de hoy o en la 
mañana del día de mañana, podamos nosotros 
tener los nombres de los interesados y de ma-
nera oportuna para el procedimiento de tipo 
administrativo que se requiere para este even-
to, podamos solicitarlo a tiempo.

-
dos del procedimiento establecido y estamos a 
espera de la manifestación del interés de asistir 
a este foro. 

Muchas gracias, doctor Eduardo Enríquez 
Maya.

Segundo punto del Orden del Día, señora 
Secretaria, por favor.

Subsecretaria:
Segundo punto del Orden del Día. Elección 

del Secretario de la Comisión.
Presidente:

-
tor William Vélez, donde vamos a debatir el 
proyecto y posteriormente pasamos a la elec-
ción del Secretario, por favor. En ese orden fue 
la proposición del doctor William Vélez.

Entonces quedaría como tercer punto la 
elección del Secretario y como primer punto el 
proyecto de ley que se mencionó, el proyecto 

doctor William Vélez.
Subsecretaria:
Entonces Presidente. Proyectos para primer 

debate para discusión y votación.
1. Proyecto de ley número 123 de 2007 Cá-

mara, 163 de 2005 Senado, por la cual se adi-
ciona la Ley 5° de 1992 y se crean las unidades 
coordinadoras de asistencia técnica legislativa 
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y atención ciudadana del Congreso de la Re-
pública.

Autores honorables Senadores:

-

Julio Gallardo, Alonso Acosta, Zulema JatTin, 
Telésforo Pedraza, Carlos Arturo Piedrahíta y 
otros.

Ponentes honorables Representantes: Car-

Proyecto publicado: Gaceta número 743 de 
2005

Ponencia publicada: Gaceta número 125 de 
2007.

Señor Presidente, este proyecto fue discuti-
do y aprobado en la sesión del día de 9 de mayo 
de 2007, según Acta número 34, por un error 
que traía la ponencia en el texto propuesto para 

artículo decía, artículo trece vigencia.
Al revisar el texto del proyecto cuando se 

fue a levantar el texto por parte de la Secreta-
ria, nos pudimos dar cuenta que estaban mal 
numerados y había algunos artículos que es-
taban doblemente enumerados, por ejemplo, 
el artículo 6° estaba doblemente enumerado 
como artículo 6°.

Al reordenar los artículos el proyecto no cons-
taría solo de 13 artículos sino de 17, señor Presi-
dente. Ese es el error que tiene el proyecto.

La Presidencia concede el uso de la pa-
labra al honorable Representante William 
Vélez Mesa:

En ese orden de ideas abría que reabrir la 
discusión para que se corrija ese vicio en el 
cual se incurrió en la votación próxima pasada 
señor Presidente. Muchas gracias.

Presidente:
Vamos a poner a consideración de la Co-

misión la reapertura del proyecto a efectos de 
subsanar los problemas de trámite que se pre-
sentaron.

¿Aprueba la Comisión la reapertura del pro-
yecto de ley?

Subsecretaria:
Ha sido aprobada la reapertura señor Presi-

dente de la discusión y votación del proyecto 
de ley.

Presidente:
Entonces empezamos por la proposición 

con la que termina el proyecto para que quede 
todo subsanado.

Subsecretaria:
Proposición

Por lo anterior propongo a los miembros de 
la Comisión Primera de la Cámara de Repre-
sentantes, aprobar en primer debate Proyecto 
de ley número 223 de 2007 Cámara, 163 de 
2005 Senado, por la cual se adiciona la Ley 
5° de 1992 y se crean la Comisión Especial de 
Modernización y las Unidades Coordinadoras 
de Asistencia Técnica Legislativa y Atención 

Ciudadana del Congreso de la República, con 

Ha sido leída la proposición con que termi-
na el informe de ponencia, señor Presidente.

Presidente:
En consideración el informe de ponencia.
La Presidencia concede el uso de la pala-

bra al honorable Representante Carlos Ger-
mán Navas Talero:

Mire, yo quisiera preguntarle al doctor Car-
los Arturo Piedrahíta y al doctor William Vé-
lez, autor de este proyecto, si en el momento de 
la creación de los cargos hicieron ustedes algún 
comparativo respecto a quienes en las Comi-
siones, desempeñan cargos similares, porque 
podría presentarse el fenómeno de que aquí 
aparezcan personas devengando más que otros 
que hacen lo mismo en las comisiones.

Yo quisiera esa explicación de parte de los 
ponentes, porque tengo esa pequeña duda, doc-
tor William Vélez, doctor Carlos Arturo Pie-
drahíta, entonces me gustaría esa explicación 
si el comparativo se hizo o no. Gracias muy 
amables.

La Presidencia concede el uso de la pa-
labra al honorable Representante William 
Vélez Mesa:

Sí Presidente, se hace obviamente en la po-
nencia y lo que prácticamente presente en el 
proyecto no es de iniciativa nuestra sino de los 
parlamentarios de todas y cada una de las ban-
cadas, es precisamente convertir en ley de la 
república, ese apoyo que desde hace muchísi-
mos años viene dando la Usaid de la Agencia 
Internacional americana para la modernización 
de los congresos del mundo.

Colombia no podía ser la excepción y preci-
samente el doctor Germán, la Senadora Clau-
dia Blum y otros, presentaron esta iniciativa 
para estudio del Congreso y está en último de-
bate, es una ley orgánica, por lo tanto habría 
que aprobarla en esta legislatura que ha de ter-
minar el próximo 20 de julio, Representante, 
muchas gracias.

Presidente:
En consideración la proposición con que 

termina el informe de ponencia. ¿Aprueba la 
Comisión?

Subsecretaria:
Ha sido aprobada, señor Presidente, de con-

formidad con el artículo 151 de la constitución 
Política y 119 de la Ley 5°.

Presidente:
Articulado.
Subsecretaria:
Señor Presidente, el proyecto trae 17 artí-

culos en el texto propuesto para discusión y 
votación.

Presidente:
En consideración el articulado propuesto, 

¿aprueba la Comisión?
Subsecretaria:
Ha sido aprobado señor Presidente, los 17 

artículos de conformidad con el artículo 151 de 

la Constitución Política y 119 de la Ley 5°, se-
ñor Presidente.

Presidente:
Título del proyecto.
Subsecretaria:
“Por la cual se adiciona la Ley 5° de 1992 y 

se crean la Comisión Especial de Moderniza-
ción y las Unidades Coordinadoras de Asisten-
cia Técnica Legislativa y Atención Ciudadana 
del Congreso de la República”. 

Ha sido leído el título, señor Presidente.
Presidente:
¿Aprueba la Comisión el título del proyecto?
Subsecretaria:
Sí lo aprueba Presidente de conformidad 

con el artículo 151 de la Constitución Política 
y 119 de la Ley 5° de 1992.

Presidente:
¿Quiere la Comisión que el proyecto surta 

posterior debate para su aprobación?
Subsecretaria:
Sí lo quiere Presidente, de conformidad con 

el artículo 151 de la Constitución Política y 
119 de la Ley 5°.

Presidente:
Se nombran de ponentes los mismos repre-

sentantes que presentaron el informe a la Co-
misión.

Siguiente punto del Orden del Día.
La Presidencia concede el uso de la pala-

bra al honorable Representante Jaime Enri-
que Durán Barrera:

Gracias Presidente. Es que como sé que se 
va a desarrollar la elección del Secretario y 
posteriormente otros proyectos importantes, 
quisiera pedirle el favor a la Comisión que me 
apruebe una proposición sobre un punto excep-
cional que estoy solicitándole a la Contraloría 
General de la República y que no amerita nin-
guna discusión, señor Presidente.

Presidente:
Dele lectura a la proposición, señora Secre-

taria por favor.
Subsecretaria:
Sí Presidente.

Proposición
Por medio de la cual se solicita al señor 

Contralor General de la República, doctor Ju-
lio César Turbay Quintero asumir el control 

-
tander a la Empresa Piedecuesta de Servicios 
Públicos, ESPI y a la Alcaldía municipal de Pie 
de Cuesta Santander, con fundamento en las si-
guientes consideraciones.

Es competencia de la Contraloría General 
-

cional por mandato de la ley, conforme al artí-
culo 267 de la Constitución Política.

Presidente:
Por favor esa no es la proposición, entonces 

dele lectura al encabezado.
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Subsecretaria:
Ya lo hice, señor Presidente. Está suscrita 

por el doctor Jaime Enrique Durán Barrera y el 
doctor José Manuel Herrera Celi.

Presidente:
¿Aprueba la Comisión la proposición?
Subsecretaria:
Ha sido aprobada señor Presidente.
La Presidencia concede el uso de la pala-

bra al honorable Representante Jorge Hum-
berto Mantilla Serrano:

Para que quede constancia de mi voto nega-
tivo a esa proposición, señor Presidente.

Presidente:
Con la constancia del doctor Jorge Humber-

to Mantilla.
Subsecretaria:
Sí Presidente, en el acta quedará constancia 

del voto negativo del Representante Mantilla.
Presidente:
Siguiente punto del Orden del Día, señora 

Secretaria.
Subsecretaria:
Tercero, Elección del Secretario de la Co-

misión.
Presidente:
La Presidencia le solicitó a varios compañe-

ros que hicieran un informe, tengo entendido 
que es en dos sentidos para ilustración y para 
más claridad por parte de los miembros de la 
comisión, me gustaría que las personas que 
asumieron la responsabilidad de este tema le 
informen de manera detallada las conclusio-
nes, sobre esta Comisión Accidental.

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Carlos Ar-
turo Piedrahíta Cárdenas:

Gracias señor Presidente. En cumplimien-
to de la delegación que usted hizo, señor Pre-
sidente, nos dimos a la tarea de reunirnos, la 
subcomisión en la Presidencia de la Comisión 
Primera de la Cámara de Representantes.

En esa reunión se esbozaron dos posiciones, 
asistimos todos los miembros de la subcomi-
sión por usted nombrada, con la excepción de 
la doctora Myriam Paredes, que no pudo asistir 
ese día, por una excusa que previamente había 
presentado y los alcances de esa reunión es lo 
que voy a comentar acá enseguida, que es muy 
breve, son dos hojas, por eso me permito leer-
las si su señoría lo autoriza, señor Presidente.

Bogotá, D. C., 9 de mayo de 2007.
Honorable Representante
TARQUINO PACHECO CAMARGO
Presidente de la Comisión Primera Consti-

tucional
Cámara de Representantes.
Informe Subcomisión de estudio alcance del 

fallo del Consejo de Estado sobre la elección 
del Secretario de la Comisión.

Respetado doctor Pacheco:
En cumplimiento de su designación de ma-

nera atenta presentamos a la Comisión Primera 

Constitucional de la honorable Cámara de Re-
presentantes, nuestro informe sobre el alcance 
del fallo de la sala de lo contencioso adminis-
trativo, Sesión Quinta del Consejo de Estado, 
que anuló la elección del señor Secretario de 
la Comisión César Domínguez Ardila, en los 
siguientes términos.

La subcomisión se reunió hoy martes 9 de 
mayo a las 2 de la tarde en la Presidencia de la 
Comisión Primera y después de un amplio de-
bate se enfrentaron dos posiciones que no fue 
posible conciliar, razón por la cual es nuestro 
deber informar que no hubo acuerdo.

La primera posición, respaldada por los Re-
presentantes Carlos Fernando Motoa y Carlos 
Enrique Soto, considera que el proceso de elec-
ción de Secretario de la Comisión debe iniciar 
nuevamente desde el momento mismo de la 
inscripción de candidatos.

La segunda posición, respaldada por los Re-
presentantes, William Vélez Mesa, Oscar Ar-
boleda Palacio, Germán Navas Talero, David 
Luna Sánchez, Edgar Gómez Román y Carlos 
Arturo Piedrahíta; considera que se debe corre-
gir la actuación, desde el momento en que se 
presentó el vicio (...) 

Continúa con el uso de la palabra el hono-
rable Representante Carlos Arturo Piedrahíta 
Cárdenas(...) esto es cuando se reabrió de mane-
ra ilegal la etapa de las postulaciones que ya ha-
bía sido cerrada, por lo que recomiendan retomar 
el proceso desde el cierre de postulaciones.

El doctor Oscar Arboleda Palacio solici-
ta leer la parte de la sentencia del Consejo de 
Estado que en la página 54 reza, así las cosas 
advierte la sala, que con ocasión de la decisión 
de reabrir la etapa de las postulaciones se des-
conoció sin fundamento legal válido, el cierre 
de esa etapa procesal decretado en la sección 
del primero de agosto de 2006.

En efecto, se entiende que dicha decisión es 
ilegal por cuanto además de que no existe norma 
jurídica que le permita de modo expreso, lo cual 

-
clusión expuesta, ocurre que los motivos tenidos 
en cuenta para disponer la apertura por segunda 
vez de una etapa ya concluida del proceso de 

determinación, agrega el doctor Arboleda que 
esa es su posición personal y profesional, pero 
que la presentará con la otra posición en el seno 
de su bancada de equipo político para que esta 
conozca y tome la decisión.

William Vélez Mesa, Germán Navas Talero, 
David Luna Sánchez, Carlos Arturo Piedrahíta 
y Edgar Gómez; expusieron las razones jurí-
dicas por las cuales el proceso de elección de 
Secretario debe reiniciarse a partir del momen-
to del cierre de las postulaciones y en cumpli-
miento del fallo del Consejo de Estado.

Cada uno de los asistentes, anexará a su po-
sición y concepto con respecto a este tema.

Firma Carlos Fernando Motoa, Carlos Enri-
que Soto, David Luna Sánchez; anexó constan-
cia del Movimiento por el País que Soñamos, 
Carlos Arturo Piedrahíta, Edgar Gómez Ro-
mán, Oscar Arboleda Palacio, William Vélez 
Mesa, Germán Navas Talero.

Cada uno de los que le he mencionado, señor 
Presidente con la posición que posteriormente 
hizo llegar a su señoría la doctora Myriam Pa-
redes, ya hacen parte, ya fueron enviadas opor-
tunamente a la Presidencia de la Corporación y 
cada uno de los Representantes anexó lo que en 
su concepto debe ser el proceso de elección del 
nuevo Secretario de la Comisión Primera de la 
Cámara de Representantes.

Si usted lo dispone señor Secretario, ya que 
cada uno de los que ha enviado el concepto, el 
doctor William Vélez Mesa, el doctor Carlos 
Germán Navas Talero, el doctor Edgar Gómez, 
el doctor Carlos Soto y el doctor Motoa; así 
como la doctora Myriam Alicia Paredes y el 
doctor David Luna, explicarán o leerán el con-
cepto correspondiente que hace parte de esta 
acta que le hemos enviado y se radica ya en la 
Secretaría. Gracias señor Presidente.

La Presidencia concede el uso de la pa-
labra al honorable Representante Zamir 
Eduardo Silva Amín:

Señor Presidente, yo no soy miembro de la 
Comisión que usted designó para este concep-
to, pero ya que me da la palabra, quiero agregar 
que en relación con el punto jurídico que se ha 
planteado para la elección de Secretario, casi 
que la totalidad de los conceptos que han sido 
emitidos no solo por los parlamentarios, sino 
por personas ajenas de la Comisión a solicitud 
seguramente de algunos de sus miembros, co-
inciden fundamentalmente en la propuesta que 
plantean los miembros de la Subcomisión en 
forma mayoritaria.

En el día de hoy sí quiero decir algo, hace 
unos instantes acabamos de recibir los miem-

el doctor Eduardo Montealegre Linero a solici-
tud del doctor Carlos García Orjuela, presiden-
te del Partido de la U.

En este concepto al leerlo muy rápidamente, 
se llega a la conclusión en el mismo sentido de 
la del doctor Piedrahíta, es decir de la mayoría 
de los miembros de la Subcomisión.

Sin embargo en mi opinión tiene algunos 
conceptos no explicados y que en verdad en mi 
concepto son contradictorios y lo resumo en lo 
siguiente.

El acoge la tesis planteada en la sentencia 
del Consejo de Estado, en el sentido de que 
se anuló la elección con fundamento en que 
se violó el debido proceso y que igualmente 
se violó la etapa del proceso eleccionario, en 
cuanto a que después de cerradas las postula-
ciones se volvieron a reabrir.

Acá, en la última parte las conclusiones ge-
nerales, después de haber sostenido y reitera-
do, el doctor Eduardo Montealegre, que está de 
acuerdo con esta tesis del Consejo de Estado 
y que para efectos de darle cumplimiento a la 
sentencia, se debe proceder a una elección a 
partir del vicio; sin saber por qué razón plantea 
algunas cosas relacionadas con que la inscrip-
ción no es un requisito fundamental, para la 
elección sino para la posesión.
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No la explica, nosotros creemos, en mi caso 
yo creo, que por el contrario, la acreditación es 
la primera etapa del proceso eleccionario. En 
consecuencia, cualquier violación a ese proce-
so eleccionario va en contra del debido proce-
so y de las etapas preclusivas del mismo, así 
como en contra del principio fundamental que 
esgrimió la sentencia del Consejo de Estado de 

En el caso presente, señor Presidente. Si us-
ted examina la sentencia del Consejo de Esta-
do, pero igualmente las actas pertinentes, va a 
encontrar, que una de las personas postuladas 
en ese momento no había sido acreditada opor-
tunamente, lo que en mi opinión conlleva a que 
ese nombre no pueda ser tenido en cuenta.

Esa es mi posición, desde luego entiendo y 
muy seguramente existirán personas acá que 
no compartan mi criterio, pero en mi opinión 
debería haberse cumplido, o debe cumplirse 
estrictamente con el proceso eleccionario. Mil
gracias, señor Presidente.

La Presidencia concede el uso de la pa-
labra al honorable Representante Pedrito 
Tomás Pereira Caballero:

Gracias señor Presidente y colegas. Pre-
sidente simplemente hablando a nombre pro-
pio y creo que también en representación de 
la bancada Conservadora, consultado los co-
legas; nosotros estamos de acuerdo en que se 
proceda a seguir el trámite que ordena el fallo 
del Consejo de Estado a partir de la etapa de 
las postulaciones, usted proceda a nombrar la 
comisión escrutadora y respetando lo que ha 
comentado el colega Zamir Silva, cada parla-
mentario ejercerá su función administrativa de 
votar de acuerdo al proceso en la etapa en que 
quedamos en las postulaciones. 

Si hay consenso creo yo y la mayoría está 
de acuerdo con ese procedimiento, pues señor 
Presidente proceda usted a seguir con el trámi-
te, a hacer las postulaciones donde quedamos y 
cada parlamentario, cada Representante, sabrá 
ejercer su función administrativa de cómo vo-
tará de acuerdo al procedimiento en que queda-
mos. Gracias, señor Presidente.

Presidente:
A usted, señor Representante, no sé si al-

gún otro compañero quiera hacer referencia al 
tema, de todas manera lo que estuve observan-
do de acuerdo al informe de la Comisión Ac-
cidental y la interpretación de algunos juristas 
muy importantes, se coincide básicamente en 
que hay que retomar el proceso del momento 
de las postulaciones, pienso que en eso hay 
consenso.

La Presidencia concede el uso de la pa-
labra al honorable Representante Roy Leo-
nardo Barreras Montealegre:

Gracias Presidente. Muy brevemente para 
compartir dos cosas con los compañeros de 
Comisión, quienes no somos juristas hemos te-
nido la obligación en estos días de leer, estudiar 
y revisar, todos los conceptos jurídicos que se 
han allegado a esta Comisión sobre este tema 
procedimental y particularmente, he llegado a 

la conclusión a través del discernimiento míni-
mo que permite la lógica y no el conocimiento 
del derecho, que este concepto que determina 
que no es necesario repetir integralmente el 
proceso de elección porque la nulidad no afec-
tó todo el proceso, es un concepto lógico.

Con base en ese razonamiento y en la buena 
fe, vamos a proceder a actuar de esa manera, 
cumpliendo con el deber de votar una vez se 
reinicie el proceso en la etapa en que fue sus-
pendida que es como han dicho los anteceso-
res, en la etapa de postulaciones.

Quiero además señor Presidente, dejar ama-
ble constancia, que una vez aclarados con la 
capacidad de juicio de la que soy capaz, el tema 
jurídico que es el prioritario, también es impor-

-
mar que el origen de esas postulaciones tiene 
que ver con acuerdos políticos en la bancada de 
gobierno y que nosotros honramos esos acuer-
dos y celebramos que el Partido de la U., haya 
informado en reunión previa, que ha encontra-
do al interior de su bancada un consenso sobre 
la persona que va a postular, esa persona será 
apoyada en honor al discernimiento jurídico y 
al cumplimiento de los acuerdos por nuestro 
partido. Gracias Presidente.

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Carlos Ger-
mán Navas Talero:

Su señoría ha hablado de reapertura de pos-
tulaciones y eso me deja a mí pensando que 
estamos creando una confusión.

Cuando yo le solicité un concepto a la Uni-
versidad del Rosario, más claro al doctor Ger-
mán Alberto Restrepo Medina quien es en este 
momento director de diplomados, él concluye 
diciéndome lo siguiente.

En conclusión el efecto que se sigue de la 
sentencia en el tercer aspecto señalada. Con-
siste en que la Comisión Primera, debe reto-
mar el proceso de elección de su Secretario a 
partir de la fase en que se encontraba cuando 

jurisdicción como ilegal.
-

rrada la etapa de postulaciones, o sea esa ya 
concluyó doctor, procede la designación por 
el Presidente de una Comisión Escrutadora se-
guido de la realización de la votación, dando 
cumplimiento al trámite establecido para efec-
tos del artículo 136.

Y es que es lo lógico, porque aquí nosotros 
reabrimos las postulaciones, esa ya estaba ce-
rrada, esa fue la que usted cerró ese día y se 
entraba a votar, luego se reabre y ahí fue donde 
surgió el vicio.

De manera que lo que tiene que tomar es, 
mirando que se había hecho ese día, hasta dón-
de se llegó válidamente y a partir de ese mo-
mento proceder a la votación, reabrir las postu-
laciones como me dicen algunos, equivaldría a 
volver al problema que ya tuvimos.

El quik del asunto acá, ateniéndome a lo que 
ha dicho el doctor, el ex magistrado del Con-
tencioso Administrativo Zamir Silva, porque él 

lo fue, cuando le escucho a él coincide exacta-
mente como lo que dice el doctor Restrepo, la 
etapa de postulaciones fue ya, en ese momento 
terminó.

A partir de ese momento anterior de la sen-
tencia es que la Cámara deberá proceder a nom-
brar escrutadores y a la votación, pero partien-
do de los postulados que existían válidamente 
hasta ese momento, doctor y no más atrás sería 
volver a crear un problema, porque estamos 
reabriendo una etapa que ya había concluido 
que eran de las postulaciones, en ese momento 
créame que usted designa escrutadores y pro-
cede a votar.

Me atengo no solo a lo que ha dicho el doc-
tor Zamir, si no lo que tengo por escrito de par-
te del doctor Restrepo Medina. Disculpen la 
molestia. Muchas gracias.

Presidente:
Sí doctor Germán, yo pienso que de pronto 

el término que utilicé no fue el adecuado pero 
coincidimos totalmente en lo mismo.

Lo que estaba señalando era precisamen-
te que la Comisión, porque quiero someter a 
aprobación de la Comisión, desde el momento 
en que vamos a retomar el proceso.

Entonces pienso que la mayoría de los con-
ceptos, apuntan a que sean desde el cierre de 
las postulaciones, ¿cierto?

Entonces en ese orden de ideas, la Comisión 
-

mente porque no es una decisión de la Presiden-
cia sino de la Comisión, retomamos el proceso 
desde el cierre de las postulaciones y entonces 
entraríamos a nombrar los escrutadores.

¿Estamos de acuerdo? doctor William Vé-
lez, vamos a dejar todo el procedimiento claro 
a efectos de que no tengamos ningún problema 
ninguno de los miembros de la Comisión a fu-
turo y subsanemos las fallas de procedimiento 
que se cometieron que no fue una violación 
a la ley, sino simplemente y llanamente unas 
fallas de procedimiento en el momento de la 
elección, aclaro también ese elemento.

La Presidencia concede el uso de la pa-
labra al honorable Representante William 
Vélez Mesa:

Presidente, a mí me confunde su pregunta la 
forma como usted la hace con todo respeto.

Sin que partamos de la base en que hay dos 
conceptos. Hay varios conceptos, pero dos vías 
desde el punto de vista legal que señalan esos 
conceptos, así sean varios.

El primero de ellos mayoritario como aquí se 
ha expresado es que ordena o le pide a la Comi-
sión rehacer el proceso desde el momento mismo 
en que se produjo la elección del Secretario.

Y otro concepto por otras opiniones que son 
la minoritarias, que son las que proponen a la 
Comisión rehacer todo el proceso o sea iniciar 
prácticamente de ceros este proceso de elec-
ción del Secretario de la Comisión.

Yo soy de la primera tesis, lo expliqué en un 
concepto que debe estar ya en la Secretaría que 
tuvieron oportunidad de leer algunos de los 
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compañeros de la comisión que usted nombró y 
otros que no formaron parte de la Comisión; en 
el sentido de que una lectura de la sentencia de 
una sala hermenéutica de la misma, me permite 
a mí llegar a la conclusión y es la tesis mayori-
taria de que se debe rehacer el proceso desde el 
momento de la nulidad de la elección del Secre-
tario, que es lo que ordena la sentencia.

La sentencia no está ordenando rehacer el 
proceso desde la postulación o desde la etapa 
del cierre de la postulación, entonces para su 
tranquilidad como Presidente y para la corpo-
ración, la pregunta que usted debe formularle 
a la corporación es, ¿si está de acuerdo con el 
concepto mayoritario?

Estando de acuerdo con el concepto mayori-
tario se entraría a otra tesis, que la ha esgrimido 
aquí el doctor Germán y obviamente los que te-
nemos otra tesis a lo mejor un poco distinta que 
la que empezado el doctor Germán, apoyándose 
en un concepto que él tiene sobre esa materia.

Entonces primer paso Presidente, para su 
tranquilidad y para la Comisión es que la Co-
misión se pronuncie si está de acuerdo con los 
informes mayoritarios que señalan la vía jurí-
dica de reiniciar el proceso o rehacerlo mejor, 
desde el momento en que se decretó la nulidad 
de la elección del Secretario. Muchas gracias.

Presidente:
Doctor William, todos los procesos apuntan 

a lo mismo, todos le voy a explicar.
Es que hay dos informes, el cual el minori-

tario que usted dice no ha sido sustentando en 
el día de hoy, porque precisamente los compa-
ñeros que lo suscribían acogieron un concepto 
del doctor Montealegre, si mal no estoy, sola-
mente que me corrija el doctor Carlos Soto.

Todo eso apunta precisamente e incluso el 
del doctor Germán Navas apunta a lo mismo, 
que sé desde el momento mismo en que el fallo 
de la sentencia señala de que hubo una viola-
ción al debido proceso.

Eso es lo que entiendo hasta ahora, por eso 
hacía énfasis a partir de qué momento reinicia-
mos el proceso, porque hay otros conceptos que 
son posteriores, que ya es sobre acreditación, 
sobre intuición que no es objeto de discusión.

Si no que en este instante queríamos tener 
claridad era a partir de qué momento se reto-
maba o se reiniciaba el proceso.

Entonces yo lo que he podido observar por 
que apuntó el doctor Germán, por lo que dijo el 
doctor Carlos Arturo Piedrahíta, por lo que dijo 
el mismo doctor Zamir Silva; todo apunta a 
que se debe reiniciar el tema desde el momento 
mismo en que se reabrieron las postulaciones.

Entonces eso es lo que yo entiendo hasta 
ahora que son las mayorías de los conceptos, so-
lamente que el doctor Carlos Soto me haga algu-
na referencia diferente porque es de las persona 
que se inscribió en el informe minoritario.

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Carlos En-
rique Soto Jaramillo:

Señor Presidente, muchas gracias. Con el 
doctor Motoa, nosotros suscribimos un concep-
to y lo radicamos el 15 de mayo a las 12:10.

Ahí hay una argumentación jurídica amplia 
donde citamos las sentencias, los artículos de 
la Ley 5ª, etc. Donde de igual manera hacemos 
referencia a la Sentencia 01 de 1992 del Con-
sejo de Estado, donde explica que es un acto 
administrativo complejo.

Sin embargo, yo quiero transmitirle a la Ple-
naria de la Comisión lo siguiente y a quienes 
nos escuchan.

Nuestro partido, el partido de la U., le pi-
dió un concepto al ex magistrado Montealegre,
como ya lo han mencionado acá el señor Pre-
sidente Carlos García Orjuela y ese concepto 

-
sión, que debe de abrirse precisamente el pro-
ceso a partir de las postulaciones y entonces, 
tomar la decisión en base a quienes estaban 
inscritos y postulados.

En base a dos normas, yo voy a votar con las 
decisiones del partido que es unánime, o sea 
retomar el proceso nuevamente.

Esas normas son la ley de bancada, la 974 
del 2005, que nos obliga a quienes hacemos 
parte de los movimientos políticos a aceptar las 
mayorías de la discusión.

Y la segunda norma es blindada por el artí-
culo 185 de la Constitución Nacional, por esa 
razón yo acompañé, acompañaré la unanimi-
dad tomada por mi partido y obviamente que 
quedará registrado para la historia en las actas 
correspondientes, nuestro concepto allí radica-
do. Señor Presidente muchas gracias.

Le solicitaría que prosigamos al nombramien-
to de la Comisión Escrutadora, señor Presidente.

Constancia
Bogotá, D. C., 15 de mayo de 2007
Señores
Miembros Comisión Primera
CAMARA DE REPRESENTANTES
E. S. D
Por medio de la presente, me permito rendir 

informe conceptual sobre la elección del Se-
cretario de la Comisión Primera de la Cámara 
de Representantes.

Cordialmente,
Representantes a la Cámara,
Carlos Enrique Soto Jaramillo, Carlos Fer-

Fundamentación Jurídica
Elección Secretario General Comisión Pri-

mera de la Cámara de Representantes:
Antecedentes

Acto Administrativo: Contiene la manifes-
tación de la voluntad de la administración y es 
un acto jurídico.

Acto Administrativo simple: Solo interviene 
la voluntad de una persona. Declaración unilate-
ral interna o inter-orgánica, realizada en el ejer-
cicio de la función administrativa que produce 
efectos jurídicos individuales en forma directa.

Acto Administrativo Complejo: Intervienen
más de dos personas para la conformación del 
acto administrativo.

Anulación: Desaparición o extinción del 
acto por decisión de autoridad jurisdiccional.

Acción de Nulidad:
Se interpone para obtener la nulidad total o 

parcial de todo acto administrativo, de toda au-
toridad pública.

Artículo 84 Código Contencioso Adminis-
trativo:

Artículo 84.  <Artículo 
condicionalmente exequible. Subrogado por el 
artículo 14 del Decreto 2304 de 1989. El nuevo 
texto es el siguiente:>

Toda persona podrá solicitar por sí o por 
medio de representante, que se declare la nuli-
dad de los actos administrativos. 

Procederá no sOlo cuando los actos admi-
nistrativos infrinjan las normas en que deberían 
fundarse, sino también cuando hayan sido ex-
pedidos por funcionarios u organismos incom-
petentes, o en forma irregular, o con descono-
cimiento del derecho de audiencias y defensa, 
o mediante falsa motivación, o con desviación 
de las atribuciones propias del funcionario o 

También puede pedirse que se declare la nu-
lidad de las circulares de servicio y de los actos 

1. Nulidad:
La elección del Secretario es un Acto Admi-

nistrativo Compuesto Complejo en la medida 
en que para proferir esta voluntad intervienen 
dos personas a saber:

de una parte, la Comisión de Acreditación 
Documental de la honorable Cámara de Re-
presentantes, toda vez que es la encargada de 
avalar que los documentos presentados por las 
personas que desean ejercer el cargo de Secre-
tario de Comisión sean los necesarios para lle-
nar los requisitos del cargo.

La acreditación se hace por medio de Reso-
lución (Acto administrativo) que reconoce que 
los candidatos poseen los requisitos para acce-
der al cargo de Secretario, según se desprende 
del inciso 3º artículo 60 de la Ley 5ª, y de otra 
parte la Comisión Constitucional o Legal que 
deba efectuar la elección del Secretario, que 
para el caso que nos ocupa es la Comisión Pri-
mera Constitucional Permanente.

El artículo 136 de la Ley 5ª de 1992 estable-
ce normas de procedimiento para la elección 
de Secretario de Comisión, y el inciso 3º del 
artículo 60 de la Ley 5ª dispone:

“(…) Los documentos que acrediten las ca-
lidades exigidas de quienes aspiran a ocupar 

-
maras Legislativas, serán revisados por la Co-

 (Subrayas y 
mayúsculas fuera del texto) 

Preliminarmente a la elección los miembros 
de la Comisión Primera deben recibir el infor-
me de la Comisión de Acreditación, como re-
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quisito previo a tal elección. En este sentido no 
hay elección sin acreditación de candidatos, y la 
acreditación, que es en sí misma un acto admi-
nistrativo determinado y al proferirlo no realiza 
por si misma la elección, por lo tanto, son dos 

Como quiera que los actos administrativos 

de elegir el Secretario, no producen el efec-
to deseado si no están juntos, y en tal sentido 
cuando se anula uno de ellos, se anula en su 
totalidad y el otro carece de objeto.

alguna que la sentencia proferida por el Consejo 
de Estado que declaró nula la elección del Secre-
tario, anuló todo el procedimiento de elección 
y como resultado de la misma debe iniciarse 
nuevamente este proceso desde la convocatoria, 
acreditación y demás actos formalidades lega-

Secretario. Lo anterior es aun más claro cuando 
se advierte que este fallo produce vacancia ab-
soluta en el cargo de Secretario.

Ahora bien, como quiera que la sentencia de 
nulidad ya se encuentra debidamente ejecuto-
riada, siendo consecuencia de ello la vacancia 
absoluta del cargo de Secretario General de la 
Comisión, lo pertinente es dar aplicación in-
mediata al inciso primero del artículo 49 de la 
Ley 5ª de 1992, el cual dice expresamente:

“Artículo 49. -
lutas del Secretario se suplen con una nueva 

 Es-
tando en receso la corporación, será encar-

 (subrayas fuera 
del texto)

Así mismo, es importante aclarar que la nu-
lidad de la elección se presenta por un error en 
el procedimiento en el trámite de la misma y no 
por razón de las calidades del doctor Domín-
guez Ardila, por lo cual él no está inhabilitado 
para poder presentarse como candidato al cargo 
de Secretario General de la Comisión Primera 
de la honorable Cámara de Representantes.

-

Artículo 185 de la Constitución Política:
Los congresistas serán inviolables por las 

opiniones y los votos que emitan en el ejercicio 
del cargo, sin perjuicio de las normas disciplina-
rias contenidas en el Reglamento respectivo.

Sentencia C-1174/04
Magistrado Ponente:

Para la Corte Constitucional, la inviolabi-
lidad asegura la independencia del Congreso, 
puesto que evita las injerencias de las otras ra-
mas del poder cuando los Senadores y Repre-
sentantes ejercen sus funciones. 

Constitución y la interpretación del artículo 
185 superior en la jurisprudencia de la Cor-

El artículo 185 superior según el cual “Los 
congresistas serán inviolables por las opiniones 

y los votos que emitan en el ejercicio del cargo, 
sin perjuicio de las normas disciplinarias con-
tenidas en el reglamento respectivo.”

Esta disposición destinada a garantizar como 
ya se señaló una plena libertad e independen-
cia en la formación de la voluntad colectiva del 

opiniones que se emitan por los congresistas en 
el ejercicio del cargo, lo que señala claramen-
te, como más adelante se explicará, un ámbito 
preciso para dicha inviolabilidad. 

En relación con las normas disciplinarias a 
las que en ella se alude, cabe recordar que efec-
tivamente en la Ley 5ª de 1992 varios artículos 
se ocupan del régimen disciplinario interno, así 
como de los deberes, faltas y sanciones apli-
cables, así como de las competencias que en 
este campo le son atribuidas a la Comisión de 
Etica y Estatuto del Congresista que debe con-
formarse en cada Cámara.

La Corte ha puesto de presente que la in-
violabilidad que se establece en el artículo 185 
superior ofrece al congresista una suerte de 
inmunidad judicial y disciplinaria circunscrita 
a los votos y opiniones que se emitan por los 
congresistas en el ejercicio del cargo. 

Así en la sentencia C-245 de 1996, donde 
se declaró la inexequibilidad del literal b) del 
artículo 131 de la Ley 5ª de 199224, la Corte 
hizo énfasis en que a la inviolabilidad que se 
establece en el artículo 185 superior no puede 
otorgársele una extensión ilimitada, pues de ser 
así no sería posible deducir a los congresistas 
responsabilidad política, penal y disciplinaria 
en ningún caso.

Al respecto la Corte en esa oportunidad se-
ñaló lo siguiente:

“(¿)Ello, encuentra pleno fundamento en el 
artículo 185 de la Constitución Política cuyo 
contenido dispone:

Los congresistas serán in-

emitan en el ejercicio del cargo, sin perjuicio 
de las normas disciplinarias contenidas en el 

Dicha inviolabilidad consiste en que un 

a las opiniones expresadas durante el curso 
de su actividad parlamentaria ni por los votos 
que emita, como dice la norma, en ejercicio del 

-
-

dependencia de este frente a los otros poderes, 

en manera alguna puede interpretarse el artí-

de la publicidad de los actos del Congreso, ni, 

opiniones no se requiere que estos se manten-
-

lidad o inmunidad cobran sentido justamente 

La Corte reconoce pues el valor trascen-
dental que reviste la inviolabilidad de los con-

-
ne por objeto asegurar la independencia de los 
congresistas frente a las interferencias de los 

por consiguiente, es prenda del correcto fun-
-

lidad, sin embargo, no puede entenderse por 

posible deducir a los congresistas responsabi-

-

del régimen de incompatibilidades, inhabilida-
-
-

Política, imponen al congresista una serie de 

-

Es evidente que si se interpreta la invio-
labilidad del voto en el sentido de que esta 
ofrece al congresista una suerte de inmunidad 

aleves al recto discurrir del principio demo-

los congresistas por los conceptos indicados, 

puede legítimamente aducirse con el objeto de 
escudar faltas penales o disciplinarias, o esta-

reglamento, que impidan investigar si el com-
portamiento del congresista -en el momento 
decisivo de su actividad que se confunde con 

-

En el mismo orden de ideas en la Sentencia
SU-047 de 199926 en relación con el caso allí 
estudiado la Corte analizó las características y 
alcances de la inviolabilidad de los congresistas 
haciendo particular énfasis en que la inviolabi-
lidad es primariamente una garantía institucio-
nal en favor del Congreso y de la democracia, 
en vez de ser un privilegio personal del senador 
o del representante como tal, así como en que 
la actuación de un senador o representante se 
encuentra amparada por la inviolabilidad solo 
si; i) se trata de una opinión o de un voto, por lo 
cual no quedan amparadas las otras actuacio-
nes de los senadores y representantes, incluso 
si las desarrollan dentro del propio recinto del 
Congreso; ii) la opinión o voto es emitido en 
el ejercicio de sus funciones como congresista, 
por lo cual no son inviolables aquellas opinio-
nes o votos que un senador o representante for-
mule por fuera de los debates parlamentarios, 
cuando actúe como un simple ciudadano.

De otro lado, la inviolabilidad es perpetua, 
esto es, el parlamentario o congresista escapa 
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a

que esta puede verse limitada por el temor a 
futuras investigaciones en su contra, por haber 

En tercer término, la inviolabilidad gene-
ra una irresponsabilidad jurídica general, (lo 

cuanto el congresista escapa no solo a las per-
secuciones penales sino también a cualquier 
eventual demanda de naturaleza civil por los 
votos u opiniones formulados en ejercicio de 

cuanto la Constitución actual, como la ante-
rior, precisan que esta garantía institucional 
cubre exclusivamente los votos y opiniones 
emitidos en ejercicio del cargo, por lo cual, 
como bien lo señala José María Samper al co-

-
titución de 1886, cuyo sentido es idéntico al 
actual, “lo que sale de la esfera de la opinión 
y del voto, y lo que no se hace en ejercicio del 
cargo, no asegura ni debe asegurar la invio-
labilidad porque no está fundado en razones 
de necesidad y justicia”29.

-
nador o representante se encuentra cubierta 
por la inviolabilidad solo si cumple con las 
siguientes dos condiciones:

de un lado, que se trate de una opinión o 
de un voto, por lo cual no quedan amparadas 
las otras actuaciones de los senadores y re-
presentantes, incluso si las desarrollan den-
tro del propio recinto parlamentario. De otro 
lado, la opinión debe ser emitida en el ejer-
cicio de sus funciones como congresista, por 
lo cual no son inviolables aquellas opiniones 
que un senador o representante formule por 
fuera de los debates parlamentarios, cuando 
actúe como un simple ciudadano. 

En el mismo sentido la Corte en la Senten-
cia SU-786 de 1999, dijo la corte lo siguiente:

“2. No es aplicable el artículo 185 de la 
Constitución, sobre inviolabilidad, cuando 
el Congresista no está emitiendo un voto ni 
expresando una opinión en ejercicio de sus 
funciones.

La garantía de inviolabilidad consagrada 
en favor de los miembros del Congreso tiene el 

-

En la misma providencia se puso de pre-

Representante se encuentra cubierta por la in-
violabilidad “solo si cumple con las siguien-
tes dos condiciones: de un lado, que se trate 
de una opinión o de un voto, por lo cual no 
quedan amparadas las otras actuaciones de 

los senadores y representantes, incluso si las 
desarrollan dentro del propio recinto parla-
mentario.

De otro lado, la opinión debe ser emitida 
en el ejercicio de sus funciones como congre-
sista, por lo cual no son inviolables aquellas 
opiniones que un senador o representante for-
mule por fuera de los debates parlamentarios, 
cuando actúe como un simple ciudadano”.

el campo objeto de la inviolabilidad está ní-

de modo que no comprende las actuaciones, 
decisiones o actos de los congresistas cuando 
no se trate de opiniones o votos, o cuando no 

Es evidente, entonces, que no todo lo que 
hace un miembro del Congreso, aun dentro del 

actividad que desarrolla puede ser materia de 

fuero constitucional que radica la competencia 

En ese orden de ideas, no excede el campo 
de sus atribuciones la Corte Suprema cuando 
inicia el trámite correspondiente a denuncias 
formuladas contra congresistas cuando ellas 
recaen sobre actuaciones que, en sí mismas, 
no son constitutivas de votos emitidos o de opi-
niones manifestadas en ejercicio de sus funcio-

Ahora bien, cabe señalar que la Corte en la 
sentencia SU-047 de 1999, para el análisis del 
caso allí estudiado, hizo énfasis en que la in-
violabilidad a que alude el artículo 185 supe-
rior si bien protege todos los votos y opiniones 
del congresista en ejercicio de sus funciones 
frente a los cuales en sí mismos no cabe ejer-
cer la acción penal, ello no impide que se per-

incompatibilidades, como tampoco impide la 
imputación de responsabilidades, incluidas las 
penales, por las demás actuaciones de los par-
lamentarios en desarrollo de sus funciones. 

-
fecta complementariedad entre los artículos 

-
tonces ser interpretados de manera sistemáti-

Así, si un parlamen-
tario emite un voto o una opinión en ejercicio 
de sus funciones, entonces su comportamien-
to es inviolable. Pero sus otras conductas pue-
den ser sancionadas, si así lo ameritan. Por 
ende, es obvio que si un senador o un repre-
sentante aprovechan su función para destinar 

entonces pueden perder la investidura e in-
cluso responder penalmente, sin que puedan 
invocar en su favor la inviolabilidad de sus 
votos y opiniones. Igualmente, la violación 

-
co queda excusada por la inviolabilidad, ya 

el solo hecho de intervenir, sin informar, en 

asuntos en los cuales el parlamentario se en-
-

cas, pero esta falta no tiene nada que ver con 
el contenido mismo de la opinión o del voto 
que haya emitido ese congresista, los cuales 
siguen amparados por la inviolabilidad.”

En el mismo sentido en la Sentencia SU-
062 de 200143 en relación con el caso allí ana-
lizado44 la Corte expresó lo siguiente:

“Si la garantía institucional, busca funda-
mentalmente preservar la independencia del 

que no deben quedar abarcados por la inviola-
bilidad, hechos punibles que desbordan total-

o promesas para el cumplimiento de la acti-
vidad parlamentaria, o ilícitos relacionados 
con el cumplimiento de tareas administrativas, 

No sobra señalar que en su jurisprudencia 
de tutela la Corte ha precisado que dicha invio-
labilidad no solamente encuentra los límites a 
que se ha hecho referencia sino que adicional-
mente no puede afectar el núcleo esencial de 
los derechos fundamentales46.

Sentencia C-1174/04
Demanda de inconstitucionalidad contra 

las expresiones “Senadores y Representantes”, 
contenidas en el parágrafo 1º del artículo 7º de 
la Ley 678 de 2001 “por medio de la cual se 
reglamenta la determinación de responsabi-
lidad patrimonial de los agentes del Estado a 
través del ejercicio de la acción de repetición 

-
petición”.

Magistrado Ponente:

El objeto de la acción de repetición y el 
contenido y alcance de la norma que se con-
tienen las expresiones acusadas:

Como ya se ha dicho por parte de esta Cor-
te, antes de la vigencia de la Carta Política de 
1991, no había norma superior que de manera 

-
nial del Estado, y por esta razón esa responsa-
bilidad fue derivada por los tribunales del artí-
culo 16 de la anterior Constitución, norma que 
de forma genérica determinaba cuáles eran los 

El Constituyente de 1991 decidió establecer 
expresamente la cláusula general de responsa-
bilidad tanto contractual como extracontractual 
del Estado en el artículo 90 de la Carta Política, 
norma que establece que el Estado debe res-
ponder patrimonialmente por los daños antiju-
rídicos que le sean imputables, causados por la 
acción o la omisión de las autoridades públicas, 
y agrega que en el evento de ser condenado el 
Estado a la reparación patrimonial de esos da-
ños, que se hayan ocasionado por la conducta 
dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, 
aquel deberá repetir contra este. Al respecto, la 
Corte ha dicho que el artículo 90 constitucional
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debe interpretarse en concordancia con el prin-
cipio de legalidad contemplado en el artículo 
6 ibídem, precepto que dispone que los servi-
dores públicos son responsables por infracción 
de la Constitución o de las leyes y por omisión 
o extralimitación en el ejercicio de sus funcio-
nes; y con lo dispuesto en el artículo 124 cons-
titucional, en cuanto esta norma establece que 
le corresponde a la ley determinar la responsa-
bilidad de los servidores públicos y la manera 
de hacerla efectiva. 

En la Sentencia C-484 de 2002 la Corte 
Constitucional, al analizar cuál era el alcance 
de la responsabilidad estatal señalada en el ar-
tículo 90 de la Carta Política, consideró lo si-
guiente:

-
-

ponsabilidad subjetiva del servidor público de 

-
ciones de todas la autoridades públicas sin im-
portar la rama del poder público a que perte-
nezcan, lo mismo que cuando se trate de otros 

-

De la misma manera, la norma constitu-
-

ta, exige como presupuesto necesario para la 
existencia de la responsabilidad patrimonial 

de las autoridades públicas ocasione un daño 
antijurídico, con lo cual queda fuera de duda 
que no es cualquier daño el que acarrea dicha 

que no se está obligado a soportar, pues, en 
ocasiones, puede existir un daño que, sin em-

-

Siendo ello así, si por su propia decisión 
el servidor público opta por actuar en forma 
abiertamente contraria al ordenamiento jurí-
dico, con la intención positiva de inferir daño 
a la persona o a la propiedad de alguien, o 
en atropello y desconocimiento deliberado de 
sus derechos fundamentales, o incurre en un 
error de conducta en que no habría incurrido 
otra persona en el ejercicio de ese cargo, re-
sulta evidente que no desempeña sus funcio-
nes de conformidad con la Carta, y en cambio, 
sí lo hace contrariándola, o quebrantando la 
ley o el reglamento y en todo caso en perjui-
cio de los intereses de la comunidad o de sus 
asociados, y no al servicio sino en perjuicio 
del Estado”53. (Subrayas y resaltado fuera de 
texto).

inciso del artículo 90, que prevé el deber del 
Estado de repetir contra el servidor público que 
por dolo o culpa grave haya causado un daño 
antijurídico que generó la condena del Estado, 
la Corte en ese mismo fallo expresó que dicha 

-
fensa de los intereses generales que se verían

seriamente afectados si la comunidad tuviera 
que soportar la disminución patrimonial que 
se le ocasiona con la condena y nada pudiera 
hacer contra el responsable directo y personal 
que a ella dio origen por su actuar doloso o gra-
vemente culposo”. 

La Corte ha explicado que esa responsabi-
lidad patrimonial de los servidores del Estado 
derivada de la acción de repetición no tiene un 
carácter sancionatorio, pues su único propósi-
to es el de “reintegrar a las arcas públicas el 
valor de la condena que hubo de pagar como 
consecuencia del actuar doloso o gravemente 
culposo de sus agentes”. 

En desarrollo del mandato constitucional 
contenido en el artículo 90 superior, mediante 
la Ley 678 de 2001 se reglamentó la determi-
nación de responsabilidad patrimonial de los 
agentes del Estado a través del ejercicio de la 
acción de repetición o de llamamiento en ga-

El artículo 1° de la citada ley, señaló lo si-
guiente:

“Artículo 1°. La presente ley tiene por ob-
jeto regular la responsabilidad patrimonial de 
los servidores y ex servidores públicos y de los 
particulares que desempeñen funciones públi-
cas, a través del ejercicio de la acción de repe-
tición de que trata el artículo 90 de la Constitu-
ción Política o del llamamiento en garantía con 

Por su parte, el artículo 2 ibídem, estableció 
en qué consiste la acción de repetición, al de-

Artículo 2°.  La ac-
-

ter patrimonial que deberá ejercerse en contra 
del servidor o ex servidor público que como 
consecuencia de su conducta dolosa o grave-

-
demnizatorio por parte del Estado, proveniente 

se ejercitará contra el particular que investido 

forma dolosa o gravemente culposa, la repara-

servidor o ex servidor público o el particular 
investido de funciones públicas podrán ser lla-
mados en garantía dentro del proceso de res-
ponsabilidad contra la entidad pública, con los 

asesor se consideran particulares que cumplen 
funciones públicas en todo lo concerniente a 

contratos que celebren con las entidades esta-
tales, por lo tanto estarán sujetos a lo contem-

intentarse cuando el Estado pague las indem-

siempre que el reconocimiento indemnizatorio 
-

-
bién se ejercerá en contra de los funcionarios 

-
litar, de conformidad con lo dispuesto en la 

-

El objeto de la acción de repetición y el 
contenido y alcance de la norma en que se 
contienen las expresiones acusadas:

Como ya se ha dicho por parte de esta Cor-
te, antes de la vigencia de la Carta Política de 
1991, no había norma superior que de manera 

-
nial del Estado, y por esta razón esa responsa-
bilidad fue derivada por los tribunales del artí-
culo 16 de la anterior Constitución, norma que 
de forma genérica determinaba cuáles eran los 

En la Sentencia C-484 de 2002 la Corte 
Constitucional, al analizar cuál era el alcance 
de la responsabilidad estatal señalada en el ar-
tículo 90 de la Carta Política, consideró lo si-
guiente:

De la misma manera, la norma constitu-
cional contenida en el artículo 90 de la Car-
ta, exige como presupuesto necesario para la 
existencia de la responsabilidad patrimonial 
a cargo del Estado que la acción u omisión 
de las autoridades públicas ocasione un daño 
antijurídico, con lo cual queda fuera de duda 
que no es cualquier daño el que acarrea dicha 
responsabilidad sino única y exclusivamente 
el que no se está obligado a soportar, pues, en 
ocasiones, puede existir un daño que, sin em-
bargo, jurídicamente constituya una carga, o 

-

 Conforme a la naturaleza misma de las 

personas naturales, que a él se vinculan en la 
forma prevista por el legislador para que des-
empeñen las funciones establecidas en la Carta 

-
vo, bajo el principio rector de que los servido-

la comunidad, como se establece expresamente 

Siendo ello así, si por su propia decisión 
el servidor público opta por actuar en forma 
abiertamente contraria al ordenamiento jurí-
dico, con la intención positiva de inferir daño 
a la persona o a la propiedad de alguien, o en 
atropello y desconocimiento deliberado de sus 
derechos fundamentales, o incurre en un error 
de conducta en que no habría incurrido otra 
persona en el ejercicio de ese cargo, resulta 
evidente que no desempeña sus funciones de 
conformidad con la Carta, y en cambio, sí lo 
hace contrariándola, o quebrantando la ley o 
el reglamento y en todo caso en perjuicio de los 
intereses de la comunidad o de sus asociados, y 
no al servicio sino en perjuicio del Estado”53.
(Subrayas y resaltado fuera de texto). 

La Corte ha explicado que esa responsabi-
lidad patrimonial de los servidores del Estado 
derivada de la acción de repetición no tiene un 
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carácter sancionatorio, pues su único propósi-
to es el de “reintegrar a las arcas públicas el 
valor de la condena que hubo de pagar como 
consecuencia del actuar doloso o gravemente 
culposo de sus agentes”. 

Igualmente que esta disposición constitu-
cional se enmarca dentro del objetivo especí-

público a tomar consciencia de la importan-
cia de su misión y de su deber de actuar de 
manera diligente en el cumplimiento de sus 

Las acciones de repetición que puedan lle-
gar a ejercerse en contra de los Senadores y 
Representantes en el evento en que el Estado 
haya sido condenado a la reparación patrimo-
nial de un daño que haya sido consecuencia 
de su conducta dolosa o gravemente culposa 
y que de la simple interpretación sistemática 
de la Constitución y la ley que en su momen-
to corresponderá hacer a dicha Corporación se 
desprenderá si la acción de repetición que se 
intente corresponde a una actuación que se en-
cuentra cubierta por la inviolabilidad señalada 
en el artículo 185 superior, por corresponder a 
un voto o a una opinión emitidos por un Con-
gresista en el ejercicio de su cargo o si por el 
contrario se trata de una actuación diferente en 
relación con la cual no cabe invocar dicha in-
violabilidad.

Para la Corte, la acción de repetición no 
cabe para las decisiones amparadas por la 

y la teoría de los derechos laborales adqui-

Pronunciamiento del Tribunal Administrati-
vo de Cundinamarca, Sección Segunda, Sub-
sección “B” del 29 de marzo de 1996.

Administrativo:
Los efectos de una decisión de anulación de 

un acto administrativo pueden ser en cuanto a 
las personas que resulten afectadas por dicha de-
claración, en cuanto al tiempo y en cuanto a la 
administración que produjo la medida anulada.

a) El artículo 175 del Código Contencioso 
Administrativo, dispone que las sentencias que 
declaran la nulidad producen efecto general 
contra todos. Hay en dicha acción un interés 
jurídico de toda la comunidad de hacer respe-
tar el principio de legalidad, que no solamente 
autoriza a cualquier persona para coadyuvar o 
impugnar la demanda (art. 176), sino que con-
duce a los efectos erga omnes de la anulación.

b) Al lado de los efectos en cuanto a las 
personas, se pregunta sobre los efectos de la 
sentencia de nulidad en cuanto al tiempo, si tie-
nen valor únicamente hacia el futuro o también 
para el pasado; desde otro punto de vista, en 
Colombia se suele comparar el efecto que ten-
ga la nulidad declarada por la justicia adminis-
trativa con la inexequibilidad pronunciada por 
la Corte Suprema de Justicia respecto de leyes 
o decretos con esa fuerza jurídica”.

c) El artículo 174, ídem, establece la obli-
gatoriedad de las sentencias ejecutoriadas del

Consejo de Estado y los Tribunales Adminis-
trativos. El código prohíbe en su artículo 158, 
la reproducción de actos anulados o suspen-
didos si se conserva la esencia de las disposi-
ciones, a menos que con posterioridad hayan 
desaparecido los fundamentos legales de esa 
suspensión o anulación.

También debemos tener en cuenta que la 
anulación hace desaparecer el acto absoluta-
mente. Se considera el acto como si no se hu-
biera dictado jamás; la administración está ju-
rídicamente obligada a hacer desaparecer todos 
sus efectos”.

 Pasemos ahora a la Teoría de los Derechos 
Laborales Adquiridos:

 En pronunciamiento de la Corte Suprema 
de Justicia, Sala de Casación Laboral - Sección 
segunda en sentencia del 17 de marzo de 1977, 
al referirse a la noción de derechos adquiridos 
se expresó así:

“Se entienden aquellas acciones individua-

bajo el imperio de una ley, y que, por lo mismo, 
han creado a favor de sus titulares (Para el caso 
que nos ocupa el titular del mismo sería el doc-
tor César Domínguez) un cierto derecho que 
debe ser respetado. Fundamento de la seguri-
dad jurídica y del orden social de las relaciones 
de los asociados y de estos con el Estado, es que 
tales situaciones o derechos sean respetados 
íntegramente mediante la prohibición de que 
leyes posteriores pretendan regularlas nueva-
mente. Tal afectación o desconocimiento solo 
está permitido constitucionalmente, en el caso 

generales o sociales y los individuales, porque 
en este caso para satisfacer los primeros, los 
segundos deben pasar a un segundo plano.

Podría resumirse que la tendencia doctrinal 
de esta Sala dentro del ámbito de los derechos 
adquiridos y sus simples o meras expectativas, 
que trasluce que solo en los casos concretos en 
que se ha consolidado una situación jurídica de 
carácter individual, es viable el derecho recono-
cido en la disposición legal correspondiente...”.

En consideración de lo anteriormente ex-
puesto, se recomienda a la Comisión adelantar 

no haya lugar a una nueva demanda de declara-
ción de nulidad y por otra parte cumplir lo dis-
puesto en la Sentencia que declaró la vacancia 
del Secretario general de la Comisión.

Cordialmente,
Representantes a la Cámara
Carlos Enrique Soto Jaramillo, Carlos Fer-

Presidente:
Entonces estamos de acuerdo que iniciamos 

desde el momento del nombramiento de la Co-
misión Escrutadora, esa es la pregunta.

Ya están cerrados el período de postulacio-
nes y vamos a nombrar una Comisión Escruta-
dora, para efectos de darle aplicación que en-
tiendo que es la mayoría, coincidimos en ese 
punto.

La Presidencia concede el uso de la pa-
labra al honorable Representante Edgar Al-

Gracias Presidente. Compartiendo desde 
luego la escogencia de una de las dos tesis que 
se plantearon en la subcomisión, que su seño-
ría designó para efectos de darle claridad a este 
tema jurídico.

Yo quisiera pedirle señor Presidente que a 
través de la Secretaría, para efectos de atraernos 
nuevamente creo que fue el primero de agosto 
del año 2006, que fue el día en que se llevó a 
cabo el proceso de elección que hoy nos ocu-
pa, la señora Secretaria en su informe al cierre 
de las postulaciones, primero quiénes son los 
candidatos que estaban debidamente postula-
dos, e igualmente en mi caso personal y a la 
Corporación a la conexión, se les informe des-
de ese día, cuáles de los candidatos postulados 
cumplían de manera clara y precisa como lo 
ordena la Ley 5ª con el requisito de la acredita-
ción para efectos de poder tomar una decisión 
que no nos conlleve nuevamente a otro proceso 
innecesario, respetando desde luego, como lo 
decía el doctor Soto, las posiciones que de ma-
nera interna dentro de las bancadas, se hayan 
tomado en torno a este hecho.

Yo quiero hoy recordar nuevamente cómo 
ese primero de agosto del año 2006 quien les 
habla, advertía de manera clara y precisa que 
estábamos dando pasos a violar la ley como 
efectivamente lo determinó con posterioridad 
el fallo del Consejo de Estado.

Hoy presento porque no fui invitado a pesar 
de hacer parte de la coalición de gobierno, a la 
última reunión donde se tomó la decisión que 
más adelante se va a oír, la cual no comparto 
y en el momento señor Presidente en que se 
me den las informaciones que estoy pidiendo, 
le solicitaría igualmente poder continuar con 
el uso de la palabra para rendir mi concepto 
personal, que fue el mismo concepto que dejé 
expresado y lo dejé como constancia en el acto 
del primero de agosto de 2006 y donde quiero 
tener igualmente la oportunidad de explicar mi 
criterio en torno a este concepto emitido por 
el doctor Eduardo Montealegre Linero, que 
entiendo ese concepto que terminó haciéndole 
ver a la coalición de gobierno lo que no debe 
ver en mi criterio.

Y le pido, señor Presidente que me dé la opor-
tunidad antes de iniciar la votación de poder ex-
plicar mi concepto jurídico y mis opiniones ya 
que internamente dentro de la coalición no tuve 
la oportunidad para prevenir y advertir la nueva 
posibilidad de violar la ley en el acto que más 
adelante vamos a ejecutar, quiero (...) con esto 
terminar diciendo, señor Presidente, que el se-
ñor Secretario saliente, el doctor César Domín-
guez, quien fue elegido en esa oportunidad cum-
plió a cabalidad, de mi parte doctor César, mis 
reconocimientos por su profesionalismo, por su 
capacidad, por su entrega a la Comisión.

En torno a los dos candidatos si mi memo-
ria no me falla que están postulados, el doctor 
Emiliano Rivera a quien conocí cuando llegué 
aquí a la Corporación y a la doctora Melania
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que me la acabó de presentar el doctor Odín a 
quien no conocía, es decir personas con quien 
no tengo ningún interés personal, ni que estén 
ni que no estén y lo he venido sosteniendo en 
las reuniones previas que so pretexto del cum-
plimiento de unos acuerdos políticos que en 
mi sentir fueron cumplidos a cabalidad por la 
bancada de gobierno, cuando de manera clara 
y precisa al Partido de la U., se le dio la opor-
tunidad para que tuviera a bien inscribir como 
debe hacerse en la Comisión de Acreditación 
su candidato y haber sido elegido sin violar la 
ley aquí en la Plenaria de esta corporación, se 
hizo, desafortunadamente y lo dije también el 
primero de agosto, nadie puede doctor Odín 
alegar su propia torpeza, máxime cuando usted 
hace parte de la Comisión de Acreditación.

Y el hecho de que su candidata no haya 
estado acreditada, es lo que nos ha tenido en 
este problema de orden jurídico y hoy, vuelvo 
y reitero y quiero advertirlo de manera clara 
precisa y contundente y mi posición será nada 
diferente a cumplir la ley, dejaré mis respecti-
vas constancias en torno a este hecho, que se 
debe necesariamente iniciar el proceso como 
lo hemos determinado en el proceso donde se 
cerraron las postulaciones y señora Secretaria 
se le informe como lo pedí al comienzo de mi 
intervención, cuál de los candidatos cumple 
con los requisitos de la acreditación, que es un 
requisito sine qua non para esta elección, no 
como lo determina el jurista, el doctor Eduar-
do Montealegre, de quien voy a leer ahora su 
concepto que hizo cambiar la posición de la 
bancada de gobierno, donde no hacen ningu-
na alusión, ni ninguna referencia, doctor Zamir 
Silva a ninguna norma de criterio jurídico que 

claridad en el hecho que se va a hacer adelante 
en la votación.

Es decir, es un mero criterio de orden per-
sonal sin soporte jurídico como lo voy a leer y 
como ustedes de pronto ya lo leyeron y me voy 
a permitir hacerlo antes de que se dé la oportu-
nidad de conocer el tema de las acreditaciones, 
a una pregunta que le hace el señor Presiden-
te, una consulta al señor Presidente de la U, el 
doctor Carlos García Orjuela, Senador de la 
República, el doctor Eduardo Montealegre Li-
nero, le responde lo siguiente:

Pregunta. Una persona puede ser elegida 
aún cuando se acreditó posteriormente a la 
postulación, pero antes de la elección, le dice 
el minutísimo jurista, sobre el particular, te-
niendo en cuenta las conclusiones y preceden-
tes, consideramos que nada obsta para que un 
aspirante sea elegido como Secretario General 
de la Comisión, aun cuando la acreditación es-

en un momento posterior a su postulación o in-
cluso durante la elección misma.

A esa conclusión se llega si se tiene en cuen-
ta que la acreditación ni es un requisito para la 
elección sino para la posesión y ejercicio del 
cargo. El proceso de elección, en este caso del 
nuevo Secretario de la Comisión Primera de la 
Cámara de Representantes, comienza con la 
postulación y no con la acreditación, pues esta 

debe entenderse como posterior a la postula-
ción de los aspirantes, queda equivocado esto 
aquí con mucho cariño y respeto este minutísi-
mo jurista.

La primera etapa que debe cumplir una per-
sona que aspira, es el proceso de inscripción 
que debe hacerlo ante la Comisión de Acredi-
tación de la Cámara de Representantes.

Cabe advertir que la acreditación no consti-
tuye una etapa misma del proceso de elección; 
sin embrago ello no obsta para que los congre-
sistas examinen si los aspirantes postulados 
cumplen o no los requisitos para acceder al 
cargo de Secretario, entre paréntesis acredita-
ción, lo cual debe ocurrir en un momento sub-
siguiente a la etapa de postulación, yo reitero 
que equivocado está el doctor, pero como no 
tengo la voz de la Secretaria para que se me 
ilustre, interrumpo en mi intervención señor 
Presidente solicitándole que una vez, la señora 
Secretaria me informe al respecto poder conti-
nuar con mi intervención.

Presidente:
Señora Secretaria, por favor dele lectura a 

las actas, actas donde está señalado con pun-
tualidad los elementos solicitados por el doctor 
Gómez, por favor.

Subsecretaria:
Sí Presidente.
El día primero de agosto se citó a la Comi-

sión para elección de Presidente, Vicepresi-
dente, y Secretario; según Acta número 01 del 
martes 1° de agosto de Legislatura 2006-2007, 
primer período.

En ese orden de ideas, elegido el señor Presi-
dente y el señor Vicepresidente de la Comisión, 
se siguió con la elección del señor Secretario.

Postularon para ese cargo, el doctor Odín 
Sánchez Montes de Oca, a la doctora Melania
Valois Lozano, está en la página trece del acta.

Igualmente varios congresistas hicieron lo 
pertinente y luego en la página 14 y 15, hacen 
postulaciones del doctor Emiliano Rivera como 
candidato también para ser elegido Secretario.

Comisión Accidental, dice Acta de Estudio y 
Decisión de los documentos presentados a la 
mesa directiva de Comisión de Acreditación 
Documental, de la honorable Cámara de Re-
presentantes referentes a las calidades exigidas 
para ocupar el cargo de elección.

Doctor Edgar, eso se efectúa el 18 de julio 
de 2006, están dentro de los considerandos, en 
el segundo dice.

De conformidad con lo establecido en el ar-
tículo 46 de la Ley 5ª del 92, el doctor Emilia-
no Rivera remitió para su estudio de análisis 
para la Comisión de Acreditación Documental, 
los siguientes documentos y los relaciona.

En el resuelve, dice aceptar los documentos 
presentados para su estudio y análisis ante la Co-
misión de Acreditación Documental de la hono-
rable Cámara de Representantes de conformidad 
con lo establecido en los artículos 46 y 60 de la 
Ley 5ª del 92, por el doctor Emiliano Rivera.

Luego hay un listado, igualmente ese día se 
encontraba en la Secretaría otro informe de la 
Subcomisión de fecha julio 31, donde estaban 
más acreditaciones entre ellas, dice.

-
sión, el doctor Emiliano Rivera Bravo, el doc-
tor Pedro Juan Alzate Giraldo y luego dice, 
acreditaciones generales para cualquier Comi-
sión Constitucional Permanente Constitucional 
y/o Legal están varias personas.

William Betancurt, Jaime Darío, Jorge Ca-
milo, Jorge Echeverry, Fernel Enrique, Mario
Castiblanco, Alexander Pérez, Hugo Rivera, 
Gustavo Armando, Maritza Doria, Henry Ar-
cadio, Rafael Humberto, Rocío Esperanza, 
Rubén Darío Arango, Robinson de Jesús Sali-
nas, Jorge Eliécer Iglesias, César Augusto An-
drade, Jaime Enrique Villalobos, Luis Ramón 
Silva, Hilton Alexánder Gutiérrez, Rigo Ar-
mando Rosero, Celina Esther Lizarazu, Ben-
jamín Niño, Carlos Ollaga, Omar Guaiñarita, 
David de Jesús Betín, Luis Fernando Lombo, 
Germán Arroyo, Carlos Alberto Triana, Jaime 
Alberto Sepúlveda, Flor María Daza, Elizabeth 
Martínez, Edgar Juvenal Ramírez, José Walter 
Lennis, José Pérez Marconi, Carlos Adolfo 
Roca, Wilson Abraham García, Myriam Va-
lenzuela, José Guillermo Encinales, Alex An-
tonio Velásquez, César Augusto Domínguez, 
Jorge Enrique Ramírez, Juan Carlos Vargas, 
Leonardo Ebemelet, Luis Antonio Zorro, Luis 
Edmundo Maya, Martha Cecilia Camacho y 
Fernando Augusto Ramírez.

Eso es el acta del primero de agosto, señor 
Presidente.

Presidente:
Pero doctor Zamir usted está inscrito acá 

para el uso de la palabra, si hace la interpela-
ción o espera que le llegue su turno, hace la 
interpelación y renuncia al uso de la palabra 
posteriormente, listo.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Representante Zamir Eduardo 
Silva Amín, para una interpelación:

Señor Presidente, señores miembros de la 
Comisión. Estoy absolutamente de acuerdo 
con lo expuesto por el doctor Gómez.

Se trata de dos asuntos, uno a partir del ins-
tante en el que la Comisión debe retomar el 
proceso eleccionario, esto es a partir del mo-
mento en el que el señor Presidente debe desig-
nar la Comisión Escrutadora, uno.

Pero igualmente el doctor Gómez ha soli-
citado que por la Secretaría se lea el acta co-
rrespondiente si mal no entiendo del primero 
de agosto del año pasado, a afecto de que se 
establezca igualmente quiénes estaban debida-
mente acreditados.

No voy a hacer ningún comentario sobre 
el concepto, del doctor Montealegre, porque 
ya los ha hecho el doctor Gómez y ya lo había 

ningún tipo de sustento jurídico.
Solamente me voy a referir y a título muy 

personal, recordarle a los miembros de la Co-
misión, porque me parece como lo dije también 
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hace algunos días, mi deber recordarle a todos y 
cada uno de los miembros de la Comisión que 
no estoy de acuerdo con la tesis de que los con-
gresistas somos inviolables de manera absoluta.

Yo desde luego les digo que conozco la sen-
-

cional 47 del año 99, relacionada con el caso 
de la doctora Vivián Morales, con ocasión del 
proceso llamado 8000, sin embargo existen ya 
no sentencias solamente de tutela, sino senten-
cias de inexequibilidad, mediante las cuales la 
Corte Constitucional ha declarado exequible 
en varias ocasiones, disposiciones legales se-
gún las cuales el legislador es decir nosotros, 
hemos establecido el trámite y establecido el 
procedimiento y las sanciones a las cuales so-
mos acreedores por incurrir en delitos, por in-
currir en discusiones o en votaciones toda vez 
que la Constitución no nos lo permite.

Yo quiero decir simplemente eso, existen 
muchas además sentencias en ese orden de 
ideas y aquí los compañeros la mayor parte de 
los miembros de la Comisión no me dejarán 
mentir cuando les recuerdo que incluso compa-
ñeros de esta Comisión, por haber participado 
en la discusión y en la votación de proyectos 
de ley, en los cuales no se habían declarado 
impedidos, les fue decretada la pérdida de su 
investidura y además por razón de violación 

-
lamentarios que están siendo enjuiciados si no 
ya sancionados penalmente.

Acá se trata de un proceso eleccionario de 
carácter administrativo en el cual nada tiene 
que ver como lo decía el doctor Gómez, las 
funciones de control político, no de control 
constitucional. Mil gracias señor Presidente.

La Presidencia concede el uso de la pa-
labra al honorable Representante Edgar Al-

No se preocupe doctor Odín que no voy a 
hablar sino simplemente lo necesario para tra-
tar de explicar lo que expliqué hace un año, lo 
que expliqué ese primero de agosto que en esa 
oportunidad recuerdo incluso mi compañero de 
Departamento y de Comisión me decía, si usted 
me muestra dónde está escrito eso, yo cambio 
mi posición, no le mostré doctor Jorge Hum-
berto, pero el Consejo de Estado, determinó lo 
que en esa época nosotros advertíamos acá.

Hoy señor Presidente debo tener claro por 
lo que acaba de expresar la señora Secretaria, 
que en este momento no estaba inscrita con la 
acreditación respectiva, la doctora Melania de 
quien no conozco su apellido.

Quiero para que quede claro que todos y 
cada uno de los miembros de esta Corporación 
sepan que al primero de agosto, día en el cual 
violando la ley se reabrieron las postulaciones 
como lo dijo el Consejo de Estado, no existía 
sino una sola persona, un solo candidato inscrito 
cumpliendo con los requisitos de la ley quinta. 

Y me voy a permitir leer, qué es el tema de 
la inscripción y para qué es que se requiere la 
acreditación que el estimado jurista Eduardo 
Montealegre, considera que no es necesario, 
yo me pregunto doctor Jorge Humberto, qué 

tal que la acreditación no fuera el primer paso, 
que aquí nos presentaran y nos postularan a 
un economista, nos postularan a un tecnólogo 
que no viniera ya y nos dijera ,mire, esa perso-
na que yo acabo de postular la única garantía 
que tenemos los Representantes a la Cámara, 
miembros de esta Comisión, es salvar nuestra 
responsabilidad sabiendo que ya la Comisión 
de Acreditación de la cual hace parte el doctor 
Odín, nos dice esa persona cumple con todos 
lo requisitos, es decir señor Presidente, usted 
puede hacer la votación, puede llamarlo de in-
mediato y posesionarlo, porque la Comisión de 
Acreditación le ha dicho que está apto, habili-
tado para ocupar el cargo, cosa que en la candi-
data que se ocupa no lo cumple.

Inscripción de candidatos que en mi sentir, 
yo me voy a permitir leer un documento que no 
lo preparé para esta intervención, lo preparé para 
el primero de agosto del año 2006, como debe 
de estar en constancia en el acta de esa fecha.

Hoy lo voy a leer nuevamente. El proceso 
está reglado en la sección séptima artículos 122 
a 38 del reglamento del Congreso, como todo 
proceso electoral se desarrolla a través de eta-
pas que se van agotando unas a continuación 
de otras, como lo dice el doctor Montealegre
en su inscrito, en su concepto.

Dice, estos son etapas por etapas que no se 
pueden violar. Primera etapa, inscripción de 
candidatos, en una actividad que corresponde 
cumplir a las personas que aspiran al cargo y 
cumplen con las calidades que se exigen para 
tal efecto.

Para ser elegido Secretario de la Comisión 
Primera Constitucional de la Cámara de Repre-
sentantes, se debe cumplir con las mismas cali-
dades que para ser Representante a la Cámara.

Así mismo el Secretario de la Comisión Pri-
mera Constitucional debe cumplir los mismos 
requisitos que para Secretario de la Cámara de 
Representantes, para ser elegido Representante 
a la Cámara y Secretario General de la misma, 
se requiere ser ciudadano en ejercicio y tener 
más de 25 años de edad.

En consecuencia, la inscripción se debe rea-
lizar ante la Comisión de Acreditación de la 
Cámara de Representantes que al momento de 
realizarse dicha inscripción, está cumpliendo 
tal función ante la Comisión de Acreditación 
Documental, los aspirantes deben presentar los 
documentos que los habiliten legalmente como 
candidatos al cargo. 

Seguidamente, viene la segunda etapa que 
es la evaluación que esa Comisión de Acredi-
tación, doctor Odín de la cual usted hace parte, 
debe hacer de las hojas de vida de cada uno de 
quienes aspiren a efectos de darles visto bueno 
o de objetarla por no cumplir el lleno de los 
requisitos legales.

Dice, al establecer la ley que el Secretario 
de la Comisión debe tener las mismas calidades 
que para ser Representante a la Cámara y Secre-
tario General de la misma, es obvio que por el 
principio de igualdad consagrado en el artículo 
trece de Constitución Política se debe seguir el 
mismo proceso de acreditación señalado para la 
elección del Secretario de la Corporación.

Este procedimiento está debidamente re-
glado y expresamente establecido en el inciso 
segundo del artículo 60 de la Ley 5ª de 1992 
que establece que en cada una de las Cámaras 
se dispondrá de una integración de comisiones 
de acreditación documentada razón de 5 miem-
bros por cada corporación y por período cons-
titucional.

Corresponde entonces a esa Comisión de 
Acreditación de la respectiva corporación, ve-

debe cumplir la persona que aspira a ocupar 
el cargo de Secretario de la Comisión Primera 
Constitucional, dentro del término perentorio 
establecido para el objeto en el inciso tercero 
del artículo 60, es decir qué tal que esa per-
sona no cumpla con los requisitos y nosotros 
la elijamos aquí y la posesionemos mediante 
la toma de juramento para un cargo que es de 
período constitucional, grave error estaríamos 
cometiendo, doctor Tarquino y al respecto, no 
es mi criterio, no es lo que Edgar Gómez dice, 
lo dice el Consejo de Estado o lo dijo el Conse-
jo de Estado en el auto 5183 del 26 de noviem-
bre del 90, con ponencia del doctor Consejero 
Alvaro … Luna.

En el sistema procedimental establecido en el 
Código Contencioso Administrativo, al igual que 
en el procedimiento civil, gobierna el principio 
preclusivo que también hace alusión a él, el doc-
tor Eduardo Montealegre, según el cual articulado 

que se produzcan en cada uno de ellos es tal, que 
deben ejecutarse o cumplirse dentro de las opor-
tunidades o términos que la ley ha enmarcado de 
manera taxativa para cada uno de ellos.

De esta suerte, se han expirado dichos térmi-
nos u oportunidades para interponer un recurso 
por ejemplo, contra una determinación dada 
del juez, la providencia contra la cual hubiera 

sin que sea posible volver atrás la actuación, 
salvo que pudiese o se activase la ocurrencia de 
una de las causales de nulidad procesal, tam-
bién indicadas de manera taxativas para la ley.

En otras palabras, a virtud de la preclusivi-
dad a medida que se van cumpliendo las etapas 
que forman el curso del proceso, van cerrán-
dose, clausurándose las posibilidades de las 
partes para realizar determinadas actividades 
judiciales después de que se han ejercido otros 
actos o ha transcurrido cierto término legal, 
con el objeto de dar precisión y seguridad de 

sin producir la excepción de cosa juzgada, tie-
nen efectos que han de ser respetados, como lo 
ha explicado la Corte, la preclusión es la pér-
dida, es la extinción, la consumación de una 
facultad procesal y que en esas actuaciones 

sentido de que no realizada la actividad dentro 
del término señalado para hacerlo, queda clau-
surada esta etapa procesal respectiva entonces, 
clausurada esa etapa procesal, perdida la opor-
tunidad se clausura y dado el ordenamiento del 
procedimiento se pasa a la siguiente, tal como 
una especie de compuerta se cerrará, tras los 
actos consumados e impidiendo su regreso.
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Qué quiere decir esto, que la etapa de la 
acreditación es perentoria y debe antes de 
cómo dice la persona postular, o por qué acaso 
existen cientos de personas inscritas y acredi-
tadas, es acaso si la Comisión y los miembros 
de cada una de esta Comisión tuvieran en su 
pensamiento esa claridad, por qué en su opor-
tunidad el 1° de agosto no se eligió a la doctora 
Melania? Porque era el tanteo jurídico de que 
no cumplía con la acreditación y hoy con todo 
el respeto que debo tenerle y expresarle al doc-
tor Montealegre a quien no conozco, hoy es un 
concepto vago y sin ningún criterio jurídico, 
sin ningún soporte jurídico, basta simplemente 
doctor Navas con trasladarnos al artículo 60 de 
nuestra ley que dice:

Integración y funciones entendiendo lo 
que es la Comisión de Acreditaciones, doctor 
Odín de la cual usted hace parte; integración 
y funciones, previa a la sesión inaugural de las 
cámaras legislativas la autoridad electoral en-
viará a cada una de ellas la lista de los Con-

ante el Presidente de la junta preparatoria y con 
posterioridad se hará ante el Presidente de la 
correspondiente Cámara.

Esto es para nosotros, ya electos, en cada 
una de las Cámaras se dispondrá la integración 
de la Comisión de Acreditación Documental a 
razón de 5 miembros por cada Corporación y 
por el período Constitucional.

Ojo, no olvidemos que para ser Secretario 
de la Comisión se requieren acreditar los mis-
mos requisitos que para ser Representante a la 
Cámara.

Los documentos que acrediten las calidades 
exigidas de quienes aspiren a ocupar cargos de 
elección del Congreso o de las Cámaras Legis-
lativas, serán revisados por la Comisión dentro 
de los 5 días siguientes a su presentación, no 
están diciendo que es posterior a la elección 
que la Comisión de Acreditación estudia los 
documentos.

El informe respectivo será evaluado por la 
Plenaria de la Corporación antes de proceder a 
la elección del caso, es decir, por eso nosotros 
tenemos la facultad, doctor Navas, de pregun-
tar aquí en Secretaría, sírvase señora Secretaria 
informarnos qué personas cumplen con el re-
quisito de acreditación, porque es previo a la 
postulación.

Objeciones, artículo 61, mire como para no-
sotros que somos elegidos popularmente, esa Co-
misión de Acreditación nos puede objetar, hacer 
objeciones al lleno de los requisitos para tomar 
posesión como Representantes a la Cámara.

Cuando el respectivo Presidente objetare 
los documentos por no hallarlos en forma le-
gal, el Congresista a quien en esa credencial 

deliberaciones hasta tanto se haga claridad de 
ello, es decir, si lo es para nosotros, por qué no 
es un requisito sine qua non para una persona 
que aspira a un cargo tan importante.

Con esto, señores miembros de la Comi-
sión sé que no voy a cambiar el pensamiento 
de ninguno de ustedes, pero sí quiero señora 

Secretaria que quede constancia de manera clara 
y precisa y nuevamente voy a anexar mi docu-
mento para  que quede en el acta del día de hoy, 
donde he vuelto a traer a colación las mismas 
razones que me motivaron a seguir manteniendo 
mi criterio en torno a la violación, sé, porque 
ya lo advirtió aquí el doctor Carlos Soto, que la 
coalición, la bancada de gobierno y de manera 
particular su partido de la U y basados en la ley 
de bancadas, van a tomar la decisión de elegir 
a la doctora Melania, nuevamente violando la 
ley, violando el reglamento interno de la corpo-
ración que exige de manera clara y perentoria el 
paso o la etapa de la acreditación, como quiera 
vuelvo y repito, preservando el principio funda-
mental de la preclusividad que se hace necesario 
en estos procesos reglados que se surten etapa 
por etapa. Mil gracias señor Presidente.

Presidente:
A usted, señor Representante. Les voy a pe-

dir el favor, hay varios inscritos para discutir 
el tema, ojalá, seamos un poquito breves en 
las intervenciones no quiero pasar por la pena 
de tener que interrumpir, así que les agradezco 
ponerle un límite en el uso de la palabra, ojalá 
lo hagamos de la manera más precisa, señores 
Representantes.

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Carlos Ar-
turo Piedrahíta Cárdenas:

Gracias señor Presidente. Yo voy a referir-
me brevemente y con documento en mano, so-
bre el concepto que ha expresado el abogado 
penalista, Eduardo Montealegre Linero y que 
es traído acá a esta Comisión.

Yo comparto en su totalidad lo que ha ma-
nifestado el doctor Zamir Silva Amín y lo que 
ha manifestado el doctor Edgar Gómez, lo del 
doctor Edgar Gómez no es nuevo si no que él 
en la sesión pertinente lo manifestó expresa-
mente; aquí no estamos ante un tema de ca-
rácter político, aquí estamos ante un tema de 
carácter meramente jurídico.

Nadie está criticando la actuación del doc-
tor César Domínguez, la valoramos, un buen 
profesional, pero nosotros los parlamentarios 
tenemos el límite de la constitución y de la ley; 
en el fallo en mención, el expedido por el Con-
sejo de Estado, con ponencia de Darío Pinilla el 
23 de marzo del 2007 en la página 47 al hacer 
referencia a una intervención de Carlos Artu-
ro Piedrahíta, dice textualmente si me permite 
leer señor Secretario, que son tres renglones.

-
ción de postulación, el Representante Carlos Ar-
turo Piedrahíta Cárdenas, solicitó al Presidente 
de la Comisión, que informara si los candidatos 
que se han presentado en el día de hoy, han sido 
acreditados de conformidad con la ley 5ª del 92 
y cumplen los requisitos que se señalan en la 
norma para fungir, en el cargo de Secretario”.

Ante una solicitud que presenta el Honora-
ble Representante, Edgar Gómez, nuestra se-
ñora Secretaria, lee que en el Acta número 01 
no está la acreditación correspondiente de la 

-
ca con el acta correspondiente.

En el Acta número 03 del miércoles 9 de 
agosto del 2006, expresamente hace una alu-
sión el doctor Carlos Enrique Soto y dice lo si-
guiente, leo textualmente “Las votaciones en-
tonces no se han llevado a cabo”, que además 
de eso el artículo 73 del Código Contencioso 
administrativo, dice claramente que siempre 
podrá revocarse parcialmente los Actos Admi-
nistrativos en cuanto sea necesario para corre-
gir ciertos errores.

Aquí lo que estamos haciendo honorable 
Representante, es precisamente corrigiendo si 
hubo algunas equivocaciones para que las co-
sas salgan como deben salir y como deben de 
funcionar en esta corporación; esto se repite en 
el fallo correspondiente del Honorable Consejo 
de Estado.

Pero yo señor Presidente, tengo que leer tres 
renglones de la constancia expresa, que el día 9 
de agosto deja el Honorable Representante Odín 
Sánchez Montes de Oca con relación al tema de 
la elección del Secretario y dice expresamente el 
doctor Odín Sánchez Montes de Oca:

El suscrito Representante a la Cámara por el 
departamento del Chocó, Odín Sánchez Montes
de Oca, miembro activo del Partido Social de 
Unidad Nacional se permite denunciar y dejar 
constancia sobre algunos hechos discrimina-
torios y excluyentes en contra de la postulada 
candidata al cargo de Secretaria de la Comisión 
Primera de la Honorable Cámara de Represen-
tantes, doctora Melania Valois Lozano.

Segundo, no voy a leer el artículo 1º, sino 
segundo el numeral 1.

2º. “Instalada la Comisión, elegimos sus dig-
natarios en el punto de postulaciones se candi-
datizaron a los doctores Emiliano Rivera y Me-
lania Valois Lozano, posteriormente mediante 
proposiciones se cierran las postulaciones y 
después de un receso se aplaza la elección para 
el día martes 8 de los cursantes, esto debido 
entre otras cosas a la falta de acreditación de la 
candidata Melania Valois Lozano”.

Vuelvo y repito, esto debido entre otras co-
sas a la falta de acreditación de la candidata 
Melania Valois Lozano, desde este momento se 
han hecho notorios los actos de reproche y dis-
gustos de la honorable Representante Sandra 
Ceballos para con el nombre de la candidata 
postulada por el Partido de la U.

número 03 del miércoles 9 de agosto, que co-
pia textualmente la intervención, la constancia 
del doctor Odín Sánchez Montes de Oca, nos da 
claridad meridiana que aquí en este caso no se 
presentó la acreditación de la señora Melania Va-
lois Lozano; precisamente esto fue la nulidad que 
decretó el Honorable Consejo de Estado, cuando 
violándose el debido proceso, haciéndose de ma-
nera ilegal se reabren las postulaciones.

No podemos señor Presidente, incurrir en un 
nuevo error, reabrir la acreditación correspon-
diente, vamos a estar en el mismo punto de lo que 
pasó en la sesión pasada cuando el Consejo de 
Estado anula, decreta la nulidad de la elección del 
doctor César Domínguez por violación al debido 
proceso y por hacerse de manera ilegal.
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El doctor Edgar Gómez hace una aclaración 
y dice que en temas de derecho la ignorancia de 
la ley no sirve de excusa, este es un aforismo que 
está desde el derecho romano y que permea y que 
está y que es lo primero que le enseñan en todas 
las facultades copiando de Roma, cuando le di-
cen a uno ignorantia legis non excusan est.

Lo que queremos decir nosotros señor Pre-
sidente, es que en un momento dado, dada la 
situación como está no podemos incurrir en el 
mismo error de hacer una elección a partir de 
quien no ha sido acreditado y no se acreditó 
oportunamente ante la Comisión Primera de la 
Cámara de Representantes, proceder de otra se-
ñor Presidente, con quien no ha sido acreditado 
es actuar en contra de la ley y las responsabili-
dades tendrán que venir según el caso, porque 
la ley es clara en eso.

Yo le digo señor Presidente, que la declara-

-

la fecha en mención no aparece acreditada la 
señora Melania Valois Lozano. Gracias señor 
Presidente.

La presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Alvaro Mo-
rón Cuello:

Gracias señor Presidente. Señor Presidente, 
compañeros, la verdad es que la convocatoria de 
hoy es la voluntad de la comisión en darle cum-
plimiento a un fallo judicial, fue un fallo judicial 

concretamente al principio de la preclusión.
Hay coincidencia de todos los congresistas, 

en el sentido de que hay que retomar un pro-
ceso hasta la etapa de las postulaciones, a par-
tir de ese momento creo que debemos obrar, a 
partir de ese momento es que debemos actuar.

Empieza el debate indudablemente se to-
can unos temas importantes y es las previsio-
nes que nos están haciendo algunos colegas de 
que no podemos ser recurrentes en la violación 
nuevamente a la ley, en ese entendido tenemos 
que establecer con demasiada claridad si efec-
tivamente para la fecha de la elección, había 
inscripción y había acreditación por parte de 
todos los postulados.

En ese evento señor Presidente, creo es a 
donde debe remitirse el debate y que por se-

aclarar todas las dudas que tengamos aquí en la 
comisión los congresistas y es evidente, porque 
he oído voces de miembros del Partido de la U 
en donde ellos señalan, de que la acreditación 
de una de las postuladas se hizo con fecha de 
julio del año pasado, del 25 de julio.

Es que realmente se estableció y se acreditó 
por parte de alguna de las postuladas o even-
tualmente hubo una omisión por parte de la 
comisión de acreditación, eso amerita incluso 
adentrarnos en una investigación de si efectiva-
mente quien de esa omisión se hizo de manera 
deliberada, doloso o si fue una omisión con ca-
rácter culposo y es que tenemos que tener cla-
ridad, porque aquí yo he leído varios conceptos 
que han llegado a la comisión de eminentes ju-

ristas, todos importantísimos, todos connotados, 
de un reconocimiento nacional e internacional, 
el último de ellos magistrado que fue también ex 
presidente de la Corte Constitucional, en donde 

lo que concierne a la acreditación puede surgir 
dentro de una etapa posterior a la postulación, 
eso obviamente implica a que él debe tener al-
gún sustento de carácter legal y de carácter jurí-
dico, porque de ninguna manera no puede des-
conocerse de que el doctor Montealegre, hace 
un concepto extraordinario que es una autoridad 
en este país, pero en lo que respecta a una cir-

equivoca, pero en el resto efectivamente el doc-
tor Montealegre sí acierta.

En este orden de ideas señor Presidente, yo 
creo que bien vale la pena que nosotros clari-

-
dida que efectivamente no se haya presentado 
la inscripción, ni la acreditación es evidente 
que tenemos que votar nada más con uno de 
los postulados y en el entendido de que la acre-
ditación y la inscripción se hizo a tiempo, yo 
creo que juegan en la elección los dos, porque 
sería un acto de una tremenda injusticia dejar 
a un lado a quien realmente y legalmente pudo 
haberse inscrito, pudo haberse acreditado y no 
tengamos los elementos y el conocimiento su-

En ese orden de ideas me parece que por 
parte de la secretaría, debe hacerse un pronun-
ciamiento de manera juiciosa, amplia respec-
to en qué términos, en qué momento, en qué 
tiempo se dio la inscripción y la acreditación 
de la segunda postulada, para nosotros obrar en 
derecho y de conformidad como se está plan-
teando en el debate la discusión.

Porque volveríamos otra vez aquí al inicio 
de un debate, que indudablemente que va a te-
ner una repercusión de carácter jurídico y no 
político, porque en lo que respecta a la bancada 
de Alas Equipo Colombia, aquí va a obrar en 
derecho y no solo por unas consideraciones de 
carácter político.

Por eso señor Presidente, yo le rogaría que 
usted retomara el orden de la discusión, que de 
pronto se agotara con otras intervenciones res-
petables que van a hacer el resto de colegas, 
pero que si hay duda respecto a esto, yo creo 
que bien podría pensarse en que esta elección 
podía hacerse mañana para efectos de que hu-
biera claridad, la investigación se estableciera 
hasta la saciedad, hasta las últimas consecuen-
cias, como dicen los adagios populares, para 

tanto probatorio, como procesal para obrar en 
consideración y sobre todo respetando nuestro 
ordenamiento jurídico. Muchas gracias.

La presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Carlos En-
rique Soto Jaramillo:

Gracias señor Presidente. Muy breve señor 
Presidente, yo pienso que aquí se han argumen-
tado las posiciones políticas, por unos y por 
otros durante muchísimas sesiones ya desde el 
1º de agosto del año inmediatamente anterior.

Pero no se puede dejar de precisar algunas 
cosas aquí señor Presidente, el doctor Gómez 
hacía referencia a la reapertura del 1º de agosto 
de candidatos, el doctor Gómez y yo a estas 
alturas ya no tenemos muy claro en la memoria 
muchas cosas con fechas muy precisas y con 
horas muy precisas, porque yo le quiero recor-
dar al doctor Gómez y a esta comisión que la 
reapertura se hizo fue el 9 de agosto y no el 1º 
de agosto y me parece importante.

El doctor Silva, vuelve e insiste en la posi-
ción de que no tenemos nosotros blindaje con 
relación al artículo 185 de la Constitución Na-
cional, este no es el debate, yo he invitado al 
doctor Silva de la manera más cordial y con el 
profundo respeto que le tengo a que le demues-
tre a la comisión, dónde hay un proceso de re-
petición por las opiniones o los votos de los 
congresistas, pero en cambio yo sí le anexé dos 
sentencias por lo menos se las enuncié y vuelvo 
y se las anuncio a los medios de comunicación, 
a los presentes y a la comisión la 047 de 1999, 
y la que recopila todas las sentencias con rela-
ción al tema, la 1174 del 2004 que es la última 

los congresistas por sus opiniones y sus votos, 
excepto obviamente, si yo cometo otro delito, 
yo no puedo ir a agredir a otro porque entonces 
no estoy actuando, ahí no me arropa la calidad 
de congresista, ni tampoco puedo yo estafar a 
otro porque obviamente que me aplican la ley 
que corresponde.

Pero en cuanto a los votos y las opiniones, 
vuelvo e insisto para que me demuestren en 
esta comisión en cualquier debate, cuál es la 
norma o los fallos jurisprudenciales que hacen 
referencia a esa repetición; pero bueno como 
les digo ese no es el tema en discusión.

Yo quiero de igual manera señor Presidente, 
yo creo que no tiene ningún problema en cuanto 
a la inscripción y en cuanto a la acreditación del 
doctor Emiliano Rivera y el doctor César Domín-
guez a quien le hago un reconocimiento por su 
comportamiento, por su profesionalismo en esta 
comisión durante la estadía; pero si nos vamos a 
hilar delgadito, nos tenemos que remitir al artícu-
lo 60 de la Ley 5ª de 1992, y la Ley 5ª de 1992 
estipula claramente cuándo deben estar inscritos 
y acreditados quienes aspiran a ocupar una posi-
ción, llámese en este caso de secretario.

Y me permito leerlo señor Presidente en uno 
de sus apartes, “Los documentos que acrediten 
las calidades exigidas de quienes aspiran, car-
gos de elección del Congreso o de las cámaras 
legislativas, serán revisados por la comisión 
dentro de los cinco días siguientes a su presen-
tación, el informe respectivo será evaluado por 
la Plenaria de la corporación antes de proceder 
a la elección”.

La elección se hizo aquí el 9 de agosto, y 
le solicito a su señoría a través de la secreta-

la secretaría, de que la señora Melania Valois 
se inscribió, solicitó ante la comisión corres-
pondiente el día 25 de julio del 2006 y cuándo 

requisitos correspondientes.
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Pero iba a hacer otra referencia señor Pre-
sidente, y honorables compañeros, si nosotros 
vamos a hilar despacio también le pido a su se-
ñoría y a la secretaría, cuándo se acreditó el se-
ñor doctor Emiliano Rivera, el doctor Emiliano 
Rivera se acreditó el día 18 de julio del 2006, el 
día 18 del 2006 este Congreso de la República 
no se había instalado, se instala el 20 de julio; 
por lo consiguiente señor Presidente, si nos va-
mos a la letra menuda de la interpretación de la 
norma, entonces también podríamos reclamar 
que la única persona legalmente inscrita o las 
únicas personas legalmente inscritas, son quie-
nes se inscribieron después del 20 de julio o 
solicitaron acreditarse ante la comisión corres-
pondiente después del 20 de julio, cuando este 
Congreso de la República se instaló.

Conclusión señor Presidente, distinguidísi-
mos colegas de esta comisión, quien está le-
galmente inscrita es la señora Melania Valois y 
estarían por fuera de la acreditación, inclusive 
si lo interpretáramos de esa manera quien has-
ta hace muy pocos días, que reitero mi reco-
nocimiento por el papel desempeñado en esta 
comisión, inclusive no estarían legalmente 
acreditados; como podríamos de igual manera 
hacerle una revisión a todas las comisiones del 
Congreso de la República, inclusive a la secre-
taria general, pero ese no es el tema que nos 
ocupa en este momento.

Entonces señor Presidente, yo le solicito de 
la manera más cordial como lo dice el doctor 
Morón, obviamente a que agotadas las inter-
venciones procedamos a nombrar la comisión 
escrutadora y a hacer la elección correspon-
diente en el día de hoy.

La presidencia concede el uso de la pa-
labra al honorable Representante Roy Leo-
nardo Barreras Montealegre:

Gracias Presidente. Simplemente para pre-
guntarle a la Mesa, a la señora Secretaria, si 
la señora Melania Valois, estaba inscrita o no 
en el momento de la elección, inscrita antes de 

fecha y hora fue acreditada.
Y para el doctor Zamir, el doctor Zamir ha di-

cho y estoy de acuerdo con él, que no podemos 
decir que los congresistas somos inviolables ab-
solutamente; yo entiendo que somos inviolables 
en nuestro voto y en nuestras opiniones, pero 
ojalá fuéramos inviolables absolutamente para 
que no corriéramos esos riesgos doctor Zamir. 

La presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Odín Sán-
chez Montes de Oca:

Presidente. Qué turno tiene el doctor Mi-
guel Angel, él me ha pedido que si cambiamos 
yo aceptaría, si es seguido.

Presidente:
Viene el doctor Germán Navas, después 

viene el doctor Miguel Angel Rangel.
La presidencia concede el uso de la pala-

bra al honorable Representante Carlos En-
rique Soto Jaramillo:

Yo le he pedido, perdóneme señor, yo le he 
-

cretaría, cuándo solicitó acreditarse la señora 

estaba acreditada, que tengo entendido que fue 
el 1º de agosto del año 2006.

Presidente:
Como la presidencia tiene que dar todas las 

ilustraciones precisas, a mí me gustaría que 
usted hiciera lectura de los actos administra-
tivos que son los que le dan validez jurídica a 
las decisiones que tomemos aquí. Déle lectura 
a los actos administrativos de cada una de las 
inscripciones y las fechas donde se tomaron las 
diferentes votaciones, para que haya claridad 
precisa aquí y meridiana.

Simplemente menciónela a la comisión, en 
primera instancia los actos administrativos, 
mientras estos estén vigentes no hay tesis, ni 
teoría que podamos esgrimir porque tienen 
precisión de legalidad; así que déle lectura a 
los actos administrativos y de esta manera des-
pejamos cualquier duda.

Secretario:
Sí Presidente.
La doctora Melania Valois, los documentos 

de la comisión de acreditación llegaron el 3 de 
agosto del 2006 a la secretaría, donde está es-

Bogotá, D. C., 3 agosto de 2006, señores 
Comisión Primera Constitucional Permanente, 
Cámara, en atención al asunto de la referencia 
que obviamente me permito remitir a esa célu-
la legislativa el listado de las personas que por 
cumplir con los requisitos y calidades exigidas 
por la Constitución y la ley para desempeñar 
el cargo de secretaría de esa comisión, están 
debidamente acreditadas.

-
sión, doctora Melania Valois Lozano y luego 
dice acreditaciones generales para cualquier 
comisión y hay varios nombres (...) tiene fe-
cha 3 de agosto de 2006 y la resolución señor 
Presidente, es en Bogotá al primer día del mes 
de agosto de 2006 se reunieron los miembros 
de acreditación documental de la honorable 
Cámara de Representantes en las instalaciones 
de leyes de la honorable Cámara de Represen-

de los documentos presentados por la doctora 

natal para desempeñar el cargo de Secretaria de 
la Comisión Segunda Permanente.

La resolución de la doctora Melania Valois 
es del 1º de agosto.

Presidente:
Pero diga con claridad señora Secretaria, 

por favor, yo lo que necesito es la resolución 
que es el acto administrativo.

Secretaria:
-

solución del 3 de agosto a la comisión y la Re-
solución es de fecha 1º de agosto; la del doctor 
Emiliano Rivera llegó aquí a la comisión el 1º 
de agosto de 2006 y la Resolución es de fecha 
18 de julio del año 2006; la del doctor César 
Domínguez llegó a la comisión el 1º de agosto 
y la fecha de la Resolución, es 19 de julio del 
año 2006.

La presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Odín Sán-
chez Montes de Oca:

Ahí ha habido una serie, o se han remitido 
a la secretaría de la Comisión Primera, una se-
rie de conceptos todos ellos importantísimos, 
de abogados de esta comisión, de ex magistra-
dos como la del doctor Eduardo Montealegre,
incluso en secretaría reposan todos los actos 
administrativos de la comisión de acreditación 
del periodo constitucional 2006 – 2010; es más 
a esa secretaría arrimamos debidamente reci-
bida por la secretaria ad hoc de la comisión de 
documentación y acreditación, la petición que 
para la fecha del 25 de julio hiciera la postula-
da Melania Valois, para que la respectiva comi-
sión de acreditación y documentación evaluara 
sus documentos y procediera a expedir la reso-
lución de acreditación.

En esa nota que reposa en la secretaría, re-
cibida por la respectiva secretaria dice en qué 
momento se inscribía la doctora Melania Valois 
Lozano, tanto que la comisión de acreditación 
y documentación del Período Constitucional 
2006-2010, solo se instaló el día 1º de agosto 
y aquí hay que hacer una claridad para hablar 
preclusividad, para hablar en qué momento se 
sucedieron cada una de las etapas procesales 
que llevó el 9 de agosto a la reapertura de todo 

-
cisarle a los respetados colegas, que a las 2 y 
30 del día 1º de agosto cuando se había aplaza-
do la etapa de elección, ya se había acreditado 
la doctora Melania Valois.

La etapa de elección se sucedió o la reaper-
tura posterior al 1º de agosto, es decir el día 9 

-
cripción de la doctora Melania se dio el 25 de 

hace del respectivo documento, la secretaria de 
la comisión de documentación y acreditación. 
Otra cosa es y no es torpeza respetado colega 
Edgar Gómez, porque no la estamos alegando, 
simplemente los documentos y actos adminis-
trativos rezan que hasta esa fecha 1º de agosto, 
la comisión que no la integra una sola persona, 
no la integra Odín Sánchez, sino que la inte-
gran incluso algunos colegas de esta misma co-
misión, solo se instaló el 1º de agosto.

Es más, porque no es la idea hilar delgadito, 
de esa misma fecha en que aparece acreditada 
el 1º de agosto a las 2 y 30 la doctora Melania
Valois, también aparece acreditada la doctora 
Pilar Rodríguez Arias, secretaria de la Comi-
sión Segunda de la Cámara de Representantes 
elegida el mismo 1º de agosto a las diez de la 
mañana, cuando nosotros nos instalamos en 
forma legal; insisto la comisión de acreditación 
y documentación para el periodo constitucio-
nal 2006-2010, solo se instaló el 1º de agosto 
y era cuando a partir de ese momento era que 
debiera de acreditar a los funcionarios a elegir 
para el periodo constitucional 2006-2010.

Los actos administrativos como lo requie-
re el señor Presidente, reposan allí tanto de la 
comisión de acreditación como las peticiones 
que el 25 de julio hiciera la postulada y candi-
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data Melania Valois Lozano; yo no quiero aquí 
argumentar que el señor Emiliano Rivera fue 
acreditado irregular o ilegalmente, por cuanto 
que entiendo que el periodo de esa comisión de 
documentación y acreditación, la del periodo 
2002-2006 funcionaba o su periodo culminaba 
el 19 de julio a las doce de la noche, porque no-
sotros como comisión de acreditación y docu-
mentación fuimos elegidos a partir, en la noche 
del 20 de julio, fuimos elegidos, pero solo nos 
instalamos el 1º de agosto.

Yo realmente lo único que quiero precisar-
les y aclararles a ustedes; primero, que Me-
lania Valois Lozano le solicitó a la comisión 
de documentación y acreditación el día 25 su 
inscripción como candidata a ocupar el cargo 
de secretaria general; segundo, la comisión de 
acreditación y documentación al haberse ins-
talado el día 1º de agosto, solo produjo el res-
pectivo acto administrativo ese 1º de agosto a 
las 2 y 30 de la tarde; tercero, que la etapa de 
elección que es legal fue aplazada hasta el 8 de 
agosto fecha en la que se decidió reaperturar 
las postulaciones y aún ustedes son conscientes 
que nos encontramos en este momento, en la 
etapa de elección pero ahora por decisión del 
Consejo de Estado.

De manera tal que existieron esas etapas, pri-
mero la solicitud de la señora Melania ahí está 
radicada en la secretaría, el 25 y recibida por la 
comisión de acreditación; segundo, el respecti-
vo acto administrativo que es la resolución que 
expide la comisión de acreditación y tercero, 
no ha habido elección y la elección esa etapa 
procesal fue aplazada. Lo que quiere decir que 
la inscripción, la acreditación se hicieron antes 
de la elección del secretario general de la comi-
sión. Muchas gracias señor Presidente.

Presidente:
Los amigos conservadores me han anun-

ciado que tienen una reunión ahora a las dos 
de la tarde con el señor Ministro del Interior, 
me gustaría que procediéramos o sea no quiero 
cercenarle el uso de la palabra a nadie, pero la 
verdad es que ya han intervenido por partidos, 
a excepción de algunos, creo que deberíamos 

sobre este tema para entrar a nombrar la comi-
sión escrutadora.

Yo creo que en ese aspecto estamos todos 
de acuerdo, son las dos de la tarde y la Plenaria 
está citada para las tres de la tarde; entonces 
vamos a atender la solicitud que han hecho por 
favor lo más breve posible.

La presidencia concede el uso de la pa-
labra al honorable Representante Germán 
Navas Talero:

Para resumir, le pregunté al doctor Puentes, 
cuando se inscribió la candidata de la contro-
versia, me dijo se inscribió después de que se 
había cerrado acá; es decir cuando nosotros 
suspendimos esas y ya había precluido la pos-
tulación me lo dice el doctor Puentes de la co-
misión de acreditación.

O sea no estaba acreditada cuando su nom-
bre se sometió a consideración y cuando se ce-
rraron las postulaciones; es un hecho probado 
y el doctor Puentes aquí está.

El doctor pone en entredicho la acreditación 
del señor Emiliano, entonces también debía de 
poner en entredicho la acreditación de noso-
tros, porque fue esa misma comisión la que nos 
acreditó para tomar posesión el 20.

El doctor Gómez, tiene toda la razón en lo 

cabernos en caso de acción y repetición, si al-
guna persona con derecho lo hubiese ocultado 
en esta elección.

Entonces tomando la autorización que me 
da el Consejo de Estado, cuando dice que en 
estos casos la votación puede no ser secreta, 
anticipo que solo votaré por el candidato que 
solo estaba acreditado ese día en que se cerró 
la etapa de las postulaciones, que quede claro 
porque yo entiendo que desde el punto de vista 
económico, sí debemos responder en caso de 
acción de repetición. Gracias.

La presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Miguel An-
gel Rangel Sosa:

Gracias señor Presidente. Yo también quiero 
dejar mi constancia, porque con estas interven-
ciones de estos distinguidos representantes y 
juristas, queda uno un poco atemorizado; creo 
que mis primeras clases de derecho las apren-
dí en un televisor de blanco y negro cuando el 
doctor Navas, tenía el programa de consultorio 
jurídico, me pongo nervioso.

Yo por ello en ese sentido quiero dejar la 
constancia, porque asalta una gran duda sobre 
esta controversia jurídica, el artículo 60 de la 
Ley 5ª es claro y dice que las comisiones lega-
les y las comisiones constitucionales son elegi-
das por un periodo de cuatro años y fue el 20 de 
julio del presente año que se eligió la comisión 
de acreditación documental de la que ha hecho 
referencia el doctor Gómez Román, diciendo 
que el doctor Odín hace parte y precisamente 
hace parte el doctor Augusto Puentes, el doctor 
Odín Sánchez, Miguel Angel Galvis y Guiller-
mo Santos, la eligió la Plenaria de la Cámara el 
20 de julio del 2006, se instalaron y ahí está el 
acto administrativo el 1º de agosto y expidie-
ron las acreditaciones respectivas.

Con este temor jurídico, me asalta la duda, 
queda legalmente establecido quiénes se acre-
ditaron el 18 de julio del 2006 con una comi-
sión de acreditación que yo quiero pedirle a 
la presidencia por intermedio de la secretaría, 
que nos muestre el acto administrativo por 
medio de la cual esa comisión se instaló el 18 
de julio, porque la integran en su momento el 
doctor Fredy que no salió elegido, e l doctor 
Juan Hurtado que no salió elegido, dos o tres 
miembros más; el doctor Fredy Sánchez señor 
Presidente era el presidente de esa comisión y 

mayoritarias.
Pero a la luz del derecho la comisión de 

acreditación se elige por cuatro años constitu-
cionales; entonces a mí sí me asalta la duda y 
me da el temor de la acción de repetición que 
habla el doctor Navas, de que votaríamos por 
candidatos que fueron inscritos o acreditados en 

comisiones que vencieron su periodo, que legal-
mente no se han instalado, que aquí han leído 
repetidamente la norma y hablan de cuándo se 
instaló esa comisión de acreditación y que tiene 
cinco días para expedir los resultados.

Aquí tengo una carta precisamente dirigida 
por la doctora Melania Valois, a los miembros 
de la comisión de acreditación el día 25 de ju-
lio que no obtuvo respuesta, sencillamente no 
obtuvo respuesta porque no se había instalado 
esa comisión de acreditación.

Entonces yo quiero dejar esa constancia a 
raíz de las exposiciones que han hecho tan dis-
tinguidos juristas miembros de esta comisión, 
porque me aterra que vaya a votar y esa ac-
ción de repetición pueda realmente generar una 
afectación; me queda absolutamente claro, lo 
ha leído la secretaria que hubo una comisión 
de acreditación, que fue elegida el 20 de julio 
cuando se instaló este congreso, que se instaló 
el 1º de agosto y que tiene un acto adminis-
trativo, por ello quiero que se solicite el acto 
administrativo por medio de la cual se instaló 
la comisión que expidió acreditación entre el 
18 y el 20 de julio, cuando ya una parte de sus 
miembros no hacían parte del Congreso. Mu-
chas gracias.

La presidencia concede el uso de la pa-
labra al honorable Representante Gustavo 
Hernán Puentes Díaz:

Gracias señor Presidente. Como se ha nom-
brado en varias oportunidades en la discusión 
que llevamos hoy, el nombre de la comisión 
de acreditación de la cual yo hago y el doctor 
Odín Sánchez hace parte, de acuerdo a como lo 
ordena la Ley 5ª elegida en la sesión inaugural 
del 20 de julio, nosotros como comisión nos 
instalamos el día 1º de agosto después de las 2 
y 30 de la tarde.

Como miembro de la Comisión Primera, que 
acudí en la mañana de ese día a cumplir la cita-
ción que hizo la Mesa Directiva para elegir se-
cretario, terminado el proceso de postulaciones 
hasta ese momento no había acreditación, así hu-
biera mediado la presentación de los documen-
tos ante la secretaría, pero la comisión como tal 
no se había reunido para acreditar el nombre de 
la doctora Melania, tengo que decirlo, porque si 
posteriormente se presenta un proceso judicial, 

estoy diciendo hoy y quiero que quede absoluta 
claridad de eso en esta sesión. 

Le agradezco señor Presidente.
Presidente:
El doctor Puentes, había solicitado que se 

manifestara la siguiente aclaración.
Vamos a hacer referencia no a la fecha de 

elección, sino a la fecha en la cual el Consejo de 
Estado, pronuncia de que hubo una alteración, 
una violación al debido proceso de elección 
del secretario general; entonces déle lectura a 
la fecha en que se remite al Consejo de Estado 

-
bido proceso en materia de elección; por favor 
quienes estaban acreditados en ese instante, de 
los postulados.
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Estoy haciendo referencia a lo que el doctor 
Puentes, le está informando a la comisión doc-
tor Odín, yo no estoy haciendo cosa diferente, 
sino y llanamente que el día 1º de agosto cuan-
do se cerró el periodo de postulaciones, en ese 
momento quienes se encontraban acreditados; 
nosotros tenemos que remitirnos a esa fecha 
para tener claridad sobre la decisión que va-
mos a tomar.

Se presume que esa comisión estaba cum-
pliendo con sus funciones y podía perfecta-
mente emitir esa resolución y la resolución 
tiene plena validez, porque ha sido objeto de 
demanda de acuerdo al concepto de ustedes, es 
vigente y es un acto administrativo. 

La presidencia concede el uso de la pa-
labra para una moción de aclaración al ho-
norable Representante Carlos Enrique Soto 
Jaramillo:

Su señoría con el profundo respeto le solicito 

sobre la inscripción o sobre las postulaciones y 
no sobre la elección, porque nos remitimos al 
artículo 60 de la Ley 5ª de 1992, norma que us-
ted permanentemente aplica y cita no solamen-
te en esta comisión, sino también en la Plenaria 
de la Cámara de Representantes.

Que dice clarísimamente como se los leí, 
que debe estar acreditada al momento de la 
elección su señoría.

Presidente:
Doctor Soto, no quiero entrar en polémica 

porque me es dado a que estoy presidiendo, 
pero la comisión decidió que íbamos a retro-
traer todo el procedimiento a la fecha; perdón 
aclaro, en el momento mismo en que la comi-
sión hizo la reapertura de las postulaciones, en 
eso tenemos ya claridad y ya la comisión sobre 
eso ya se pronunció.

La presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Dixon Fer-
ney Tapasco Triviño:

Presidente. Aquí lo que queda perfectamen-
te claro de todas las discusiones que se han 
dado, es que hay, para algunas personas esta es 
la aplicación, el cumplimiento, el honor de un 
pacto político y otros que tenemos la obliga-
ción de ejecutar el mandamiento legal y cons-
titucional.

Yo quiero recordar que de todas maneras, 
como lo dice el mismo fallo doctor Soto, usted 
citó un artículo que no tiene nada que ver y lo 
mismo está haciendo con el 185, el 185 en nin-
gún momento blinda la decisión de ningún par-
lamentario; todo lo contrario, hay que leer las 
normas completas, los congresistas serán invio-
lables por las opiniones y los votos que emitan 
en ejercicio del cargo, sin perjuicio de las nor-
mas disciplinarias contenidas en el reglamento 
respectivo. Hay que leerlas completas. 

Sí nos puede caber responsabilidad, como 
para unos esa responsabilidad está blindada o 
no, Presidente, ya cada uno tomó la decisión, 
vamonos a votar y que cada uno tenga la res-
ponsabilidad de esta, ya hay ilustración sobre 
los conceptos, sentencias y fallos judiciales al 
respecto.

Presidente:
Estamos totalmente de acuerdo.
La presidencia concede el uso de la pa-

labra al honorable Representante Roy Leo-
nardo Barreras Montealegre:

Gracias Presidente. Una interpelación al 
doctor Dixon, porque él ha dicho que para al-
gunos en esta comisión lo que importa es in-
cumplimiento de pactos políticos y para otros 
entre los cuales él se cuenta, está el cumpli-
miento de la ley.

Déjeme decirle que no es así en el caso nues-
tro, he dicho en mi intervención anterior que de 
acuerdo a lo que el discernimiento le permite 
a alguien que no es abogado, es llegar a una 
conclusión en lógica jurídica y una vez esta-
blecida esa lógica jurídica que permite pensar 
que cumplo con la ley me alegro que eso ade-
más pueda coincidir con un pacto político, pero 
nunca por encima de la ley doctor Dixon.

La presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Jorge Ho-
mero Giraldo:

Señor Presidente. Yo creo que desde el 1º de 
agosto estamos en la discusión, lo que ha dicho el 
doctor Puentes es muy claro, yo creo que hay la su-

La presidencia concede el uso de la pa-
labra al honorable Representante William 
Vélez Mesa:

Presidente. Yo si el Representante Roy 
Barreras me lo permite, tomo como mías las 
palabras que él acaba de expresar, yo siempre 
en las reuniones que ha habido hasta la fecha 
sobre este tema he dicho muy claramente, que 
aquí lo que prima es el cumplimiento de una 
sentencia que tiene que estar muy por encima 
de unos acuerdos políticos.

Yo también quiero dejar clara esa constancia 
en el día de hoy y en esta sesión, señor Presi-
dente, porque aquí no se pueden mezclar estos 
dos temas, los pactos políticos con el cumpli-
miento de una sentencia y le aclaro Presidente 
la sentencia para mí, repito, sigue siendo muy 
clara, la nulidad de la sentencia es uno den-
tro de los pasos administrativos, uno solo, es 
el momento de la elección del secretario de la 
corporación.

los pasos anteriores, ¿la sentencia ha anulado 
alguno de ellos? No lo ha hecho señor Presi-
dente, señores Representantes, aquí el único 
acto administrativo dentro de los tantos para 

elección del secretario, la sentencia en ningu-
no de sus apartes, en ninguna línea, en ningún 
renglón hace precisión de esos actos adminis-
trativos, por lo tanto los declara en mi humilde 
concepto, los está declarando válidos.

No confundamos tampoco la comisión, señor 
Presidente, en esto tenemos que ser honrados 
también en nuestros conceptos; la sentencia para 
mí es clara, pero repito, mí posición, mi constan-
cia, mi opinión al momento fue única y estricta-
mente lo que me dice mi consciencia en relación 
con la sentencia del Consejo de Estado.

Presidente:
En ese orden de ideas tenemos que nombrar 

una comisión escrutadora y pasar a elegir doc-
tor William, en eso todos estamos de acuerdo.

Voy a nombrar la comisión escrutadora, al 
doctor Nicolás Uribe por el partido de la U; el 
doctor Roy Barreras por el partido Cambio Ra-
dical; el doctor Carlos Avila por Convergencia; 
el doctor Dixon Tapasco por el partido Libe-
ral; el doctor Gustavo Puentes por el partido 
Conservador y el doctor Franklin por el partido 
Polo Democrático Alternativo y si hay algún 
interés de algún miembro de la Bancada de 
Alas Equipo Colombia, el doctor Alvaro Mo-
rón Cuello.

La presidencia concede el uso de la pa-
labra para una moción al honorable Repre-

Señor Presidente. Yo quiero antes de que 
se adelante el proceso de la votación, y como 
moción de orden, en aras a que se ha venido 
hablando de unas fechas de 1º de agosto, yo 
quisiera que la secretaría nos informara para 
qué día convocó la Mesa Directiva a elección 
de secretario general de esta comisión.

Porque es que ese día es que inicia la elec-
ción del secretario, cuando ustedes hablan de 
otras fechas posteriores, se habla después de 
que se observó la imposibilidad de la elección 
de la candidata y se empezó a aplazar el día de 
la elección; es decir, que para los principios de 
igualdad se tiene que tener como fecha cierta la 
primera fecha de la convocatoria, que me gus-
taría señora secretaria usted se sirva traerla a 
nuestra memoria.

Presidente:
Qué fecha señora Secretaria, se citó para 

elección de secretario.
Secretaria:
Señor Presidente, la fecha de elección de 

la Mesa Directiva fue para el día 1º de agosto 
del año 2006, en esa fecha se eligió al señor 
Presidente, al Vicepresidente, se hicieron las 
postulaciones para el cargo de secretario y se 
cerraron las postulaciones y se aplazó la elec-
ción para la siguiente semana, que sería el 8 de 
agosto; el día 8 de agosto nuevamente se apla-
za la elección del secretario y se convoca para 
el siguiente día 9 de agosto, fecha en la cual fue 
elegido el secretario doctor César Domínguez.

Presidente:
-

tonces comenzamos el proceso de votación. 
Señora Secretaria, sírvase llamar uno a uno 
para que vayan procediendo al voto. 

Por favor que todas las personas que aspiren 
tengan acceso a ser elegidos, o sea quiere decir 
que todos tengan la oportunidad de presentar 
sus nombres. 

Secretario:
Sí Presidente.
Arboleda Palacio Oscar
Avila Durán Carlos Enrique
Barreras Montealegre Roy Leonardo
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Carvajal Ceballos José Thyrone
Ceballos Arévalo Sandra, 
Córdoba Suárez Juan de Jesús
Durán Barrera Jaime Enrique
Giraldo Jorge Homero
Gómez Román Edgar Alfonso
Guerra de la Rosa Orlando Anibal (con ex-

cusa)
Legro Segura River Franklin
Luna Sánchez David
Mantilla Serrano Jorge Humberto
Martínez Rosales Rosmery 
Morón Cuello Alvaro
Mota y Morad Karime.
Motoa Solarte Carlos Fernando (con excusa)
Navas Talero Carlos Germán
Olano Becerra Germán Alonso 
Pacheco Camargo Tarquino
Paredes Aguirre Myriam Alicia
Pereira Caballero Pedrito Tomás
Piedrahíta Cárdenas Carlos Arturo
Pinillos Abozaglo Clara Isabel
Puentes Díaz Gustavo Hernán
Rangel Sosa Miguel Angel
Rivera Flórez Guillermo Abel
Sanabria Astudillo Heriberto
Sánchez Montes de Oca Odín Horacio
Silva Amín Zamir Eduardo
Soto Jaramillo Carlos Enrique
Tapasco Triviño Dixon Ferney
Uribe Rueda Nicolás
Varón Cotrino Germán
Vélez Mesa William
Señor Presidente, han votado treinta (30) 

honorables Representantes.
Presidente:
Cuente la totalidad primero, coloquen cada 

uno de los votos de acuerdo a los candidatos.
Honorable Representante Alvaro Morón 

Cuello:
Diecisiete (17) votos Emiliano Rivera Bra-

vo; uno (1) voto en blanco y Doce (12) votos 
Melania Valois.

Presidente:
Se declara elegido al doctor Emiliano Ri-

vera Bravo, como secretario de la comisión y 
vamos a tomarle juramento como señala el re-
glamento interno de la Ley 5ª.

Señora Secretaria, registre por favor los re-
sultados en la presente elección.

Secretaria:
Según la junta escrutadora, diecisiete (17) 

votos Emiliano Rivera Bravo; Doce (12) votos 
Melania Valois y un (1) voto en blanco.

Presidente:
Doctor Emiliano Rivera Bravo, “jura usted 

ante Dios, la Patria, la Constitución y esta Co-
misión en la cual va a usted a ser el notario de 
la misma, a cumplir con sus deberes con que la 
Constitución y la ley señalan”.

Doctor Emiliano Rivera Bravo:
Sí, juro.
Presidente:
 Si así lo hiciere que Dios lo proteja y si no 

que la Constitución y los hombres así lo de-
manden. Queda usted elegido y posesionado 
como Secretario General de esta Comisión.

Vamos a darle la bienvenida al doctor Emi-
liano, un profesional de muchos méritos.

Doctor Emiliano Rivera Bravo:
Señor Presidente y honorables miembros de 

la Comisión Primera, fui aquí notario durante 
cuatro años, fui el secretario de la Comisión 
Primera, regresamos hoy y como lo dije hace 
como cinco años ya, no soy el secretario de 
una coalición, soy el secretario de la comisión 
y aspiro de esa manera siempre cumplir con mi 
deber y sobre todo ganarme la amistad de to-
dos y cada uno de ustedes. Mil gracias, señor 
Presidente.

La presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante David Luna 
Sánchez:

Presidente muchas gracias. En primer lugar 
felicitar al doctor Emiliano y desearle muchos 
éxitos, pero creo yo que en nombre de todos los 
miembros de esta comisión, debemos agrade-
cerle de manera muy especial el trabajo profe-
sional, el trabajo digno, el trabajo elegante, el 
haber sido buen amigo al doctor César Domín-
guez que hasta hoy cumple sus funciones.

El hecho de que hayamos tenido diferencias 
de orden jurídico al momento de su elección, 
el hecho de que el Consejo de Estado se haya 
pronunciado sobre ellas, no nos impide hacerle 
no solamente un gesto de caballerosidad, sino 
de hidalguía y de amistad agradeciéndole a él 
toda la dedicación que nos brindó.

Igualmente a Amparo, que durante un tiem-
po cumplió esas funciones, que ahora regresa 
a cumplir las que venía cumpliendo y a usted 
doctor Emiliano desearle muchos éxitos y mu-
cha suerte. Gracias Presidente.

La presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Jorge Hum-
berto Mantilla Serrano:

Gracias señor Presidente. Para felicitar al 
doctor Emiliano por su elección y unirme a lo 
que aquí se ha manifestado en torno al doctor 
César, su profesionalismo, su don de gente, su 
amistad, su entereza, que denotan de él un pro-
fesional muy importante en este breve paso por 
una comisión constitucional como la nuestra.

Desearle muchos éxitos y ojalá el destino le 
tenga muy buenas cosas preparadas, porque us-
ted se lo merece doctor César y en lo que con-
cierne a quien le habla, puede contar con un 
amigo siempre, muy amable, muchas gracias. 
Señor Presidente, para dejar constancia que nos 
retiramos el Partido Conservador porque tene-
mos una reunión pendiente, que la hemos apla-
zado desde las dos de la tarde. Muchas cosas.

Presidente:
Ya teníamos conocimiento. Quiero apro-

vechar la oportunidad como Presidente de la 
Comisión, para hacerle un reconocimiento pú-

blico al doctor César Domínguez como un pro-
fesional de todos los niveles, una persona que 

Qué bueno, estas son circunstancias que 
se presentan en la vida doctor César, pero yo 
sé que Dios, la democracia colombiana le tie-
ne deparado otros escenarios, en la cual usted 
pueda estar al frente de ellos y yo quiero como 
Presidente de esta comisión, dar fe de sus exce-
lentes calidades profesionales, de su vocación, 
de su honestidad, de su lealtad y nosotros es-
taremos pendientes en el camino, vamos a en-
contrarnos en otros escenarios.

La presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Carlos En-
rique Soto Jaramillo:

Gracias señor Presidente. En nombre de 
nuestro partido, el Partido de Unidad Nacional, 
de igual manera queremos primero agradecer 
los reconocimientos de los diferentes Partidos 
por el papel desempeñado por César Domín-
guez; segundo, expresarle nuestra gratitud, 
nuestro reconocimiento, porque se ha ganado 
usted un espacio con su ejercicio profesional, 
con su ecuanimidad como debe ser en estas 
corporaciones para todos.

De igual manera expresarle al doctor Emi-
liano Rivera, nuestra bienvenida a la secretaría 
de la comisión, esa es la democracia, válida 

lo que le dije en privado, no tengo nada perso-

convicciones jurídicas primero y las seguiré 
defendiendo y segundo, mis posiciones políti-
cas de igual manera, como nuestro partido en 
igualdad de condiciones seguirá defendiendo, 
las dos cosas, las jurídicas y las políticas.

Lo que esperamos es que esta comisión en 
igualdad de condiciones, como ha funcionado 
desde el día que nos posesionamos acá, siga 
funcionando con diferencias porque esa es la 
política, de eso se trata, a eso venimos aquí, a 
eso nos eligen, pero con un solo propósito le-
gislar de una manera responsable para el país, 
para los ciudadanos y las ciudadanas que nos 
eligieron para llegar; pero además que haga-
mos el trabajo con objetividad, como lo espera 
el pueblo colombiano.

Para nadie es un secreto que de los tres po-
deres, el ejecutivo, el legislativo y el judicial, el 
más desprestigiado en este momento sin lugar 
a equivocarnos es el Congreso de la República, 
el legislativo, el que nosotros representamos. 
Nos corresponde por lo tanto desarrollar una 
tarea seria, sin coartar de ninguna el debate li-
bre, la construcción de democracia, pero siem-
pre el profundo respeto por las personas y por 
las normas. Gracias, señor Presidente. 

Presidente:
Antes que se desintegre el quórum de la co-

misión, quiero informarles que para el día de 
mañana están citadas las Comisiones Conjun-
tas, Primeras de Senado y Cámara, en el recin-
to del Senado de la República.

De tal forma que les informo, nosotros cum-
plimos con ellos y hay algunas variaciones, el 
tema es importante, es un tema de actualidad 
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que tiene que ver con la reforma política, la re-
forma electoral que se requiere para la petición 
que nos ha hecho el Ministro del Interior.

La presidencia concede el uso de la pala-
bra a la honorable Representante Rosmery 
Martínez Rosales:

Gracias Presidente. Solo me resta como lo 
han hecho los anteriores Honorables Repre-
sentantes, decirle a César Domínguez que hoy 
aprendimos mucho de usted, que en tan corto 
tiempo asumió una tarea con mucha rectitud y 
honorabilidad, que yo creo que aquí queda us-
ted con las puertas abiertas del Congreso de la 
República y sobre todo la Comisión Primera.

Decirle a Emiliano que nuevamente vuelve 
a su casa, que yo creo que el profesionalismo 
suyo ha sido importante, que César asumió 
muy rápido esa tarea como la hacía usted y 
como dice, buen viento y buena mar.

La presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Dixon Fer-
ney Tapasco Triviño:

Presidente. Para dos temitas, el primero 
queda en el mismo Orden del Día pendiente el 
proyecto que tiene que ver con los concejales 
de Colombia, realizado un consenso y los cam-
bios mejor para los concejales de Colombia, 
digamos que no solamente hay un artículo que 
hay pleno acuerdo en que se debe suprimir, que 
el número 8º.

Si fuera posible Presidente y ojalá antes de 
levantar la comisión de hoy, porque ya después 
con mensajes de urgencias y luego con plena-
rias, no vamos a tener opción de sacar adelante 
al menos en esta legislatura el proyecto.

Presidente:
Siendo el coordinador de ponentes, yo les 

agradecería inmensamente esa oportunidad ya 
que hay un consenso, simplemente cambiaría-
mos en el artículo 8º, la palabra salario diario 
por salario mensual y en eso hay consenso.

Señor Secretario déle por favor lectura al 
informe con que termina la ponencia del pro-
yecto de ley, antes de levantar sesión, el tercer 
punto por favor.

Secretario:
Proyecto de ley número 224 de 2007 Cá-

mara, 108 de 2006 Senado, por medio de la 

Autor: Ministerio del Interior y de Justicia.
Ponentes: Los honorables Representantes, 

-

Publicación Proyecto: Gaceta número 355 
Publicación Ponencia: Gaceta número 102 

de 2007.
Presidente:
Hay un impedimento de la doctora Karime 

Mota, porque su esposo es concejal de la ciu-
dad de la Barranquilla, aunque le quiero mani-
festar que no hay ninguna relación, porque este 
proyecto tiene que ver con municipios de un 
nivel tercero, cuarto y quinto nivel; así que no 
había ningún problema.

La presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Dixon Fer-
ney Tapasco Triviño:

Todas las categorías están incluidas
Presidente:
Entonces se pone en consideración el im-

pedimento presentado por la doctora Karime 
Mota, ¿aprueba la comisión?

Secretario:
Ha sido aprobado, señor Presidente.
Presidente:
El informe con que termina la ponencia, se-

ñor Secretario.
Secretario:

Proposición
Con las consideraciones expuestas, propo-

nemos a la Comisión Primera de la honorable 
Cámara de Representantes, dar primer debate al 
Proyecto de ley número 224 de 2007 Cámara, 
108 de 2006 Senado, por medio de la cual se 

y se dictan otras disposiciones”. Teniendo en 

Ha sido leída la proposición, señor Presi-
dente.

Presidente:
En consideración el informe de ponencia, 

¿aprueba la comisión?
Secretario:
Ha sido aprobado el informe de ponencia, 

señor Presidente.
Presidente:
Articulado.
Secretario:
Son nueve (9) artículos, incluida la vigen-

cia, señor Presidente.
Hay una proposición supresiva, presentada 

por el doctor Dixon Tapasco.
Presidente:

que le vamos a cambiar es el término diario por 
término mensual; de esta manera se subsana el 
problema y quedaría en los acuerdos que se 
han dado.

Entonces en el artículo se cambia el término 
diario por término mensual; ¿aprueba la comi-
sión el articulado?

Secretario:
Ha sido aprobado por la comisión, señor Pre-

-
lo 8º, presentada por el doctor Dixon Tapasco.

Presidente:
Título del proyecto.
Secretaria:

-
yes 136 de 1994 y 617 de 2000 y se dictan otras 
disposiciones”.

Ha sido leído el título, señor Presidente.
Presidente:
¿Aprueba la comisión el título del proyecto?
Secretario:
Ha sido aprobado, señor Presidente.

Presidente:
¿Quiere la comisión que este proyecto surta 

tercer debate?
Secretario:
Sí lo quiere señor Presidente.
La presidencia concede el uso de la pala-

bra a la honorable Representante Rosmery 
Martínez Rosales:

Gracias Presidente. Simplemente para dejar 
una constancia y para cuando avancemos, que se 
exceptúe lo previsto en el artículo, nombramien-
tos de docentes que tengan la posibilidad aque-
llos que inscritos para el concejo, tengan la posi-
bilidad de ser docentes también académicos.

Presidente:
Ya está eso subsanado doctora Rosmery y se 

aplica la norma existente hoy.
La presidencia concede el uso de la pa-

labra al honorable Representante Nicolás 
Uribe Rueda:

Es bien importante que no deja de ser el pro-
yecto menos importante que el que acabamos 
de votar y sobre el cual también hay un consen-

83 del Código Penal sobre la prescripción de la 
acción penal contra delitos de violación y otros 
delitos sexuales.

Básicamente para que la prescripción solo 
comience, una vez la víctima cumpla los die-
ciocho años; yo le pediría al Presidente, si es el 
caso reabrir el Orden del Día, ponerlo a consi-
deración y poder avanzar en eso.

Presidente:
En ese orden de ideas, tendríamos que mo-

La presidencia concede el uso de la pa-
labra al honorable Representante Nicolás 
Uribe Rueda:

Orden del Día y poner a consideración el pro-
yecto y poder avanzar.

Presidente:
Quedaría como artículo, punto cuarto, 

-
den del Día?

Secretario:
Sí lo aprueban, señor Presidente.
Presidente:
Antes de continuar, se nombran los mismos 

ponentes para el proyecto en la Plenaria.
Señor Secretario, sírvase leer el informe con 

que termina la ponencia del siguiente artículo, 
déle lectura al artículo que estaríamos aproban-
do, es el octavo hoy y sería el cuarto.

Secretario:
Proyecto de ley número 216 de 2007 Cá-

mara, 137 de 2006 Senado, por la cual se 

Autor: honorables Representantes, Luis Se-

los honorables Senadores, Carlos Ferro, Gina 
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Cárdenas Ortiz, Piedad Zuccardi, Zulema Jat-
tin, Armando Benedetti y otros (…).

Continúa con el uso de la palabra el señor 
Secretario de la Comisión (…): 

Ponentes:

Publicación ponencia: Gaceta número 155 
de 2007

Presidente:
Informe con que termina la ponencia, señor 

Secretario por favor.
Secretario:

Proposición
Por las anteriores consideraciones solicita-

mos a los honorables Representantes de la co-
misión, dar primer debate al Proyecto de ley 
número 216 de 2007 Cámara, 137 de 2006 Se-

la Ley 599 de 2000, Código Penal.
De los honorables miembros,
Cordialmente,

Presidente:
¿Aprueba la comisión el informe presenta-

do por los ponentes?
Secretario:
Ha sido aprobado, señor Presidente.
Presidente: 
Articulado.
Secretario:
Son dos (2) artículos, señor Presidente.
Presidente:
¿Aprueba la comisión los artículos propues-

tos?
Secretario:
Sí los aprueba, señor Presidente.
Presidente:
Título del proyecto.
Secretario:
Proyecto de ley número 216 de 2007 Cá-

mara, 137 de 2006 Senado, por la cual se 

Ha sido leído el título, señor Presidente.
Presidente:
¿Aprueba la comisión el título del proyecto?
Secretario:
Ha sido aprobado el título, señor Presidente.
Presidente:
¿Quiere la comisión que este proyecto surta 

cuarto debate?
Secretario:
Sí lo quieren, señor Presidente.
Presidente:
Ponentes los mismos para la Plenaria. Señor 

Secretario, sírvase anunciar los proyectos para 
la próxima sesión.

Secretario:
Proyectos para discusión y votación en la 

próxima sesión. 

• Proyecto de acto legislativo número 235 

• Proyecto de ley número 047 de 2006 Cá-

• Proyecto de ley número 131 de 2006 Cá-

• Proyecto de ley número 153 de 2006 Cá-

• Proyecto de ley número 088 de 2006 Cá-

• Proyecto de ley número 105 de 2006 Cá-

• Proyecto de ley número 10 de 2006 Cá-
mara, acumulado número 098 de 2006 Cá-

• Proyecto de ley número 41 de 2006 Cá-

• Proyecto de ley número 209 de 2007 Cá-

• Proyecto de ley número 246 de 2007 Cá-

• Proyecto de ley número 14 de 2006 Cá-

• Proyecto de ley número 15 de 2006 Cá-

• Proyecto de ley número 093 de 2006 Cá-

• Proyecto de ley número 270 de 2007 Cá-

• Proyecto de ley número 219 de 2007 Cá-

Igualmente se anuncia para la próxima se-
sión conjunta de las Comisiones Primera de 
Cámara y Senado para discusión y votación, el 
Proyecto de ley número 252 de 2007 Cámara, 
236 de 2007 Senado.

Señor Presidente, han sido anunciados 
los proyectos para discusión y votación en la 
próxima sesión ordinaria como en las comisio-
nes conjuntas.

Presidente:
Se levanta la sesión siendo las 2:45 de la tar-

de y les recordamos que mañana hay sesiones 
conjuntas, citadas para las 10:00 a.m. es en el 
recinto del Senado. 

El Presidente,

El Vicepresidente,

Subsecretaria,

Anexo constancia: Honorable Representan-
te Edgar Alfonso Gómez Román.

Cámara de Representantes
Comisión Primera Constitucional
Elección Secretario
La elección de secretario de la Comisión Pri-

mera Constitucional, es un acto administrativo 
complejo, de competencia de los 35 miembros 
que la integran y en ejercicio de las funciones 
administrativas que el artículo 6º numeral 6 de 
la Ley 5ª de 1992, señala como tal “para es-

tablecer la organización y funcionamiento del 
Congreso Pleno, el Senado y la Cámara de Re-
presentantes”.

El proceso está reglado en la Sección VIII, artí-
culos 122 a 138 del Reglamento del Congreso.

Como todo proceso electoral, se desarrolla 
a través de etapas, que se van agotando, unas a 
continuación de otras, a saber:

1. Inscripción de candidatos:
Es una actividad que corresponde cumplir 

a las personas que aspiren al cargo y cumplan 
con las calidades que se exigen para el efecto.

Para ser elegido Secretario de la Comisión 
Primera Constitucional de la Cámara de Repre-
sentantes debe cumplir las mismas calidades 
que para ser Representante a la Cámara.

Así mismo, el Secretario de la Comisión 
Primera Constitucional, debe cumplir los mis-
mos requisitos que para ser Secretario General 
de la Cámara de Representantes.

Para ser elegido Representante a la Cámara 
y Secretario General de la misma, se requiere 
ser ciudadano en ejercicio y tener más de 25 
años de edad.

En consecuencia, la inscripción se debe rea-
lizar ante la Comisión de Acreditación de la 
Cámara de Representantes que al momento de 
realizarse dicha inscripción esté cumpliendo 
tal función. Ante la Comisión de Acreditación 
Documental, los aspirantes deben presentar los 
documentos que los habiliten legalmente can-
didatos al cargo.

2.
Al establecer la ley que el Secretario de la 

Comisión debe tener las mismas “calidades” 
que para ser Representante a la Cámara y Se-
cretario General de la misma, es obvio, que 
por el principio de igualdad consagrado en el 
artículo 13 de la Constitución Política se debe 
seguir el mismo proceso de acreditación seña-
lado para la elección del Secretario General de 
la Corporación.

Este procedimiento está debidamente regla-
do y expresamente establecido en los incisos 
2º del artículo 60 de la Ley 5ª de 1992, que 
establece lo siguiente:

“En cada una de las Cámaras se dispondrá la 
integración de la Comisión de Acreditación Do-
cumental a razón de cinco (5) miembros por cada 
corporación, y por el periodo constitucional”.

Corresponde, entonces, a la Comisión de 
Acreditación de la respectiva Corporación, 

debe cumplir la persona que aspire ocupar el 
cargo de Secretario de la Comisión Primera 
Constitucional, dentro del término perentorio, 
establecido al efecto en el inciso 3º del artículo 
60 ibídem.

“Los documentos que acrediten las cali-
dades exigidas de quienes aspiran a ocupar 
cargos de elección del Congreso o de las Cá-
maras Legislativas, serán revisados por la Co-

evaluado por la plenaria de la corporación, 
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Acreditación, pasados los cinco (5) días, a 
partir del día siguiente a la fecha de su presen-
tación, no puede volver a revisar documentos 
relacionados con la elección respectiva, por 
cuanto opera el principio de preclusión.

La evaluación del informe de acreditación 
producido por la respectiva comisión, corres-
ponde por competencia a los 35 miembros de 
la Comisión Primera, porque la elección es 
competencia exclusiva y excluyente de los in-
tegrantes de la misma.

3.
Por disposición del artículo 21 del regla-

mento, “Los candidatos propuestos a la con-
sideración del Congreso Pleno serán presen-

Instituciones postulantes o por los miembros 
del Congreso, en el término que señalen las 

auténticas de los documentos que acrediten 
las calidades exigidas para desempeñar el 

-

Se entiende que esta disposición, por analo-
gía se aplica para elección del Secretario de la 
Comisión Primera y de ella se desprende que 
el candidato debe ser presentado por un miem-
bro del Congreso y a tal presentación se debe 
acompañar la documentación respetiva para 
ser considerada por la Comisión de acredita-
ción documental.

4.
De conformidad con el artículo 138 del Regla-

mento. “Toda fecha para elección de funciona-
rios” deberá serlo con tres (3) días de antelación.

Al aprobarse o comunicarse la citación de-
berá señalarse:

a) El cargo a proveer;
b) El candidato o candidatos nominados.
5.
Se cumplirá de conformidad con el regla-

mento establecido en el artículo 136 del regla-
mento interno y se surtirá a través de los si-
guientes pasos:

1. Postulación de candidatos, siempre que 
hayan cumplido con los requisitos de inscrip-
ción, acreditación por la comisión respectiva y 
evaluación de dicha acreditación por la Comi-
sión Primera.

No es posible someter a elección un candi-
dato que no haya cumplido previamente con 
los requisitos anteriores, porque dicha elección 
resultaría nula por violación del reglamento vi-
gente al respecto.

Como se explicó, el principio preclusivo, 
impide que una vez agotada la etapa respectiva, 
se vuelva atrás porque el principio
señala que “…los pasos que se produzcan en 
cada uno de ellos es tal, que deben ejecutar-
se o cumplirse dentro de las oportunidades 
o términos que la ley ha demarcado taxati-

, como lo ha 
-

sejo de Estado. O lo que es lo mismo: el día de 
la elección, corresponde a los dignatarios de la 

de acreditación y proceder a elegir entre los 
candidatos que hayan cumplido con ese requi-
sito expresamente establecido en el reglamento 
y si algún candidato no cumple con ese requisi-
to, no puede ser elegido válidamente.

Por remisión expresa del artículo 3º del Re-
glamento del Congreso, impone considerar el 
principio de reserva legal, establecido en el 
artículo 1º de la Ley 962 de 2005, que estable-
ce lo siguiente:

“1. Reserva legal de permisos, licencias 
 Para el ejercicio de actividades, 

derechos o cumplimientos de obligaciones, 
únicamente podrán exigirse las autorizacio-
nes, requisitos o permisos que estén previs-
tos taxativamente en la ley o se encuentren 

En tales 
casos las autoridades públicas no podrán exigir 

Las autoridades públicas no podrán es-
tablecer trámites, requisitos o permisos para 
el ejercicio de actividades, derechos o cumpli-
miento de obligaciones, salvo que se encuen-
tren expresamente autorizados por la ley;
ni tampoco podrán solicitar la presentación de 
documentos de competencia de otras autorida-
des”.

Como también es indispensable señalar que 
el desconocimiento del principio de reserva le-
gal de requisitos, que es un desarrollo del artícu-
lo 60 de la Constitución Política implica respon-

artículo 79, en los siguientes términos:
“El incumplimiento en todo o en parte de 

las disposiciones previstas en la presente ley, 
-

Los siguientes pasos de la elección se sur-
tirán así:

2. Abierta la votación cada uno de los Con-
gresistas, en votación secreta, escribirá en una 
papeleta el nombre de uno de los candidatos al 
cargo por proveer, o la dejará en blanco.

3. El Secretario llamará a lista, y cada Se-
nador o Representante depositará en una urna 
su voto.

4. Recogidas todas las papeletas, si no está 
establecido un sistema electrónico o similar 
que permita cumplir la función, serán contadas 

correspondencia con el número de votantes. En 
caso contrario se repetirá la votación.

5. El Secretario leerá en voz alta y agrupará, 
según el nombre, uno a uno los votos, colocan-
do las papeletas a la vista de los escrutadores, 
y anotará, separadamente, los nombres y vota-
ción de los postulados que la obtuvieron.

6. Agrupadas por candidatos las papeletas, 
la comisión escrutadora procederá a contarlos 
y entregará el resultado indicando el número 
de votos obtenidos por cada uno de los candi-
datos, los votos en blanco, los votos nulos, y el 
total de votos.

7. Entregado el resultado, la Presidencia 
preguntará a la respectiva Corporación si de-
clara constitucional y legalmente elegido, para 
el cargo o dignidad de que se trate y en el pe-

ríodo correspondiente, al candidato que ha ob-
tenido la mayoría de votos.

8. Declarado electo el candidato será invita-
do por el Presidente para tomarle el juramente 
de rigor, si se hallare en las cercanías del recin-
to legislativo, o se dispondrá su posesión para 
una sesión posterior. El juramento se hará en 
los siguientes términos:

“Invocando la protección de Dios, ¿ju-
ráis ante esta Corporación que representa 

-

imponen, de acuerdo con la Constitución y 

Y se responderá:
“Sí, Juro”.
El Presidente concluirá:

el pueblo os lo premien, y si no que Él y ellos 

Constancia Secretarial
La secretaria se permite dejar la siguiente 

constancia en el sentido en que al momento de 
la pregunta del señor presidente de la comisión 
donde se declara elegido al doctor Emiliano 
Rivera Bravo, con 17 votos a su favor, los Re-
presentantes de la Comisión entre aplausos y 
pupitrazos manifestaron la complacencia, esto 

del 22 de mayo de 2007.
La presente nota secretarial la dejo para ma-

yor claridad al respecto y de conformidad con 
lo establecido en la Ley 5ª de 1992.

La Subsecretaria,

Constancia Sentencias del Fallo de la 
elección de Secretario:

CONSEJO DE ESTADO 
SALA DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO
SECCION QUINTA
Consejero ponente:

DARIO QUIÑONES PINILLA
Bogotá, D. C., veintitrés (23) de marzo de 

dos mil siete (2007).
Radicación:11001-03-28-000-2006-00172-01
Actor: ANDRES MAURICIO RODRI-

GUEZ GALEANO
Expediente: 4120
Electoral
Procede la Sala a decidir el proceso de la 

dirigida contra el acto por medio del cual se 
declaró la elección del Señor César Augusto 
Domínguez Ardila como Secretario de la Co-
misión Primera Constitucional Permanente de 
la Cámara de Representantes para el período 
2006 a 2010.

I. ANTECEDENTES
1. LA DEMANDA
A. LAS PRETENSIONES.
El Señor Andrés Mauricio Rodríguez Ga-

leano, actuando en nombre propio y en ejerci-
cio de la acción pública de nulidad de carácter 
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electoral, presentó demanda para solicitar la 
nulidad del acto por medio del cual se declaró 
la elección del Señor César Augusto Domín-
guez Ardila como Secretario de la Comisión 
Primera Constitucional Permanente de la Cá-
mara de Representantes para el período 2006 
a 2010, contenido en el Acta número 03 del 9 
de agosto de 2006 de esa Comisión, publicada 
en la Gaceta del Congreso número 306 del 22 
de agosto de 2006. Y, como consecuencia de 
esa nulidad, se ordene a la Comisión Primera 
Constitucional Permanente de la Cámara de 
Representantes convocar a una nueva elección 
para Secretario de esa Comisión.

B. LOS HECHOS.
Como fundamento de las pretensiones, el 

demandante sostuvo, en resumen, lo siguiente:
Sesión del 1° de agosto de 2006, Acta nú-

mero 001 de esa fecha, publicada en la Gaceta 
del Congreso número 279 del 9 de agosto si-
guiente:

1. El Presidente de la Cámara de Represen-
tantes citó a los miembros de la Comisión Pri-
mera Constitucional Permanente de esa Cor-
poración para que el 1° de agosto de 2006 se 
reunieran en sesión inaugural y en esa oportu-
nidad eligieron Mesa Directiva y Secretario.

2. El 1° de agosto de 2006 se instaló la Co-
misión Primera Constitucional Permanente de 
la Cámara de Representantes y en tal oportu-
nidad fueron elegidos, como Presidente y Vi-
cepresidente de la misma, los Representantes 
Tarquino Pacheco y Orlando Guerra de la Rosa, 
respectivamente, todo ello “de acuerdo con los 
compromisos de la coalición de gobierno”. 

3. En desarrollo del cuarto punto del Orden 
del Día de esa sesión y en cumplimiento de 
lo dispuesto en el artículo 136 de la Ley 5ª de 
1992, fueron postulados para el cargo de Se-
cretario de la Comisión Primera Constitucional 
Permanente de la Cámara de Representantes, 
la Señora Melania Valois Lozano y el Señor 
Emiliano Rivera Bravo.

4. Cerrada la etapa de postulaciones, el Pre-
sidente de la Comisión Primera Constitucional 
Permanente de la Cámara de Representantes 
decretó un receso, contraviniendo así lo dis-
puesto en el artículo 136 de la Ley 5ª de 1992, 
según el cual, una vez cerrado el término de 
postulaciones, debe nombrarse la comisión es-
crutadora.

5. Al cabo del receso y a petición del Presi-
dente de la Comisión Primera Constitucional 
Permanente de la Cámara de Representantes, 
la Secretaria encargada rindió informe sobre 
“qué personas están legalmente acreditadas 
ante la comisión de acreditación documental 
de la Cámara de Representantes”, lo cual puso 
en evidencia que solamente el Señor Emilia-
no Rivera Bravo cumplía los requisitos legales 
para ser elegido.

6. “Por la circunstancia anotada en el pun-
to anterior y ante la imposibilidad jurídica de 
elegir a una persona de la coalición del Gobier-
no, según el reparto que previamente se había 
hecho en dicha Comisión, la doctora Rosmery 
Martínez [sic], el Presidente sometió a conside-

ración de la Comisión una proposición con el ob-
jeto de aplazar la elección e impedir la elección, 
manipulando de ese modo las postulaciones con 
el propósito de hacer posible el cumplimiento 
de los acuerdos políticos que previamente había 
realizado la coalición del Gobierno”.

7. Tal proposición fue aprobada y, consecuen-
cialmente, se determinó que el 8 de agosto de 
2006, a las 10:00 a.m., tendría lugar la elección 
aplazada. En el acta respectiva obran constan-
cias sobre la ilegalidad de esta determinación. 

Sesión del 8 de agosto de 2006, Acta número 
02 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Con-
greso número 306 del 22 de agosto siguiente:

1. Acudiendo a un procedimiento “total-
mente irregular”, el Presidente de la Comisión 
Primera Constitucional Permanente de la Cá-
mara de Representantes “pide facultades para 
que sea la mesa directiva de la comisión quien 
apruebe el acta de la sesión anterior”.

2. El Presidente de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente de la Cámara de 
Representantes decretó un receso de una hora, 
luego de lo cual y a pesar de existir quórum 
decisorio, la Representante Sandra Ceballos 
propuso el aplazamiento de la sesión.

3. Tal propuesta fue aprobada y, consecuen-
cialmente, se citó para el día siguiente, a las 9:00 

-
cretario de la Comisión Primera Constitucional 
Permanente de la Cámara de Representantes.

Sesión del 9 de agosto de 2006, Acta número 
03 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Con-
greso número 306 del 22 de agosto siguiente:

1. De forma “abiertamente irreglamentaria”, 
el Presidente de la Comisión Primera Constitu-
cional Permanente de la Cámara de Represen-
tantes “solicita a la comisión facultades para la 
aprobación del acta de la sesión anterior”.

2. El Representante Carlos Fernando Motoa 
Solarte, del Partido Cambio Radical, y los Re-
presentantes Carlos Enrique Soto Jaramillo, Ni-
colás Uribe, Karime Mota y Morad, Sandra Ce-
ballos Arévalo y Miguel Angel Rangel Sosa, del 
Partido de la U., propusieron reabrir la etapa de 
postulaciones para la elección de Secretario de 
la Comisión Primera Constitucional Permanen-
te de la Cámara de Representantes “e invocan 
el cumplimiento de los acuerdos para esta elec-
ción, violentando el reglamento interno (Ley or-
gánica 5ª de 1992) en su artículo 136”.

3. Los Representantes Odín Horacio Sánchez 
Montes de Oca, del Partido de la U; Germán Na-
vas Talero, del Polo Democrático; Zamir Eduar-
do Silva Amín, Guillermo Abel Rivera Flórez y 
Dixon Ferney Tavasco Triviño del Partido Libe-
ral y David Andrés Luna Sánchez del Movimien-
to Por el País que Soñamos, dejaron constancia 
de “la irreglamentariedad de la proposición”. A 
pesar de ello, la misma fue aprobada.

4. Reabierta la etapa de postulaciones, se 
propuso la candidatura del Señor César Augus-
to Domínguez Ardila, quien, si bien había sido 
debidamente acreditado, no fue postulado en la 
sesión del 1° de agosto de 2006.

5. Efectuadas las votaciones, se declaró la 
elección del Señor César Augusto Domínguez 
Ardila como Secretario de la Comisión Prime-
ra Constitucional Permanente de la Cámara de 
Representantes.

6. En el acta respectiva se dejó constancia, 
por parte del Representante Germán Navas Ta-
lero, de la utilización de votos de colores con 

-
ción no votan por el doctor César Augusto Do-
mínguez Ardila”.

C. NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO 
DE LA VIOLACION.

El demandante formula dos cargos contra 
el acto de declaratoria de elección acusado, los 
cuales se sustentaron de la manera como se re-
sume a continuación, en cada caso:

Primer cargo. Violación de los artículos 
131, literal a), y 136, numeral 2°, de la Ley 5ª 
de 1992.

1. El literal a) del artículo 131 de la Ley 5ª de 
1992 señala que en toda elección que realice el 
Congreso el voto es secreto. Dice esa norma:

la forma como vota el Congresista. Las rec-

número de votos requerido no sea igual al de 
los votantes. Esta votación sólo se presentará 
en los siguientes eventos:

a) Cuando se deba hacer una elección (…)”.
2. Para preservar el secreto del voto, el ar-

tículo 136 de esa misma Ley reitera lo siguiente:
“Procedimiento en caso de elección. En las 

elecciones que se efectúen en las corporacio-
nes legislativas se adelantará el siguiente pro-
cedimiento:

1. Postulados los candidatos, el presidente 
designará una Comisión Escrutadora. 2. Abier-
ta la votación cada uno de los Congresistas, en 
votación secreta, escribirá en una papeleta el 
nombre de uno de los candidatos al cargo por 
proveer, o la dejará en blanco. 3. El secretario 
llamará a lista y cada senador o representante 
depositará en una urna su voto (…)”. Es de-
cir que la votación debe realizarse escribiendo 
en una papeleta el nombre del candidato por el 
cual consigna su voto.

3. El proceso de elección acusado no ga-
rantizó el secreto del voto, en la forma como 
lo ordenan las disposiciones antes transcritas. 
Al respecto, es destacable la constancia dejada 
por el Representante Germán Navas Talero, de 
cuya lectura se desprende que “los votos por 
uno de los candidatos se presentaron en papel 
de diferente color, y otros se diferenciaban en 
el tamaño de la papeleta”. Así mismo, que “los 
honorables. Representantes no escribieron el 
nombre de la persona por la cual depositaron 
su voto, sino que les fueron entregadas pape-
letas preimpresas con los nombres de los can-
didatos, en diferentes tamaños, pero adicio-
nalmente, las de uno de los candidatos, de un 
color diferente”. 

-
dente de la Comisión al responder a la anterior 
constancia que “aquí las papeletas se entrega-
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ron de diferentes formas y los candidatos todos 
tuvieron el derecho de presentar sus nombres, 
usted verá cual escogió para efecto de ella”.

5. Para que la utilización de papeletas pre-
impresas fuera válida, la Comisión debió ga-
rantizar el secreto del voto, esto es, impedir 

-
gresista (artículo 131 de la Ley 5ª de 1992). 

los artículos 3° y 4° de la Ley 5ª de 1992 sobre 
fuentes de interpretación y supremacía de la 
norma constitucional, la Comisión bien podía 
acudir a las normas que regulan casos, mate-
rias o procedimientos semejantes, como es la 
contenida en el artículo 258 de la Constitución 
Política, con fundamento en la cual era posible 
el empleo de tarjetas electorales en las que, en 

-
cados los candidatos. 

Segundo cargo. Violación del artículo 136, 
numeral 1, de la Ley 5ª de 1992:

1. El artículo 136, numeral 1°, de la Ley 5ª 
de 1992, antes trascrito, introduce en el pro-
cedimiento de elección que efectúen las Cor-
poraciones Legislativas, el principio de peren-
toriedad de los términos, concordante con los 
principios de igualdad procesal y seguridad 
jurídica.

2. Tales principios resultan quebrantados en 
este caso, por haberse desconocido la culmina-
ción de una etapa procesal (postulaciones), al 
permitirse la discusión y votación de una pro-

-
ra de dicha etapa.

3. Una vez cerrada la etapa de postulacio-
nes, el proceso de elección no puede interrum-
pirse, mucho menos si se cuenta con el quórum 
decisorio requerido, tal como ocurrió en este 
caso, en las dos ocasiones en que fue aplazada 
la elección. 

2. CONTESTACION DE LA DEMANDA
Por intermedio de apoderado constituido para 

el efecto, el Señor César Augusto Domínguez 
Ardila contestó la demanda para oponerse a la 
prosperidad de las pretensiones de la misma.

Como quiera que, según planteó, en la de-
manda no se precisa la causal de nulidad en 
que se apoyan las pretensiones, consideró ne-
cesario pronunciarse sobre la totalidad de las 
causales de ley (artículos 84, 223 y 228 del Có-
digo Contencioso Administrativo), en la forma 
como se resume a continuación:

1. La elección acusada no infringió las nor-
mas en que debía fundarse, pues la convocatoria 
correspondiente se realizó de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 138 de la Ley 5ª de 
1992 y se cumplió con el trámite señalado en el 
artículo 136 de esa misma ley, tal como surge de 
la lectura del Acta 03 de 2006, publicada en la 
Gaceta del Congreso número 306 de 2006.

2. Tampoco se expidió por funcionario u 
organismo incompetente, como quiera que la 
Comisión Primera Constitucional Permanente 
de la Cámara de Representantes es el ente com-
petente para elegir el Secretario de la misma, al 
tenor de lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley 
5ª de 1992.

3. Como quiera que se cumplió el procedi-
miento señalado en el artículo 136 de la Ley 
5ª de 1992, el acto acusado no se expidió de 
forma irregular, “más aún cuando las actas en 
las que consta la elección del secretario fueron 

los actos efectuados por la Comisión”.
4. En el proceso de elección en cuestión se 

garantizó la participación de los candidatos, 
toda vez que en sesión informal se escucharon 
los planteamientos de cada uno (página 13 de 
la Gaceta del Congreso número 306 de 2006). 
Por tanto no se desconoció el derecho de au-
diencia ni de defensa.

5. La motivación del acto acusado es de or-
den legal, pues surge de lo previsto en el artí-
culo 50 de la Ley 5ª de 1992.

6. En la elección acusada no se predica des-
viación de las atribuciones propias de la Comi-
sión Primera Constitucional Permanente de la 
Cámara de Representantes, pues la elección se 
hizo con sujeción a lo previsto en la Ley 5ª de 
1992, con las mayorías reglamentarias y con la 
constancia en las actas aprobadas.

7. Ninguna de las causales de nulidad de las 
actas de escrutinio señaladas en el artículo 223 
del Código Contencioso Administrativo, puede 
alegarse en esta oportunidad, pues, de ningún 
modo se presentaron actos violentos (numeral 
1), falsedad en los registros (numeral 2), alte-
raciones en las actas (numeral 3), falta de cali-

intereses (numeral 6).
8. El elegido reúne las condiciones para el 

desempeño del cargo, las cuales son las mismas 
del cargo de Secretario General (artículo 50 de 
la Ley 5ª de 1992), las que, a su vez, son las 
mismas que se exigen para ser Representante 
a la Cámara (artículo 46, ibídem), es decir, las 
previstas en el artículo 177 de la Constitución 
Política:

Ciudadano en ejercicio y tener más de 25 
años de edad en la fecha de la elección.

9. Sobre el elegido no recaía ninguna cir-
cunstancia que lo hiciera inelegible. Concreta-
mente no se hallaba incurso en ninguna de las 
inhabilidades que prevén los artículos 122 de 
la Constitución Política y 38 de la Ley 734 de 
2002, como tampoco en ninguna de las incom-
patibilidades previstas en el artículo 39 de esta 
última Ley. 

10. El elegido no tenía impedimento alguno 
para ser elegido, pues “el cargo de Secretario 
de Comisión sólo posee funciones y no poder 
de toma de decisiones, los impedimentos po-
drán referirse al ejercicio de éstas, lo cual des-
echa de tajo la posibilidad de tener impedimen-
tos previos a la elección, salvo que no estuviera 
acreditado el candidato ante la Comisión de 
Acreditación Documental de la Cámara de Re-
presentantes”.

11. El elegido cumplió con la exigencia pre-
vista en el artículo 60 de la Ley 5ª de 1992 so-
bre acreditación de las calidades ante la Comi-
sión de Acreditación Documental de la Cámara 
de Representantes. Así surge de la constancia 

que sobre la “relación de personas acreditadas 
hasta la fecha para desempeñar el cargo de Se-
cretario de la Comisión Primera Constitucio-
nal Permanente”, se consignó en el Acta 01 de 
2006 publicada en la Gaceta del Congreso nú-
mero 279 de 2006.

Concluido el análisis anterior, el apoderado 
del demandado expuso los argumentos que se 
resumen a continuación:

1. Las células congresionales son autóno-
mas en las decisiones que sean sometidas a su 
consideración, las cuales se sujetan a las reglas 
de las mayorías.

2. Si bien el artículo 136 de la Ley 5ª de 
1992 supone una mayoría simple para la elec-
ción del Secretario de Comisión, en este caso 
la elección se obtuvo de una mayoría absoluta, 
en cuanto logró 20 de 35 votos posibles, “rati-

de forma determinante por los miembros de la 
Comisión”.

3. La Comisión Primera Constitucional Per-
manente de la Cámara de Representantes tenía 
facultades para reabrir el período de postula-
ciones, por varias razones:

3.1 Es del resorte de la Comisión “debatir 
hasta cuando la mayoría quede convencida de 
que tiene los argumentos necesarios para pro-
ceder a tomar una decisión de retrotraer el pro-
cedimiento en aras de darle mejores garantías 
a la Comisión”. 

3.2 Se trató de una decisión adoptada ma-
yoritariamente y, por tanto, “lo procedente era 
seguir con lo ordenado por la generalidad”.

3.3 “El resultado de dicha reapertura fue 

mayoría absoluta consideró que el candidato 
elegido conservaba mejores requisitos y ca-
lidades para un mejor desempeño del cargo a 
proveer”.

3.4 Considerar lo contrario implicaría des-
conocer la facultad de las Comisiones Consti-
tucionales o Legales de retomar sus decisiones 
y obligaría a considerar como vicio insubsana-
ble, v. gr., la reapertura de un artículo votado.

4. Si en gracia de discusión se aceptara la 
existencia de diferentes tamaños o colores de 
las papeletas empleadas, lo cierto es que cada 
Representante depositó su voto en una balote-
ra, cuyas características hacían imposible que 
el auditorio y los miembros de la Comisión co-
nocieran la intención de voto de los electores. 

5. Una conducta que sí es contraria al prin-
cipio del secreto del voto es la manifestación 
expresa del Representante Germán Navas Ta-
lero en el sentido de señalar que depositaría su 
voto por el candidato Emiliano Rivera Bravo.

3. ALEGATOS
En la oportunidad para alegar de conclusión, 

el apoderado del demandado insistió en que la 
demanda no es precisa al momento de determi-
nar la causal de nulidad que sustenta la preten-
sión, razón por la cual, en su criterio, no es posi-
ble emitir un pronunciamiento de fondo.

En subsidio de lo anterior, solicitó negar 
las pretensiones de la demanda, por considerar 
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que las acusaciones que, en concreto, se diri-
gen contra el acto demandado carecen de so-
porte fáctico y legal, tal como lo expuso en la 
contestación de la demanda.

En ese sentido, además de volver a sostener 
lo expuesto en esa oportunidad en relación con 
“la supuesta ilegalidad de la reapertura de las 
postulaciones” y “la supuesta falta de secreto 
en la votación”, añadió como respuesta al pri-
mero de esos cargos los planteamientos que se 
resumen a continuación:

1. Es destacable que dentro de los principios 
de interpretación del Reglamento del Congre-
so, el artículo 2° de la Ley 5ª de 1992 señale el 
denominado “regla de mayorías”, que consiste 
en que “el Reglamento debe aplicarse en for-

las mayorías presentes en la respectiva sesión 
y consulte, en todo momento, la justicia y el 
bien común”.

2. En aplicación de esa regla de mayorías, 
el Congreso bien puede, para la elección de 
sus funcionarios, “retomar dentro del debate 

las mejores posibilidades”, tal como ocurrió en 
este caso, como quiera que “la mayoría abso-
luta en atención a la justicia y al bien común 
consideró en su momento que era necesaria 
la reapertura de las postulaciones y más tarde 
dispuso, también por mayoría absoluta, que el 
candidato elegido conservaba mejores requisi-
tos y calidades para un mejor desempeño del 
cargo a proveer” (subraya el apoderado).

3. No es aceptable la tesis según la cual, ante 
la falta de acreditación de la candidata Melania
Valois Lozano, la Comisión electora no podía 
hacer más que elegir al candidato Emiliano Ri-
vera Bravo “sin importar si dicha Corporación 
encontraba viable, conveniente y ajustado al 
bien común la reelección”.

5. CONCEPTO DEL MINISTERIO PU-
BLICO

La Procuradora Séptima Delegada (E.) ante el 
Consejo de Estado en su concepto de fondo soli-
cita que se declare la nulidad del acto acusado.

En primer término, consideró que la alegada 

el acto acusado radica en la inobservancia de 
la ley, vicio que se enmarca dentro de la cau-
sal general de nulidad prevista en el artículo 84 
del Código Contencioso Administrativo, con-
sistente en la infracción de las normas de orden 
superior en que debió fundarse la decisión.

En relación con el primero de los cargos 
planteados, sostuvo, en síntesis, lo siguiente:

1. El desconocimiento del carácter secreto 
del voto no anula la elección, “por cuanto lo 
esencial del voto que es permitir con su ejer-
cicio la materialización del postulado de la de-
mocracia representativa y participativa, no se 
afectó; no se acreditó el desconocimiento del 
principio participativo en dicha elección. Por 
el contrario, el resultado de la elección fue con-
creción de ese postulado, porque el elegido lo 

fue por mayoría de los titulares del derecho; 
además el cargo no se demostró fehaciente-

las declaraciones de los honorables Represen-
tantes sobre la existencia de diversidad de tar-
jetas en cuanto a la forma y el color que per-
mitirían saber por quién se estaba votando no 

decir, que la votación dejó de ser secreta y pasó 
a ser pública”.

2. En criterio de la jurisprudencia de la Sec-
ción Quinta del Consejo de Estado, el carácter 
secreto del voto no es más que un “procedi-
miento para garantizar el principio de la liber-
tad del voto, una de cuyas bases es precisamen-
te el secreto del mismo. Pero no establece que 
cuando no haya la reserva correspondiente se 
vicie la elección” (sentencia del 2 de julio de 
1993, expediente 1016).

3. No se pueden dejar de lado las consecuen-
cias que, para el procedimiento de elección que 
adelantan las corporaciones públicas, se deri-
van de la reforma constitucional introducida 
mediante el Acto Legislativo 01 de 2003, se-
gún la cual “los miembros de las corporaciones 
públicas elegidos por un mismo partido o mo-
vimiento político o ciudadano actuarán en ellas 
como bancada en los términos que señale la ley 
y de conformidad con las decisiones adoptadas 
democráticamente por estas”. Tal reforma, de-
sarrollada por la Ley 974 de 2005, impone re-
considerar lo relacionado con el carácter secre-
to del voto, pues “cuando el cuerpo colegiado 
actúa como bancada, desde el momento mismo 
en que efectúa la propuesta el representante 
de la bancada, se sabe de antemano la forma 
como ella ha de actuar y de votar, pues a sus 
miembros, sólo por excepción les es posible 
apartarse de lo acordado de manera previa”. De 
hecho, desde el momento en que se dio inicio a 
la sesión, el Presidente de la Comisión advirtió 
que las postulaciones se sometían al régimen 
de bancadas, como en efecto ocurrió con los 
voceros de cada una de ellas.

advierte entre la norma legal que obliga a vo-
tar secretamente y la norma constitucional que 
otorga un carácter público a la elección, el prin-
cipio de supremacía constitucional previsto en 
el artículo 4° de la Constitución Política exige 
desatender la primera para, en su lugar, aplicar 
de manera directa el precepto superior. 

Respecto del segundo cargo, expuso los plan-
teamientos que se resumen a continuación:

el numeral 1° del artículo 136 de la Ley 5ª de 
1992, se concluye que “en la sesión en la cual se 
haya considerado la elección de un funcionario, 
caso del Secretario de la Comisión, si en ella se 
ha agotado y cerrado el período de postulacio-
nes, el procedimiento subsiguiente es el de la 
votación y luego el escrutinio de los resultados 
de la votación efectuada por la colegiatura”.

2. En este caso, examinado lo ocurrido con 
posterioridad a la postulación de la Señora Me-
lania Valois Lozano y el Señor Emiliano Rivera 
Bravo que tuvo lugar en sesión del 1° de agosto 

de 2006, se advierte que el órgano elector no 
acató la regla procesal antes precisada, aunque 
no por razón de la suspensión ordenada -la cual 
no contraría mandato legal alguno-, sino por 
haber dispuesto la reapertura del período de 
postulaciones, el cual se entendía ya superado, 
por expresa y mayoritaria decisión.

3. Una vez reanudada la sesión de elección, 
“el pleno debía abordar el tema de la elección 
y circunscribir la misma a los candidatos que 
la Corporación había ya determinado; el hecho 
de haber clausurado el periodo de postulacio-
nes por decisión mayoritaria no le permitía a 
la Corporación, so pretexto de permitir una 
mayor participación de ciudadanos, ordenar la 
reapertura del período de postulaciones”.

4. Las postulaciones concluidas en la sesión 
del 1° de agosto de 2006 restringían la compe-
tencia para elegir, en el sentido de que no era 
posible “considerar candidatos distintos a los 
que fueron determinados al momento de apro-
barse el cierre de las postulaciones”.

5. La advertida inobservancia del proce-
dimiento torna en ilegal la elección acusada, 
“pues es palmaria la inobservancia del debido 
proceso, entendida esta garantía como la ac-
tuación que se ajusta a las normas que regulan 
cada proceso administrativo, al principio de le-
galidad propio del Estado de Derecho que ex-
cluye, por consiguiente, cualquier acción con-
tra legem o praeter legem”.

Por último, señaló que “la acción sometida 
a juzgamiento hace pensar que la Ley de Ban-
cadas es solo un rey de burlas por cuanto ha-
biéndose manifestado la bancada por el nom-
bre de unos candidatos es claro que ella debía 
asumir el compromiso de votar como tal por 
éstos nombres; (…) no se entiende cómo a la 
hora de proceder a la elección, validos de in-
terpretaciones que no resultaban de recibo y so 
pretexto, se reitera, de ampliar la participación 
desconocen su obligación de elegir y revivien-
do actuaciones y etapas ya superadas eligen 
desconociendo su compromiso inicial”.

II. CONSIDERACIONES
Según lo dispuesto en los artículos 128, nu-

meral 3, del Código Contencioso Administra-

446 de 1998- y 13 del Acuerdo 58 del 15 de 

1° del Acuerdo 55 del 5 de agosto de 2003-, la 
Sección Quinta del Consejo de Estado es com-
petente para conocer del proceso electoral de la 
referencia, promovido para obtener la nulidad 
del acto que declaró la elección del Señor Cé-
sar Augusto Domínguez Ardila como Secreta-
rio de la Comisión Primera Constitucional Per-
manente de la Cámara de Representantes para 
el período 2006 a 2010.

Antes de resolver los cargos propuestos, son 
pertinentes algunas aclaraciones sobre una de-
terminada cuestión procesal previa que a conti-
nuación se precisa.

En criterio del apoderado de la demandada, 
la demanda es inepta por no contener un seña-
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lamiento preciso de la causal de nulidad que 
sirve de fundamento a la pretensión formulada. 
Por tanto, considera que, en este caso, el falla-
dor debe inhibirse de resolver sobre el fondo 
del asunto. 

El reparo planteado se ajusta, entonces, a 
la denominada excepción previa de inepta de-
manda (numeral 7° del artículo 97 del Código 
de Procedimiento Civil), en virtud de la cual es 
posible alegar el incumplimiento de determi-
nados requisitos formales a los cuales se debe 
someter la demanda, como condiciones míni-
mas para entender satisfecho el presupuesto 
procesal de demanda en forma.

Bajo ese entendido y a pesar de que, de 
conformidad con el artículo 164 del Código 
Contencioso Administrativo, en los procesos 
contencioso administrativos no hay lugar a pro-
poner y tramitar excepciones previas, no hay 
duda de que las irregularidades procesales que 
tienen ese carácter deben analizarse, bien por 

impedimentos procesales.
En efecto, en el proceso contencioso admi-

nistrativo los hechos constitutivos de excep-
ciones previas no exigen un pronunciamiento a 
través de trámite incidental, sino que se anali-
zan como irregularidades procesales, dado que 
tales hechos irregulares, aunque pueden ser 
planteados por el demandado o declarados por 
el juzgador, corresponden, en muchos casos, a 
presupuestos procesales de inexcusable obser-
vancia, en cuanto determinan la viabilidad del 
trámite de que se trate.

Precisado lo anterior, corresponde a la Sala, 
entonces, como cuestión procesal previa al es-
tudio de fondo, determinar si, como lo plan-
tea el apoderado de la demandada, la demanda 
presentada en esta oportunidad es inepta. 

La formalidad a la cual debe someterse el 
planteamiento del fundamento jurídico de la 
pretensión corresponde a la exigencia del nu-
meral 4° del artículo 137 del Código Conten-
cioso Administrativo, según el cual “cuando 
se trate de la impugnación de un acto admi-
nistrativo deberán indicarse las normas viola-
das y explicarse el concepto de su violación”. 
Sin duda, se trata de una formalidad orientada 
a garantizar un mínimo de razonabilidad que 
permita delimitar la problemática jurídica a 
considerar en la sentencia. 

En ese sentido, como lo señaló la Corte 
Constitucional al declarar exequible esa nor-
ma, “en virtud del principio de la prevalencia 
del derecho sustancial, no se debe extremar la 

que se aplique un rigorismo procesal que atente 

legal que por su contenido es fácilmente identi-

-

En este caso, la lectura integral de la deman-
da da cuenta, no sólo de la mención de las nor-
mas legales que se consideran infringidas por 
el acto acusado, sino, además, de la exposición 
del concepto de tal infracción, de la manera 

como quedó resumido en los antecedentes de 
esta providencia.

para concluir que el requisito formal de la de-
manda de que trata el numeral 4° del artículo 
137 del Código Contencioso Administrativo, 
fue satisfecho en este caso.

En todo caso, conviene precisar que el he-
cho de que en la sustentación de una pretensión 
formulada en ejercicio de la acción de nulidad 
de carácter electoral no se haya citado expresa-
mente o con la debida correspondencia alguna 
de las causales de nulidad de que tratan los ar-
tículos 84, 223 y 228 del Código Contencio-
so Administrativo, tal imprecisión no impone 
concluir, per se, que la demanda es inepta. 

Lo anterior, por cuanto, bien puede suceder 
que la indicación de las normas que se conside-
ran infringidas y el señalamiento del concepto 

juez de conocimiento, de acuerdo con la lectu-
ra sistemática que debe dar a los fundamentos 
fácticos y jurídicos de la demanda, encuentre 
que los cargos planteados se ajustan a una de-
terminada causal de nulidad. 

Así ocurre en esta oportunidad, pues, si bien 
el demandante no invoca una causal concreta 
de nulidad, ocurre que, a partir de la infracción 
legal que de modo expreso alega y sustenta, es 
posible concluir en el señalamiento de determi-
nados vicios de nulidad, según precisiones que 
más adelante se exponen en cada caso.

En esta forma, como quiera que la falencia 
anotada no hace inepta la demanda que dio 
origen a este proceso, no es posible tener por 
demostrada la imposibilidad que, según el apo-
derado de la demandada, surge para emitir pro-
nunciamiento de fondo en este caso.

Resuelto lo anterior, se ocupa la Sala de exa-
minar cada una de las censuras formuladas con-
tra el acto de declaratoria de elección acusado.

La primera censura que el demandante di-
rige contra el acto de declaratoria de elección 
acusado plantea la violación de los artículos 
131, literal a) y 136, numeral 2, de la Ley 5ª de 
1992, en cuanto obligan a que en toda elección 
que realice el Congreso debe garantizarse el 
secreto del voto. 

El desconocimiento de esa norma se deri-
va del hecho de que, según el demandante, en 
los comicios para elegir Secretario de la Co-
misión Primera Constitucional Permanente fue 

Congresista elector, por cuanto se diseñó una 
papeleta para cada candidato que resultaba vi-
siblemente distinguible, en cada caso, por su 
color y tamaño. 

En relación con ese cargo, el apoderado del 
demandado se limitó a manifestar que el secre-
to del voto fue plenamente garantizado en la 

-
ma que cada voto se depositó en una balotera, 
cuyo diseño, según explicó, impidió conocer el 
sentido del voto de los Congresistas electores.

A su tuno, la Procuradora Séptima Dele-
gada (E.) ante el Consejo de Estado, además 

de sostener que la violación del principio del 
secreto del voto no constituye causal de nuli-
dad electoral, precisó que, en la actualidad, tal 
irregularidad no es predicable del proceso de 
elección que adelante una corporación pública, 
dada la regla de actuación como bancada intro-
ducida con la reforma constitucional dispuesta 
mediante el Acto Legislativo 01 de 2003, desa-
rrollada mediante la Ley 974 de 2005.

La violación del principio del secreto del 
voto como causal de nulidad de los actos que 
declaran una elección.

En ese orden de ideas, para resolver la cues-
tión así planteada, la Sala debe determinar, en 
primer término, si la violación del principio del 
secreto del voto es causal de nulidad del acto 
que declara una elección. 

En materia de elecciones populares, el prin-
cipio del secreto del voto tiene consagración 
constitucional en el artículo 258 superior, se-
gún el cual “El voto es un derecho y un deber 
ciudadano. El Estado velará porque se ejerza 
sin ningún tipo de coacción y en forma secreta 
por los ciudadanos en cubículos individuales 
instalados en cada mesa de votación sin per-
juicio del uso de medios electrónicos o infor-
máticos (…)”. En ese sentido, el numeral 2° 
del artículo 1° del Código Electoral reproduce 
ese mandato superior al señalar que “El voto 
es secreto y las autoridades deben garantizar 
el derecho que tiene cada ciudadano de votar 
libremente sin revelar sus preferencias”.

En relación con elecciones de esa naturale-
za, anteriormente la jurisprudencia de esta Sala 
consideraba que la violación del principio del 
secreto del voto no conducía a la nulidad de 
la elección respectiva. Ello se explicó en los 
siguientes términos2 :

-
danos no ejercieron su derecho al voto secre-
tamente, violando el artículo 258 de la Consti-
tución Nacional Como la ha sostenido la Sala, 
en forma reiterada, la situación en concreto no 
tiene consecuencia militante. Se trata de una 
norma que establece un procedimiento para 
garantizar el principio de la libertad del voto, 
una de cuyas bases es precisamente el secre-
to del mismo. Pero no establece que cuando 
no haya la reserva correspondiente se vicie la 
elección.”

Pero ocurre que esa tesis fue recientemente 
corregida por esta Sala para señalar que, “si los 

-

sea secreto, el depositado contra esa expresa 

-
te, cuando el número de votos nulos sea deter-
minante de la misma, pues en caso contrario la 

Tratándose de elecciones populares, es claro, 
entonces, que la violación del principio del secre-
to del voto puede generar la nulidad del acto de 
declaratoria de elección, pues se trata de un vicio 
que deriva de la aplicación directa de la Carta. 

1 Sentencia C-197 de 1999.

2 Sentencia del 2 de julio de 1993, expediente 1016.

3 Sentencia del 6 de mayo de 2005, expediente 3544.
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Ahora bien, en este caso la violación del 
principio del secreto del voto no se plantea 
como ocurrida en el marco de una elección 
popular. Tal constatación obliga a preguntarse, 
entonces, si, en una elección no popular, la vio-
lación del secreto del voto puede, válidamente, 
considerarse un motivo de nulidad del acto de 
declaratoria de elección correspondiente. 

Para la Sala, la respuesta a ese interrogan-

dos condiciones. De un lado, que las normas 
que regulan el procedimiento al cual se debe 
someter la elección no popular en cuestión, 
efectivamente, exijan que el voto sea secreto. 
Y, de otro, que el desconocimiento de esa regla 

el resultado electoral.
Se llega a esa conclusión en atención a que 

la ley no desconoce que, en ocasiones, ciertas 
irregularidades del procedimiento logran inci-
dir de manera sustancial en la validez del acto 

control jurisdiccional de esas irregularidades 
del procedimiento administrativo resulta pro-
cedente, con apoyo en la causal de nulidad con-
sistente en la expedición irregular del acto.

El vicio de expedición irregular, según el ar-
tículo 84 del Código Contencioso Administra-
tivo, constituye una causal genérica de nulidad 
de los actos administrativos y corresponde a 
aquel referido a las irregularidades sustancia-
les que tengan lugar en el procedimiento de 
expedición del acto, vale decir, el que se pre-
senta cuando el acto se expide omitiendo las 
formalidades y trámites del caso que resulten 

Y por irregularidad sustancial en la expedi-
ción de un acto declaratorio de elección o de 
nombramiento se entiende aquella capaz de 

-
rencia del proceso de selección o electoral de 
que se trate, en cuanto afecta de manera deter-
minante el resultado del mismo.

Se concluye, entonces, que, en materia de 
elecciones no populares, la violación del prin-
cipio del secreto del voto es causal de nulidad 
del acto de declaratoria de elección, a condición 
de que tal principio sea de obligatoria obser-
vancia en el proceso electoral correspondiente 
y siempre que su desconocimiento en el caso 
concreto sea determinante del resultado.

El principio del secreto del voto y el régimen 
de bancadas en el ejercicio de la función electoral 
a cargo de las corporaciones públicas.

En ese orden de ideas, corresponde a la Sala 
-

terminadas reglas de procedimiento -citadas 
como de obligatoria observancia en el proceso 
de elección no popular cuyo resultado cues-
tiona-, exigen que el voto de cada elector sea 
secreto.

Ocurre que la Ley 5ª de 1992, “por la cual 
se expide el Reglamento del Congreso: el Se-
nado y la Cámara de Representantes”, se ocupa 

deben acudir los Congresistas para declarar su 
voluntad acerca de una iniciativa o un asunto 

de interés general. Y, dentro de tales sistemas, 
prevé el de la votación secreta, en los siguien-
tes términos:

 No per-
-
-

tes cuando el número de votos recogidos no sea 
igual al de los votantes.

Esa votación sólo se presentará en los si-
guientes eventos:

a) Cuando se deba hacer una elección; 
b) Para decidir sobre proposiciones de acu-

sación ante el Senado, o su admisión o rechazo 
por parte de esta Corporación;4

c) Para decidir sobre las proposiciones de 
amnistías o indultos.

Aprobado al efectuar la votación secreta, 
el Presidente dispondrá repartir papeletas que 
tengan impresas, en una de sus caras, las le-
yendas “Sí” o “No”, y espacios para marcar. El 
Secretario llamará a cada Congresista, según el 
orden alfabético de su apellido, para que depo-
site la papeleta en la urna. Previamente el Pre-
sidente designará una comisión escrutadora.

Parágrafo. Solicitada una votación nominal 
y una secreta para un mismo artículo o grupo 

-
tación secreta”.

Dicho sistema de votación se reitera en la 
norma encargada de regular el procedimiento 
en caso de elección. Dicha norma prevé:

 En las elecciones que se efectúen en 
las Corporaciones Legislativas se adelantará el 
siguiente procedimiento:

1. Postulados los candidatos, el Presidente 
designará una Comisión Escrutadora.

2. Abierta la votación cada uno de los Con-
gresistas, en votación secreta, escribirá en una 
papeleta el nombre de uno de los candidatos al 
cargo por proveer, o la dejará en blanco.

3. El Secretario llamará a lista, y cada Se-
nador o Representante depositará en una urna 
su voto.

4. Recogidas todas las papeletas, si no está 
establecido un sistema electrónico o similar 
que permita cumplir la función, serán contadas 

correspondencia con el número de votantes. En 
caso contrario se repetirá la votación.

5. El Secretario leerá en voz alta y agrupará, 
según el nombre, uno a uno los votos, colocan-
do las papeletas a la vista de los escrutadores, 
y anotará, separadamente, los nombres y vota-
ción de los postulados que la obtuvieron.

6. Agrupados por candidatos las papeletas, 
la comisión escrutadora procederá a contarlos 
y entregará el resultado indicando el número 
de votos obtenido por cada uno de los candi-
datos, los votos en blanco, los votos nulos, y el 
total de votos.

7. Entregado el resultado, la Presidencia 
preguntará a la respectiva Corporación si de-
clara constitucional y legalmente elegido, para 
el cargo o dignidad que se trate y en el período 

correspondiente, al candidato que ha obtenido 
la mayoría de votos.

8. Declarado electo el candidato será invita-
do por el Presidente para tomarle el juramento 
de rigor, si se hallare en las cercanías del recin-
to legislativo, o se dispondrá su posesión para 
una sesión posterior. El juramento se hará en 
los siguientes términos:

“Invocando la protección de Dios, ¿juráis 
ante esta Corporación que representa al pue-

los deberes que el cargo de… os imponen, de 
acuerdo con la Constitución y las Leyes?” Y se 
responderá:

“Sí, juro”. El Presidente concluirá:
“Si así fuere que Dios, esta Corporación y el 

pueblo os lo premien, y si no que Él y ellos os 
lo demanden”.

De manera que, de acuerdo con el tenor li-
teral de las normas transcritas, toda elección a 
cargo del Congreso debe hacerse por el sistema 
de votación secreta, esto es, de modo tal que no 

Congresista”.
Ahora bien, según criterio expuesto por la 

Señora Procuradora Delegada al momento de 
rendir concepto en este asunto, se plantea que 
el sistema de votación secreta previsto en el 
Reglamento del Congreso contradice el régi-
men de actuación como bancada de las corpo-
raciones públicas, adoptado en la reforma po-
lítica introducida mediante el Acto Legislativo 
01 de 2003 y desarrollada en la Ley 974 de 
2005. En ese sentido, explica que “cuando el 
cuerpo colegiado actúa como bancada, desde 
el momento mismo en que efectúa la propuesta 
el representante de la bancada, se sabe de ante-
mano la forma en cómo ella ha de actuar y de 
votar, pues a sus miembros, sólo por excepción 
les es posible apartarse de lo acordado de ma-
nera previa, por manera que en asuntos como 
el que ahora se examina, cuando el vocero o 
representante de la bancada señala el candidato 
se sobreentiende que todos los integrantes del 
partido votarán de conformidad con lo indica-
do por quien tiene su vocería”.

Corresponde, entonces, examinar si, como 
lo plantea la Señora Procuradora Delegada, el 
sistema de votación secreta al cual, según el ar-
tículo 131 del Reglamento del Congreso, debe 
someterse todo proceso electoral a cargo de esa 
corporación pública, resulta incompatible con 
el novedoso régimen de bancadas. A continua-
ción, la Sala se ocupa de tal estudio.

Ocurre que el Acto Legislativo 01 de 2003, 
“por el cual se adopta una reforma política 
constitucional y se dictan otras disposiciones”, 
dispuso, en su artículo 2° lo siguiente:

“Artículo 2°. El artículo 108 de la Constitu-
ción Política quedará así:

Artículo 108. (…)
Los estatutos de los partidos y movimientos 

políticos regularán lo atinente a su régimen dis-
ciplinario interno. Los miembros de las Corpo-
raciones Públicas elegidos por un mismo parti-
do o movimiento político o ciudadano actuarán 

4 Numeral declarado inexequible mediante sentencia C-245 de 1996 de la Corte Constitucional.
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en ellas como bancadas en los términos que se-
ñale la ley y de conformidad con las decisiones 
adoptadas democráticamente por estas.

Los estatutos internos de los partidos y mo-
vimientos políticos determinarán los asuntos de 
consciencia respecto de los cuales no se aplica-
rá este régimen y podrán establecer sanciones 
por la inobservancia de sus directrices por par-
te de los miembros de las bancadas, las cuales 

podrán incluir la pérdida del derecho de voto 
del congresista, diputado, concejal o edil por el 
resto del período para el cual fue elegido.

(…)”.
La actuación como bancada es un mecanis-

mo diseñado para dotar de agilidad y seriedad 
la dinámica del debate al interior de las cor-
poraciones públicas, que contribuye al forta-
lecimiento de los partidos y movimientos po-
líticos, pues supone un mínimo de coherencia 
y solidez de estos, al exigir que el proceso de 
toma de decisiones de esas corporaciones gire 
en torno a los criterios previamente adoptados 
por tales organizaciones políticas. 

En criterio de esta Sala, el régimen de ban-
cadas es, en últimas, una regla de procedimien-
to a la cual se somete la actividad de las cor-
poraciones públicas, con una única salvedad: 
los asuntos de consciencia que determinen los 
estatutos internos de los partidos y movimien-
tos políticos.

En relación con la salvedad anotada, es 

el trámite del proyecto de acto legislativo que 
-

cional, se introdujo al texto inicialmente pre-
sentado, en cuanto con éste se pretendía que 
la obligatoriedad del régimen de bancadas se 
predicara, únicamente, respecto del ejercicio 
del control político y de la iniciativa legislativa 
(Congreso) o de regulación (corporaciones pú-
blicas territoriales). 

En efecto, el texto propuesto para primer 
debate en la Comisión Primera del Senado, 
en primera vuelta, disponía que “Los miem-
bros de las corporaciones públicas que resulten 
elegidos a nombre o con el aval de un mismo 
partido o movimiento político deberán obrar 
como bancada dentro de la respectiva Corpo-
ración, en los términos que señale la ley. Los 
miembros de las bancadas, deberán actuar de 
conformidad con las decisiones y agendas de-
mocráticamente adoptadas al interior de los 
partidos y movimientos políticos, en relación 
con el ejercicio de control político y las inicia-
tivas que cursen en la corporación pública co-
rrespondiente o en alguna de sus comisiones” 
(Subraya la Sala. Gaceta del Congreso número 
406 del 1° de octubre de 2002)5.

Pero ocurrió que en el trámite de la segunda 
vuelta, el texto aprobado en primer debate en 
la Comisión Primera del Senado -que corres-
ponde al mismo que se aprobó en el segundo 
debate en plenaria de esa misma Cámara, en la 

la Gaceta del Congreso número 103 del 11 de 
-

do por la plenaria del Senado, para, entre otras 
precisiones, eliminar la expresión antes subra-

yada. Se aprobó, entonces, que “Los miembros 
de las Corporaciones Públicas elegidos por un 
mismo partido o movimiento político o ciuda-
dano actuarán como bancada en las corpora-
ciones públicas en los términos que señale la 
ley. Las bancadas actuarán de conformidad con 
las decisiones democráticamente adoptadas en 

Gaceta del Congreso número 1990 del 7 de 
mayo de 2003).

fue aprobado en primer debate en la Comisión 
Primera de la Cámara de Representantes (Tex-
to publicado en la Gaceta del Congreso número 

aprobado en segundo debate en la plenaria de 
la Cámara de Representantes, corresponde al 
que se convirtió en norma constitucional (Tex-

-
greso número 301 del 18 de junio de 2003). 

Se advierte, entonces que, tal como fue 

Carta Política, el régimen de bancadas es un 
sistema de toma de decisiones que, salvo los 

-
tos internos de cada partido o movimiento polí-
tico, obliga a que los miembros de las corpora-
ciones públicas elegidos por un mismo partido 
o movimiento político o ciudadano se sometan 
a una determinada directriz de conducta, de 
conformidad con lo dispuesto en la ley y las 
decisiones adoptadas democráticamente por 
las bancadas.

En ese sentido, se pronunció la Corte Cons-
titucional al referirse, en los siguientes térmi-
nos, a los asuntos sometidos a las directrices de 
las bancadas6 :

-
critas, el nuevo régimen de bancadas convier-
te a los partidos y movimientos -y no simple-
mente a las personas elegidas- en protagonistas 
del acontecer legislativo. Adicionalmente, los 
partidos y movimientos quedan constitucional-
mente habilitados para establecer una férrea 
disciplina interna y para obligar a sus miem-
bros a votar, en todos los casos -salvo en los 
“asuntos de consciencia”-, de conformidad con 
las decisiones democráticas adoptadas. 

(…).
9. En virtud de los argumentos expuestos, 

la Corte encuentra que los incisos 6 y 7 del 
artículo 108 de la Carta tienen, al menos, los 
siguientes alcances. En primer lugar todas las 
decisiones deben ser adoptadas por la respecti-
va bancada, de manera democrática y según las 
directrices del partido. En segundo término, es-
tas cláusulas constitucionales habilitan al legis-
lador para reformar el reglamento del congreso 

bancadas, siempre que no vulnere la garantía 
institucional de la autonomía de la respectiva 
organización. (…) Adicionalmente, la cláusula 
constitucional comentada autoriza a los parti-
dos y movimientos políticos para sancionar a 
quien no obedezca la disciplina de partido, in-
cluso, con la pérdida del voto. Finalmente, las 
bancadas encuentran un límite en el derecho 

-
bros, de votar individualmente los asuntos de 

movimiento. En este sentido cabe indicar que 

consciencia” no se está limitando exclusiva-
mente a las cuestiones que pueden dar lugar a 
la objeción de consciencia de que trata el artí-
culo 18 de la Carta. Compete a cada partido o 

los asuntos de consciencia que queden eximi-
dos del régimen de bancadas. 

En este sentido, la reforma se sitúa en un 
punto intermedio entre el régimen liberal clá-
sico de representación individual y el sistema 
fuerte de partidos que no da espacio a la acción 
individual de la persona que ha sido popular-
mente elegida para pertenecer a una de las cor-
poraciones públicas.

(…)
13. De acuerdo con lo prescrito en la norma 

constitucional citada (artículo 108 C. N.), los 
asuntos de consciencia deben ser determinados 
en los estatutos de los partidos y movimien-
tos políticos. En este sentido, en ejercicio de 
la autonomía de que gozan los partidos y mo-
vimientos políticos, el establecimiento de las 
reglas de juego en esta materia debe hacerse al 
interior de estas organizaciones de manera au-
tónoma y democrática, sin que tengan que suje-
tarse a unos parámetros preestablecidos por el 
legislador. No obstante, dichos asuntos deben 
responder razonablemente, a cuestiones típicas 

tales en otras disciplinas o ciencias.” 
Se concluye, entonces, que, con ocasión de 

la reforma constitucional introducida al artícu-
lo 108 superior, el régimen de bancadas cons-
tituye la regla general de funcionamiento de las 
corporaciones públicas, en virtud del cual los 
miembros elegidos por un mismo partido o mo-
vimiento político o ciudadano están obligados 
a actuar como bancada, “en los términos que 

-
nes adoptadas democráticamente por estas [las 
bancadas]”, con una única salvedad: los asuntos 

de cada partido o movimiento político.
Ahora bien, en cumplimiento de la tarea de 

reglamentación encomendada al legislador, el 
Congreso expidió la Ley 974 de 2005, “por la 
cual se reglamenta la actuación en bancadas de 
los miembros de las corporaciones públicas y 
se adecua el Reglamento del Congreso al Régi-
men de Bancadas”. 

En lo que resulta pertinente al caso, son des-
tacables los siguientes artículos de esa ley:

 Los 
miembros de cada bancada actuarán en grupo 
y coordinadamente y emplearán mecanismos 
democráticos para tomar sus decisiones al inte-
rior de las corporaciones públicas en todos los 
temas que los Estatutos del respectivo Partido 
o Movimiento Político no establezcan como de 
consciencia.”

5 Las referencias al control político y a la iniciativa legislativa se mantuvieron a lo largo de los debates en 
primera vuelta. Así se desprende de la lectura de los textos aprobados en primer debate en la Comisión Primera 
del Senado (Gaceta del Congreso número 481 del 8 de noviembre de 2002); en segundo debate en plenaria 
del Senado (Gaceta del Congreso número 470 del 6 de noviembre de 2002); en primer debate en la Comisión 
Primera de la Cámara de Representantes (Gaceta del Congreso número 567 del 6 de diciembre de 2002); y en 
segundo debate en la plenaria de la Cámara de Representantes (Gaceta del Congreso número 592 del 16 de 
diciembre de 2002).

6 Sentencia C-859 de 2006.
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 Las bancadas ten-
drán derecho, en la forma prevista en la presente 
ley, a promover citaciones o debates y a interve-
nir en ellos, a participar con voz en las sesiones 
plenarias de la respectiva Corporación; a inter-
venir de manera preferente en las sesiones en las 
que se voten proyectos normativos; a presentar 
mociones de cualquier tipo; a hacer interpela-
ciones; a solicitar votaciones nominales o por 
partes y a postular candidatos.

Lo anterior sin perjuicio, de las facultades o 
atribuciones que por virtud del Reglamento del 

a los congresistas, para promover citaciones o 
debates y a intervenir en ellos, a participar con 
voz en las sesiones plenarias de la respectiva 
corporación; a intervenir de manera preferente 
en las sesiones en las que se voten proyectos 
normativos; a presentar mociones de cualquier 
tipo; a hacer interpelaciones; a solicitar vota-
ciones nominales o por partes y a postular can-
didatos,

ilustración y las demás establecidas en el cita-
do reglamento”7.

Los partidos debe-
rán establecer en sus estatutos las reglas espe-
ciales para el funcionamiento de sus bancadas 
y los mecanismos para la coordinación de sus 
decisiones dentro de las corporaciones públi-
cas, en las que se establezcan obligaciones y 
responsabilidades distintas según se trate del 
cumplimiento de funciones legislativas, de 
control político o electorales, por parte de la 
respectiva corporación.

Asimismo, determinarán lo atinente a su 
régimen disciplinario interno. Podrán esta-
blecer sanciones por la inobservancia de sus 

hasta la expulsión, y podrán incluir la pérdida 
del derecho de voto del miembro de la respec-
tiva corporación pública, observando el debido 
proceso.

En todo caso la sanción deberá ser comu-
nicada a la Mesa Directiva de la respectiva 
Corporación, para que a través de ella se le dé 
cumplimiento, siempre que ello implique limi-
tación de derechos congresuales.

Los estatutos de los partidos también con-
templarán sanciones estrictas por la inasisten-
cia reiterada a reuniones de bancada, las que 
podrán incluir la pérdida temporal del derecho 
al voto.

La inasistencia a las reuniones de las banca-
das no excusará al ausente de actuar conforme 
a las decisiones adoptadas por las mismas, y si 
no lo hiciere así este quedará sujeto a las san-
ciones previstas por los estatutos del partido o 
movimiento político para la violación del régi-
men de bancadas.

En caso de la imposición de una sanción por 
un partido o movimiento a uno de sus miem-
bros procede el recurso de apelación en el efec-
to suspensivo, que se surtirá dentro del mismo 
partido y ante la instancia correspondiente que 
determine los estatutos.

El retiro voluntario de un miembro de Cor-
poración Pública del partido o movimiento po-
lítico o ciudadano en cuyo nombre se eligió, 

implica el incumplimiento del deber de cons-
tituir bancada, y como tal podrá sancionarse 
como una violación al Régimen de Bancada en 
los términos de la Constitución y la ley.

No incurrirá en doble militancia, ni podrá 
ser sancionado el miembro de Corporación Pú-
blica o titular de un cargo de elección popular 
que se inscriba como candidato para un nuevo 
periodo por un partido, movimiento o grupo 

avaló en la elección anterior, siempre y cuando 

deberes de la bancada, de la cual hace parte.”8

 Las bancadas 
adoptarán decisiones de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo segundo de esta ley. Cuan-
do la decisión frente a un tema sea la de dejar 
en libertad a sus miembros para votar de acuer-
do con su criterio individual, se dejará constan-
cia de ello en el acta respectiva de la reunión de 
la bancada.

La bancada puede adoptar esta decisión 
cuando se trate de asuntos de consciencia, o
de aquellos en los que, por razones de conve-
niencia política, de trámite legislativo o con-
troversia regional en el caso de la Cámara de 
Representantes, los miembros de las bancadas 
decidan no adoptar una decisión única.

Cuando exista empate entre sus miembros 
se entenderá que estos quedan en libertad de 
votar.”9

“Artículo 19. Las disposiciones de esta ley 
son aplicables en lo pertinente a las Bancadas 
que actúen en las Asambleas Departamentales, 
los Concejos Municipales o Distritales y las 
Juntas Administradoras Locales.

Parágrafo Transitorio. Los partidos, movimien-
tos políticos, movimientos sociales o grupos signi-

de la vigencia de la presente ley, para adecuar sus 
estatutos al presente régimen de bancadas.”

A juicio de esta Sala, en el ejercicio de la fun-
ción electoral los miembros de las corporacio-
nes públicas elegidos por un mismo partido o 
movimiento político o ciudadano deben actuar 
como bancada. Lo anterior, por la sencilla razón 
de que la reforma constitucional no excluyó, de 
los asuntos sometidos a esa regla de funciona-
miento, los referidos al ejercicio de la función 
electoral a cargo de las corporaciones públicas. 

Precisamente, en ese sentido lo entendió el 
legislador al señalar que “Los partidos deberán 
establecer en sus estatutos las reglas especiales 
para el funcionamiento de sus bancadas y los 
mecanismos para la coordinación de sus deci-
siones dentro de las corporaciones públicas, en 
las que se establezcan obligaciones y respon-
sabilidades distintas según se trate del cum-
plimiento de funciones legislativas, de control 
político o electorales, por parte de la respecti-
va corporación” (artículo 4° de la Ley 974 de 
2005, subraya la Sala).

Se insiste, además, que la única excepción 
al régimen de bancadas, esto es, la materia en 
relación con la cual los miembros de la corpo-
ración pública elegidos por un mismo partido o 
movimiento político o ciudadano no están obli-
gados a actuar como bancada, sino de acuerdo 
con su criterio individual, la constituyen los 

-
ponde a los estatutos internos de cada partido 
o movimiento político (salvedad que reitera el 
artículo 5° de la Ley 974 de 2005).

Establecido, entonces, que la función electo-
ral a cargo de las corporaciones públicas es una 
de las tareas cuyo cumplimiento está sometido 
al régimen de bancadas previsto en el Acto Le-
gislativo 01 de 2003 y desarrollado en la Ley 
974 de 2005, es necesario determinar si, como 
lo plantea la Señora Procuradora Delegada, el 
sistema de votación secreta, establecido en el 
Reglamento del Congreso como única vía po-

voluntad “cuando se deba hacer una elección” 
(artículo 131 de la Ley 5ª de 1992, reiterado en 
el artículo 136, ibídem), es incompatible con el 
procedimiento propio del régimen de bancadas.

Pues bien, en términos generales, la nueva 
regla de funcionamiento de las corporaciones 
públicas obliga a que, en la mayoría de los ca-
sos, sea la bancada y no cada uno de los Con-
gresistas que la integran, quien determine el 
sentido en que se emitirá cada voto individual. 
Por tanto, es válido suponer que, en tales even-
tos, el voto de cada Congresista se emitirá en 
cumplimiento del deber que le impone el nue-
vo régimen, es decir, en el sentido democrá-
ticamente acordado al interior de la bancada 
de la cual hace parte, según las reglas que al 
respecto haya adoptado el estatuto interno del 
partido o movimiento político de que se trate 
(artículo 4° de la Ley 794 de 2005). 

Surge de lo dicho que, salvo los asuntos de 

de cada partido o movimiento político (artículo 
5° de la Ley 794 de 2005), el voto de cada Con-
gresista no puede ser secreto, al menos, frente a 
sus compañeros de bancada, pues, se insiste, la 
ley obliga a que “Los miembros de cada banca-
da actuarán en grupo y coordinadamente” (artí-
culo 2°, ibídem). En esa hipótesis, no hay duda 
de que todo Congresista está obligado a votar 
en el sentido determinado por la bancada de la 
cual hace parte, lo que supone el conocimiento 
previo por parte de sus compañeros de bancada 
del sentido en que votará. 

Esa trascendental limitación en el ejerci-
cio del derecho al voto de los Congresistas, el 
cual sigue siendo “personal, intransferible e in-
delegable” (numeral 3° del artículo 123 de la 
Ley 5ª de 1992), desvirtúa el carácter secreto 
que pudiera pretenderse de esa manifestación 
de voluntad, pues, a menos que se trate de un 
asunto de consciencia, el sentido en que se emi-
tirá el voto se supone previamente conocido, al 
menos, por todos los miembros de la bancada, 
en cuanto fue ésta quien lo determinó mediante 
decisión de obligatorio acatamiento por todos 
sus miembros, al punto de que “la inasisten-
cia a las reuniones de las bancadas no excusará 
al ausente de actuar conforme a las decisiones 

por la bancada como un asunto de consciencia, se harán en todo caso dentro del marco de las decisiones, deter-

Los apartes subrayados fueron declarados inexequibles. Decisiones adoptadas por al Corte Constitucional en 
sentencia C-036/07, según comunicado de prensa número 2 del 31 de enero de 2007.

8 Inciso declarado inexequible mediante sentencia C-342 de 2006 de la Corte Constitucional.

9 Los apartes subrayados de esta norma fueron declarados inexequibles mediante sentencia C-859 de 2006 de la 
Corte Constitucional.
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adoptadas por las mismas” (artículo 4° de la 
Ley 794 de 2005).

Además de lo anterior, no debe dejarse de 
lado la posibilidad de que, en relación con de-
terminado punto del debate, el sentido del voto 
de cada Congresista, sometido a una directriz 
de bancada, sea conocido, no solamente por los 
miembros de su bancada, sino, además, por los 
miembros de otras.

Así ocurre, por ejemplo, en el caso de las 
coaliciones entre bancadas. Ciertamente, la 
nueva regla de funcionamiento de las corpora-
ciones públicas en nada se opone a los acuer-
dos entre bancadas, antes bien, los promueve. 
Nótese que, en la práctica, las coaliciones son 
una dinámica, no sólo legítima, sino, ante todo, 

interior de las corporaciones públicas, pues la 
disciplina que se adquiere bajo el régimen de 
bancadas obliga a avanzar hacia la celebración 

de una determinada posición compartida por 
varios partidos o movimientos políticos o ciu-
dadanos con representación en la corporación 
pública de que se trate.

Sobre la legitimidad de las coaliciones entre 
bancadas, la Corte Constitucional precisó10:

“Ahora bien, a juicio de la Corte, los acuer-
dos previos a la discusión en el seno del Con-
greso, en el sentido que ciertos grupos parla-
mentarios lleguen al recinto con el compromiso 
de votar en determinado sentido una propuesta, 
no afectan las reglas del debate ni comportan 
un vicio del procedimiento legislativo. Por el 
contrario, esta Corporación considera que la 
existencia de acuerdos políticos coadyuva al 
buen funcionamiento de la democracia, ya sea 
que se logren dentro de un partido que acude 
como bancada al parlamento, o como fruto de 
distintas coaliciones que se formen entre gru-
pos políticos. De hecho, los acuerdos previos, 
es decir, las posiciones de partido, de bancada 
o de coalición, facilitan el que las decisiones 
congresionales se adopten de manera oportu-
na siguiendo criterios de orden colectivos y no 
individuales.

(…) Tales acuerdos, por supuesto, no pue-
den estar dirigidos a suplir o eliminar el deba-
te parlamentario. En ese sentido, los acuerdos 
previos se orientan a imprimirle unidad y co-
herencia a la actividad política de las distintas 
bancadas, pero en ningún caso a impedir que 
se brinde a los congresistas la oportunidad de 
debatir y a que éstos expresen sus puntos de 
vista cuando esa es su voluntad.” 

Otro ejemplo que da cuenta de la posibili-
dad legal de que el sentido del voto de cada 
Congresista sea conocido, no solamente por 
los miembros de su bancada, sino, además, por 
los miembros de otras, surge de la hipótesis a la 
que alude la Señora Procuradora Delegada en 
su concepto de fondo. Se trata de aquel even-
to que tiene lugar cuando, en el marco de un 
proceso de elección, una determinada bancada 
ejerce el derecho de postular un candidato (ar-
tículo 3° de la Ley 974 de 2005), pues es de 

esperarse que los miembros de la bancada pos-
tulante apoye con los votos de sus miembros al 
candidato presentado por ella.

De acuerdo con el análisis precedente es po-
sible concluir que, bajo el régimen de banca-
das, el sentido del voto de cada Congresista no 
puede tener el carácter de secreto en todos los 
eventos, pues es de la esencia de ese régimen 
que el sentido o forma en que el voto indivi-
dual será depositado sea previamente conoci-
do, al menos, por los miembros de la bancada 
respectiva y, eventualmente, por los miembros 
de las demás bancadas involucradas. Se llega a 
esa conclusión en consideración a los acuerdos 
que, de manera previa a la votación, exige la 
efectiva aplicación del régimen de bancadas. 

Ahora bien, la compatibilidad del régimen 
de bancadas con el sistema de votación secreta 
es susceptible de análisis desde otro punto de 
vista, que a continuación se expone. 

Se recuerda que la reforma constitucional 
introducida mediante el Acto Legislativo 01 
de 2003 permite que los estatutos internos de 
los partidos y movimientos políticos puedan 
“establecer sanciones por la inobservancia de 
sus directrices por parte de los miembros de las 
bancadas” (artículo 108 de la Constitución Po-
lítica). Precisamente, en atención a esa habilita-
ción de la norma superior, el legislador dispuso 
que quien estando obligado a actuar conforme 
a la decisión adoptada por su bancada, no lo 
hiciere, “quedará sujeto a las sanciones previs-
tas por los estatutos del partido o movimiento 
político para la violación del régimen de ban-
cadas” (artículo 4° de la Ley 974 de 2005). 

De manera que, para no hacer ilusorio el ré-
gimen de bancadas, la reforma constitucional 
y la ley que la desarrolla son explicitas en or-
denar a los partidos y movimientos políticos la 

-
cionamiento de sus bancadas y los mecanismos 
para la coordinación de sus decisiones dentro 
de las corporaciones públicas” (artículo 4° de 
la Ley 794 de 2005), al tiempo que les permite 
“establecer las sanciones por la inobservancia 
de sus directrices por parte de los miembros de 
las bancadas” (artículo 108 de la Constitución 
Política).

En ese orden de ideas, encuentra la Sala 
que, para efectos de concluir en la ocurrencia 
del hecho objetivamente censurado y, por esa 
vía, en la imposición de la sanción personal a 
que haya lugar, es necesario que la actuación 
concreta sometida a examen se haya adelanta-
do de modo tal que permita a todas las ban-
cadas involucradas establecer con la certeza 
debida, no sólo la inobservancia de sus respec-
tivas directrices, sino, principalmente, cuáles 
de sus miembros incurrieron, por cuenta de 
esa inobservancia, en violación del régimen de 
bancadas.

La reforma constitucional concibió la actua-
ción en bancada como un deber de inexcusable 
observancia de los miembros de las corpora-
ciones públicas elegidos por un mismo partido 
o movimiento político o ciudadano y, bajo ese 
entendido, señaló que el incumplimiento de tal 

obligación es asunto que puede ser objeto de san-
ción por los partidos y movimientos políticos, 
de acuerdo con su propio régimen disciplinario. 
Es claro, entonces, que el régimen de bancadas 
exige de las corporaciones públicas la adecua-
ción de su funcionamiento interno, no sólo para 
garantizar a todas las bancadas que podrán ac-
tuar como tales “en los términos que señale la 
ley y de conformidad con las decisiones adopta-
das democráticamente por estas”, sino, además, 

implique la inobservancia de las directrices de 
bancada y, por esa vía, la imposición de las san-
ciones disciplinarias a que haya lugar. 

Siendo claro, entonces, que la comprobación 
del acatamiento dado a las directrices de una 
bancada es una actividad que el ordenamiento 
permite a los partidos y movimientos políticos 
-en cuanto los faculta expresamente para san-
cionar disciplinariamente el desacato de esas 
directrices-, es igualmente evidente que, en la 
práctica, el régimen de bancadas obliga a las 
corporaciones públicas a adoptar sistemas de 

-
cicio del voto individual, las actuaciones que 
impliquen el desconocimiento de ese régimen 
por parte de los miembros de las bancadas que, 
de conformidad con la ley y los estatutos de su 
partido, estén obligados a actuar bajo la direc-
triz de su bancada. En otras palabras, el nuevo 
régimen obliga a que, en las materias en que sea 
imperativo actuar como bancada, la actuación 
concreta se adelante de modo tal que el partido 
o movimiento político involucrado pueda co-
nocer el sentido en que votó cada Congresis-
ta de su bancada, pues sólo de esa forma será 
posible determinar y sancionar, si es del caso, 
la inobservancia de una determinada directriz 
de bancada en el adelantamiento de la votación 
examinada.

Descendiendo así en el análisis y atendien-
do el planteamiento de la Señora Procuradora 
Delegada, se tiene que el sistema de votación 
secreta, esto es, aquel que, según el Regla-

la forma como vota el Congresista” (artículo 
131 de la Ley 5ª de 1992), no resulta adecua-
do, sino, por el contrario, incompatible con el 
modelo de debate que exige la nueva regla de 
funcionamiento de las corporaciones públicas 
para aquellos eventos en que el voto de cada 
Congresista deba emitirse de acuerdo con la 
directriz que al respecto le impuso la bancada 
correspondiente.

Lo anterior, al menos por dos razones que 
sintetizan lo expuesto. De un lado, porque bajo 
las reglas del nuevo régimen se garantiza que 
todas las bancadas actúen en grupo y coordina-
damente y ello supone, en la etapa previa a la 
votación, el conocimiento de la forma como vo-
tará cada Congresista, al menos por parte de sus 
compañeros de bancada y, eventualmente, por 
las demás bancadas (v. gr. en caso de coaliciones 
entre bancadas o cuando, en materia electoral, la 
bancada ha ejercido el derecho de postular can-
didatos). Y, de otro, porque el régimen de ban-
cadas, al permitir a los partidos y movimientos 
políticos sancionar la inobservancia de las di-10 Sentencia C-1041 de 2005.
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rectrices de sus bancadas, supone que el debate 
al interior de la corporación pública se adelante 

-
tivamente, el sentido del voto individualmente 
emitido por cada Congresista corresponde a lo 
acordado colectivamente por su bancada.

La Sala no desconoce la hipótesis que -de 
conformidad con la ley, los estatutos de los 
partidos o movimientos políticos involucrados 
y el reglamento interno de la respectiva corpo-
ración pública- tiene lugar cuando, en el marco 
de un determinado debate, sólo algunos de los 
miembros de la corporación están obligados a 
actuar como bancada, mientras que los demás 
pueden hacerlo mediante el sistema de votación 
secreta. Así puede ocurrir cuando, por ejemplo, 
se debate un asunto de conciencia cuyo sistema 
de votación fue regulado de modo diferente en 
los estatutos de cada uno de los partidos invo-
lucrados (algunos lo eximieron del régimen de 
bancadas y otros no) y que, de acuerdo con las 
normas del reglamento interno de la corpora-
ción, deba votarse secretamente por quienes se 
entienden no sometidos, en ese asunto, a direc-
triz alguna de su bancada. 

De manera que las corporaciones públicas 
están obligadas a adecuar su funcionamiento 
interno, no sólo para permitir a todas las ban-
cadas que puedan actuar como tales, sino, ade-
más, para garantizar el principio del secreto del 
voto en aquellos eventos en que sólo algunos 
de los miembros de la corporación están obli-
gados a actuar como bancada, mientras que los 
demás pueden hacerlo mediante el sistema de 
votación secreta.

Es claro, entonces, que la aplicación del régi-
men de bancadas, en los asuntos cuya observan-
cia es obligatoria y general, supone una dinámi-
ca al interior de las corporaciones públicas que 
no resulta compatible con el sistema de votación 
secreta que prevé el Reglamento del Congre-
so, pues, dado que ese sistema no hace posible 

se advierte de qué forma su utilización pueda 
garantizar la efectiva actuación como bancada y, 
mucho menos, permitir al partido o movimiento 
político sancionar la inobservancia de una deter-
minada directriz de bancada. 

Por tanto, ante la evidente contradicción que 
se advierte entre el sistema de votación secreta 
previsto en el Reglamento del Congreso para 
el ejercicio de la función electoral a cargo de 
esa corporación pública y el régimen de ban-
cadas al cual se encuentra sometido el ejercicio 
de esa función por así disponerlo una norma 
constitucional posterior, concretamente, el artí-

artículo 2° del Acto Legislativo 01 de 2003, la 
conclusión no puede ser otra que la de entender 
que la regla de procedimiento contenida en los 
artículos 131, literal a) y 136, numeral 2°, de la 
Ley 5ª de 1992 no resulta aplicable en materia 
de elecciones a cargo del Congreso. 

Precisado lo anterior y para retomar el or-
den de ideas propuesto, la Sala concluye que, 
en este caso el asunto decidido mediante el 

acto acusado (elección del Secretario de la Co-
misión Primera Constitucional Permanente de 
la Cámara de Representantes para el período 
2006 a 2010) corresponde al ejercicio de la 
función electoral y, por tanto, es de aquellos no 
excluidos de la regla general de funcionamien-
to de las corporaciones públicas que obliga a 
los elegidos por un mismo partido o movimien-
to político o ciudadano a actuar como bancada 

por el artículo 2° del Acto Legislativo 01 de 
2003, y Ley 974 de 2005).

Y, como quiera que el proceso de votación 
que culminó con el acto de declaratoria de elec-
ción acusado debía someterse a la directriz que 
impusiera cada bancada involucrada, es eviden-
te que dicha votación no podía adelantarse con 
sujeción al sistema de votación secreta previsto 
en los artículos 131, literal a) y 136, numeral 2, 
de la Ley 5ª de 1992, por ser ese sistema abierta-
mente incompatible con los requerimientos mí-
nimos del modelo de debate que exige la aplica-
ción efectiva del régimen de bancadas.

En esta forma, no siendo aplicables al caso 
las normas que el demandante considera vio-
ladas por el acto de declaratoria de elección 
acusado, no es posible concluir en la nulidad 
que solicita con fundamento en lo dispuesto en 
tales preceptos. 

Por tanto, este cargo no prospera.

Sostiene el demandante que el acto de de-
claratoria de elección desconoce el principio 
de perentoriedad de los términos, previsto en 
el artículo 136, numeral 1, de la Ley 5ª de 1992 
para todo procedimiento de elección que se 
adelante en el seno del Congreso.

El demandante concluye en la violación de 
ese principio por razón de dos acontecimientos 
que, según plantea, ocurrieron en desarrollo 
del proceso electoral cuestionado y que, a su 
juicio, lograron viciar de nulidad el acto de de-
claratoria de elección acusado. 

De un lado, por la interrupción que tuvo 
lugar una vez cerrada la etapa de postulacio-

reglamento, en ese estado del proceso sólo era 
posible disponer la inmediata designación de 
la comisión escrutadora, máxime si se advierte 
que para ese momento de la sesión se contaba 
con el quórum decisorio requerido para elegir. 
Y, de otro, por la decisión de reabrir la etapa de 
postulaciones, la cual se entendía debidamente 
concluida.

Al respecto, el demandado respondió que la 
cuestionada reapertura del período de postula-
ciones no es una actuación censurable, pues, 
además de que a su juicio, tal decisión encuen-
tra respaldo en las facultades que son propias 
de las Comisiones Constitucionales o Legales 
de la Cámara de Representantes, advierte que 
se trató de una medida adoptada por la mayo-
ría, en procura de los intereses de la Corpora-
ción, al constatarse “que el candidato elegido 
conservaba mejores requisitos y calidades para 
un mejor desempeño del cargo a proveer”.

Así las cosas, corresponde a la Sala exami-
nar si el acto de declaratoria de elección acu-
sado se expidió con violación del principio de 
perentoriedad del proceso que, según el de-
mandante, surge de lo dispuesto en el artículo 
136, numeral 1, de la Ley 5ª de 1992, cuyo te-
nor literal vuelve a transcribirse:

 En las elecciones que se efectúen en 
las Corporaciones Legislativas se adelantará el 
siguiente procedimiento:

1. Postulados los candidatos, el Presidente 
designará una Comisión Escrutadora.

(…)”
El debido proceso comprende una serie de 

garantías que establecen reglas mínimas sus-
tantivas y procedimentales para adelantar las 
actuaciones judiciales y administrativas, por 

de otros derechos e intereses de las personas 
vinculadas a los procedimientos. En otras pa-
labras, compendia todo el cúmulo de garantías 
sustanciales y procesales que regulan la activi-
dad jurisdiccional y administrativa. Ello es así 
porque el derecho al debido proceso pretende 
satisfacer todos los requerimientos, condicio-
nes y exigencias necesarios para garantizar la 
efectividad del derecho material. 

Y ocurre que la violación del debido proceso 
en la expedición de un acto administrativo even-

vicio de expedición irregular que, según el artí-
culo 84 del Código Contencioso Administrativo, 
constituye una causal genérica de nulidad de los 
actos administrativos, incluidos los de elección 
o nombramiento. Ciertamente, dicho vicio co-
rresponde a aquel referido a las irregularidades 
sustanciales que tengan lugar en la expedición 
del acto, vale decir, el que se presenta cuando 
el acto se expide omitiendo las formalidades y 
trámites del caso que resulten determinantes en 

-
cedencia, por irregularidad sustancial en la ex-
pedición de un acto declarativo de elección o 
de nombramiento se entiende aquella capaz de 

-
cia del proceso de selección o electoral de que se 
trate, en cuanto afecta de manera determinante 
el resultado del mismo.

-
bido proceso puede dar lugar a la expedición 
irregular del acto administrativo de designa-
ción dependiendo de la trascendencia de la 
irregularidad procesal que se advierta, es nece-

denunciado en este caso.
La consagración legal previa de un procedi-

miento de acción estatal se traduce en un requi-
sito necesario para impedir que esa acción se 
determine o reduzca al arbitrio de la autoridad 
encargada de llevarla a cabo.

Precisamente, uno de los componentes 
propios del debido proceso es la previa deter-
minación de las reglas que se han de seguir en 
las actuaciones procesales, lo cual garantiza 
la igualdad ante la ley de quienes se someten 
a la justicia o a la administración y asegura la 
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imparcialidad de la autoridad al sustraerla de 
la arbitrariedad. 

En ese mismo sentido, uno de los elementos 
que conforma el debido proceso administrativo 
es el relacionado con el respeto, a lo largo de 
toda la actuación administrativa, de las reglas 
de procedimiento a las cuales dicho trámite se 
debe someter. En efecto, si de reducir el mar-
gen de arbitrariedad se trata, resulta reprocha-
ble que quien adelanta un trámite con apoyo en 
unas determinadas reglas jurídicas a las cuales 

-
da, continuarlo con sujeción a otras diferentes 
o desconocerlo de manera caprichosa. Y se dice 

-
zonables o desproporcionados.

Es posible entender entonces, que la ga-
rantía a que se ha hecho referencia permite un 
mínimo de estabilidad y de seguridad jurídica 
en el trámite administrativo al impedir a las 

procedimiento adelantado o por adelantar, se-

del administrado no se genera únicamente por 
la convicción de la apariencia de legalidad de 
una actuación, sino por la seguridad de que di-
cha actuación se ampara en unas determinadas 
reglas procesales a las cuales tanto él como la 
administración deben someterse.

Entonces, se entiende que se viola ese com-
ponente del debido proceso cuando, por ejem-
plo, luego de que una autoridad adelanta una 
actuación de la cual se puede deducir que ha 
seguido una determinada regla procesal pre-
existente, procede de manera unilateral e injus-

lo actuado de conformidad con ella y resuelve 
obrar caprichosamente, de acuerdo con la mo-

-
za legítima que se genera en los administrados 

de las actuaciones administrativas, pues tal 
-

den jurídico y a la imposibilidad de introdu-
cir correctivos cuando quiera que se presenten 
irregularidades subsanables en sede adminis-
trativa. De hecho, si la función administrativa 
debe desarrollarse conforme a los principios 
constitucionales, en particular los atinentes a 
la moralidad, responsabilidad y transparencia 
(artículo 3° de la Ley 489 de 1998), lo lógico es 
que las autoridades estén obligadas a corregir, 
en el marco de sus competencias, las actuacio-

de garantizar los derechos de los administra-
dos. Se aclara, entonces, que lo reprochado por 

fundamento legal que se introduzcan al proce-

razonable que pretendan variar una posición 

Precisado lo anterior, para la Sala es claro 
-

pedición irregular del acto de declaratoria de 

elección acusado, pues el cambio introducido 
súbitamente en las reglas del procedimiento de 
elección por razón de la indebida reapertura de 
una etapa del mismo, hace evidente la viola-
ción del debido proceso que orienta toda actua-
ción administrativa.

Las razones de esa conclusión surgen del 
análisis de lo ocurrido en el trámite que culmi-
nó con la expedición del acto de declaratoria de 
elección acusado. Tal análisis es el siguiente:

Sesión del martes 1° de agosto de 2006. 
Acta número 01 de 2006, publicada en la Ga-
ceta número 279 del 9 de agosto de ese año:

1. El Presidente de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente dio comienzo a la 
evacuación del cuarto punto del Orden del Día 
-destinado a la elección del Secretario de la Co-
misión-, abriendo el período de postulaciones 
con los voceros de cada una de las bancadas. 

2. Fue así como el Representante Odín Sán-
chez Montes de Oca, de la bancada del Par-
tido de Unidad Nacional, postuló a la Señora 
Melania Valois Lozano. A tal postulación se 
adhirieron los Representantes Pedrito Tomás 
Pereira Caballero, de la bancada del Partido 
Conservador Colombiano, y Carlos Fernando 
Motoa Solarte, de la bancada del Partido Cam-
bio Radical. 

3. A su turno, el Representante David Luna 
Sánchez, de la bancada del Movimiento por el 
País que Soñamos, postuló al Señor Emiliano 
Rivera Bravo. A tal postulación se adhirieron 
los Representantes Jorge Luis Caballero Ca-
ballero, de la bancada del Partido Apertura Li-
beral, Germán Navas Talero, del Partido Polo 
Democrático, y Carlos Arturo Piedrahíta Cár-
denas, del Partido Liberal Colombiano.

-
ción, el Representante Carlos Arturo Piedrahíta 
Cárdenas solicitó al Presidente de la Comisión 
que informara “si los candidatos que se han pre-
sentado en el día de hoy, han sido acreditados 
de conformidad con la Ley 5ª del 92 y cumplen 
los requisitos que se señalan en la norma, para 
fungir en el cargo de Secretario”.

5. Sin haberse declarado el cierre de la etapa 
de postulaciones, la inquietud planteada por el 
Representante Carlos Arturo Piedrahíta Cárde-
nas suscitó una discusión en punto a la existen-
cia del informe de la Comisión de Acreditación 
Documental sobre la acreditación, por parte de 
los candidatos, de las calidades exigidas para el 
cargo por proveer. 

6. En el marco de esa discusión surgieron 
dos propuestas. De un lado, la de suspender el 
período de postulaciones y, de otro, la de ce-
rrarla. Tales propuestas fueron sometidas a vo-
tación, resultando ganadora la segunda, lo que 
permitió que, una vez cerrada la etapa de pos-
tulaciones, el Presidente decretara un receso de 
veinte minutos.

En criterio de esta Sala, el resultado de tal 
votación generó, tanto para los aspirantes, como 

la etapa de postulaciones se había cerrado ese 
mismo día y, por tanto, que la actuación pro-

cesal siguiente era la de examinar la acredita-
ción de calidades de cada uno de los aspirantes 
postulados para, luego, proceder a la votación 
correspondiente. Así surge de la lectura del acta 
respectiva, en la que consta lo siguiente:

“La Presidencia concede el uso de la pa-
labra para una moción de orden al hono-
rable Representante Jorge Luis Caballero 
Caballero:

Presidente. Para preguntarle simplemente, 
¿ya está cerrado el campo de postulaciones?

Presidente:
Estoy diciendo que las dos postulaciones 

presentadas hasta el momento, porque no he-
mos cerrado las postulaciones, pero hay una 
inquietud muy importante presentada por el 
doctor Piedrahíta que debe ser despejada, que 
es referente a la acreditación (…)

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Representante Jorge Luis Caba-
llero Caballero para una moción de orden:

Presidente, la pregunta se la formulo por-
que para pasar al tema de las acreditaciones es 
bueno que cierre el campo de las postulaciones 
y continúe determinando si todos los candi-
datos que se postularon se acreditaron porque 
de pronto una vez usted consulte el reglamen-
to aparece otra postulación, entonces dele la 
oportunidad a cualquiera de los miembros de la 
Comisión para que postulen otro nombre. (…)

El Señor Presidente da el uso de la pala-
bra al honorable Representante Odín Hora-
cio Sánchez Montes de Oca:

(…) De manera tal señor Presidente, que 

que leyó el secretario a ver de qué manera se le 
busca una solución a este impasse o se llame en 
su defecto, se llame a la Secretaría ad-hoc de 
la comisión de acreditación y documentación 
a ver qué sucede con este asunto de la acredi-
tación.

El Señor Presidente otorga el uso de la 
palabra a la honorable Representante Ros-
mery Martínez Rosales:

(…) Yo pido señor Presidente, con la venia 
suya y de los compañeros que nuevamente los 
partidos nos reunamos y como lo dijeron los 
compañeros que me antecedieron, la persona 
que debe estar en la Comisión (…)

El Señor Presidente da el uso de la pala-
bra al honorable Representante Carlos En-
rique Soto Jaramillo:

Por el partido de Unidad Nacional y si me 
lo permite a nombre de la coalición le pido el 
favor de que declare un receso de unos diez mi-
nutos o quince minutos.

El Señor Presidente concede el uso de la 
palabra al honorable Representante Dixon 
Ferney Tapasco Triviño:

Gracias Presidente, yo considero con todo 
respeto Presidente viable lo del receso, pero 
primero sometamos a consideración la proposi-
ción del doctor Caballero, todavía están abier-
tas las postulaciones, entonces es procedente 
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cerrar postulaciones antes de declarar receso o 
antes de declarar una sesión informal.

Presidente:
Doctor, las postulaciones pueden quedar in-

cluso en este momento suspendidas, eso no lo 
dice en ninguna parte la norma, simplemente 
estamos tratando de darle garantías y en eso sí 
quiero ser totalmente claro, garantías a todas 
las personas que incluso aspiran porque si de 
pronto no ha llegado alguna acreditación de un 
aspirante de los que están postulados tengo que 
darle el tiempo para que ella tenga la oportu-
nidad de traer su información a la Comisión. 
(…)

Presidente:
Vamos a continuar con el período de postu-

laciones para efectos de cerrarlas, cerradas voy 
a ponerle orden aquí a la sesión.

Cerrado el período de postulaciones vamos 
a decretar un receso para efecto de que la per-
sona que no ha traído la acreditación tenga la 
oportunidad de presentarla ante la Secretaría y 
de esta manera obviar este impasse en que hoy 
nos encontramos.

Doctor Odín, la norma es expresa y hay que 
darle cumplimiento a la ley, por tal razón va-
mos a terminar con el periodo de postulacio-
nes, anuncio que se cierra el período de postu-
laciones.

Con la venia de la Presidencia interviene 
el honorable Representante Carlos Enrique 
Soto Jaramillo:

Le insisto señor Presidente, que no cierre 
las postulaciones y declare el receso señor Pre-
sidente, se lo solicito.

Presidente:
Vamos a someter a votación esta decisión, 

la Comisión es autónoma, sometamos a vota-
ción si suspendemos el período de postulacio-
nes o cerramos el período de postulaciones, se-
ñor Secretario por favor sírvase llamar a lista y 
anunciar el voto. (…)

Presidente:
La Comisión ha determinado cerrar el pe-

ríodo de postulación, dé los resultados claros 
señor Secretario, por favor. (…)

Presidente:
Para efecto de que se puedan reunir las ban-

cadas vamos a determinar un receso de veinte 
minutos cumpliendo con el procedimiento me-
diante el cual no podemos pasar más del tiem-
po indicado por la ley, así que decretamos un 
receso de veinte minutos en la Comisión”.

7. Según se desprende de lo consignado en 
el acta parcialmente transcrita, se tuvo a bien 
decretar un receso. 

A juicio de esta Sala y, contrario a lo soste-
nido por el demandante, dicho receso no com-
porta vicio de ilegalidad alguno en el proceso 
de elección cuestionado, pues ello encuentra 
fundamento en las normas del Reglamento del 

103, 108, 109 y 110 de la Ley 5ª de 1992).
8. Al cabo del mencionado receso se espe-

raba que al interior de las bancadas se hubiera 

logrado un acuerdo sobre la acreditación de las 
calidades por parte de los candidatos para, con 
fundamento en ese acuerdo, proceder a la vo-
tación correspondiente. De hecho, así lo enten-
dió el Presidente de la Comisión al momento 
de reanudar la sesión:

Sí señor Presidente, son las doce y veinti-
cinco de la tarde.

Presidente:
Les hago el llamado por favor a los miem-

bros de la Comisión que no se encuentran pre-
sentes en el recinto por favor acercarse a efecto 
de reanudar la misma y ubicarse en sus respec-
tivas curules.

Cerradas las postulaciones entramos en el 
proceso de votación”.

9. Reanudada así la sesión se suscitó una 
nueva discusión que puso en evidencia la falta 
de claridad acerca de la acreditación de las ca-
lidades por parte de los candidatos. 

10. En procura de esa claridad, el Presidente 
solicitó al Secretario dar lectura del informe de 
la Comisión de Acreditación Documental. Fue 
así como se leyó la comunicación enviada por 
esa Comisión el 31 de julio de 2006 y recibida 
el mismo día de la sesión a las 9:00 a.m., en 
la que consta “el listado de personas que por 
cumplir con los requisitos y calidades exigidas 
por la Constitución y la Ley para desempeñar 
el cargo de Secretario de esa Comisión están 
debidamente acreditadas”.

que muchos hicieran notorio el hecho de que 
la candidata Melania Valois Lozano no apare-
ciera en la lista leída, se votó la proposición de 
aplazamiento de la sesión, la cual resultó apro-
bada. Se dispuso, así, aplazar la elección para 
el 8 de agosto siguiente. 

Ese aplazamiento, por sí solo, no comporta 
vicio de ilegalidad alguno, pues esa determina-
ción encuentra fundamento en las normas del 

-
ra (artículos 107 y 110 de la Ley 5ª de 1992).

Sesión del martes 8 de agosto de 2006. Acta 
número 02 de 2006, publicada en la Gaceta nú-
mero 306 del 22 de agosto de ese año:

Llegado el momento de evacuar el cuarto 
punto del día, reservado para la elección de Se-
cretario de la Comisión, el Presidente puso en 
conocimiento la solicitud de los miembros de 
la bancada del Partido Conservador de aplazar 
la sesión para el día siguiente. Votada esa soli-
citud, la misma fue aprobada.

Sesión del miércoles 9 de agosto de 2006. 
Acta número 03 de 2006, publicada en la Gaceta 
número 306 del 22 de agosto de ese año:

1. Reanudado el proceso de elección de Se-
cretario de la Comisión, los Representantes 
Carlos Fernando Motoa Solarte, Carlos Enri-
que Soto Jaramillo, Nicolás Uribe Rueda, Ka-
rime Motta, Sandra Ceballos Arévalo y Miguel
Angel Rangel Sosa propusieron reabrir las pos-
tulaciones correspondientes a tal elección. Las 

razones de esa proposición se expusieron en 
los siguientes términos, que subraya la Sala:

“La Presidencia concede el uso de la pa-
labra al honorable Representante Carlos 
Fernando Motoa Solarte:

Presidente. Yo creo que la proposición ha 
sido clara en el sentido de poner en conside-
ración de la Comisión Primera la posibilidad 
de reapertura de las postulaciones a candidatos 
para ocupar la Secretaría de la Comisión. 

La Ley 5ª en su contenido posibilita esa ac-
ción y creemos que para darle mayor transpa-
rencia, mayor oportunidades [sic] a un número 
importante de ciudadanos, sea tenida en cuenta 
esa proposición que radiqué oportunamente en 
la Secretaría de la Cámara. (…)

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Carlos En-
rique Soto Jaramillo:

Gracias señor Presidente. En esta corpo-
ración tiene dinámica y cuando estábamos la 
reapertura de las postulaciones, lo estamos ha-
ciendo basados en el artículo 94 que dice cla-
ramente que se abren los debates, cuando los 
abre el Presidente y se cierran cuando terminan 
las votaciones.

Las votaciones entonces no se han llevado 
a cabo, que además de eso el artículo 73 del 
Código Contencioso Administrativo, dice cla-
ramente que siempre podrán revocarse parcial-
mente los actos administrativos en cuanto sea 
necesario para corregir simples errores, aquí lo 
que estamos haciendo honorables Representan-
tes, es precisamente corrigiendo si hay algunas 
equivocaciones para que las cosas salgan como 
deben de salir y como deben de funcionar en 
esta corporación.

Tenga la absoluta seguridad doctor Navas 
Talero, que quien vaya a ser elegido en esta 
corporación secretario o secretaria, va a llenar 
los requisitos y obviamente la misión es que él 
y todos nosotros o ella y todos nosotros cum-
plamos con los deberes que nos corresponde y 
estamos acudiendo no al margen de la ley sino 
precisamente en cumplimiento de la ley. (…)

La Presidencia concede el uso de la palabra 
para un derecho a réplica al honorable Repre-
sentante Carlos Enrique Motoa Solarte:

Presidente sin discursos. La proposición 
que ha presentado Cambio Radical y que ha 
presentado el Partido de la U., no tiene ninguna 
connotación de inconstitucional, ni de ilegal.

Aquí lo único que se ha querido y va a ser 
sometido a votación, es que se reabra la posi-
bilidad de que candidatos diferentes, quienes 
quieran postulen su hoja de vida, para que esta 
corporación en su sabiduría elija a quien consi-
deramos tiene las calidades para ser el Secreta-
rio de la Comisión.

Aquí no hay nada por fuera de la normati-
vidad, la Ley 5ª no prohíbe expresamente ni la 
Constitución, ni ninguna de las normas que nos 
podría obligar por tema de analogía, a que re-
abramos un debate que se cerró en su oportuni-
dad, porque creo si la memoria no me falla, en 
aquella época había candidato único y lo que 
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queremos aquí es que haya mayores… oportu-
nidades, que todas las personas que quieran se 
presenten, los acreditados en la lista, los dieci-
séis que mencionaba el Representante Tapas-
co y los demás y creo que esta Corporación ha 
sido garantista y lo seguirá siendo en los cuatro 
años que estemos aquí ocupando nuestra curul. 
Muchas gracias. (…)

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Jorge Luis 
Caballero Caballero:

(…) yo sí creo que el tema de la reapertura 
de las postulaciones es viable, y es viable por 
cuanto de la misma manera como fue cerra-
da ese campo de postulaciones es soberana la 
Corporación para que en sus mayorías decida 
revocar esa decisión (…)

El señor Presidente da el uso de la pala-
bra al honorable Representante Álvaro Mo-
rón Cuello:

(…) es evidente que no existe una norma 
expresa de que prohíba la reapertura de estas 
postulaciones y es un principio de derecho de 
que todo lo que no esté expresamente prohi-
bido está legalmente permitido y es evidente 
también de que en este momento como lo decía 
nuestro compañero el doctor Caballero, esta 
Comisión es soberana de tomar una decisión 
en el sentido de que pueda reabrirse las pos-
tulaciones y la citación que hacía de la norma 
nuestro colega, el doctor Luna, en el sentido de 
que el artículo 136 si mal no estoy allí señala 
de que hechas las postulaciones, la Presidencia 
integrará la Comisión Escrutadora y aquí no se 

-
ca de que todavía estamos dentro del trámite y 
la posibilidad de reabrir el tema de las postu-
laciones.

Otra cosa distinta sería si al llegar con nue-
vos postulados, esos postulados no estuvieran 
acreditados, aquí puede haber acuerdos políti-
cos, pero indudablemente por encima de esos 
acuerdos políticos está la ley y está la Constitu-
ción y si la Constitución y la ley no nos prohíbe 
expresamente de que podamos reabrir esta pos-
tulación, indudablemente yo creo que es viable 
de que entremos a votar (…)

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Jorge Hum-
berto Mantilla Serrano:

(…) yo hasta tanto no vea una norma expre-
sa que prohíba la reapertura, no veo que se esté 
violando ninguna norma, aquí se han cambiado 
verbos rectores, como decir que se revoquen 
actos administrativos y demás (…)”

2. En desarrollo del debate que tal propo-
sición suscitó, el Representante Odín Sánchez 
Montes de Oca intervino para señalar que “La 
Señora Melania Valois Lozano fue acreditada 
debidamente por la Comisión de Acreditación 
y Documentación a las dos y treinta de la tarde 
del día lunes; la elección se está haciendo en 
el día de hoy; luego entonces el vicio que fue 
notorio en ese momento quedó subsanado”.

3. Sometida a votación la proposición men-
cionada, se aprobó la reapertura de la etapa de 
postulaciones.

4. Fue así como el Representante Carlos En-
rique Soto Jaramillo, de la bancada del Parti-
do de Unidad Nacional, postuló al señor César 
Augusto Domínguez Ardila. Posteriormente, 
el Representante Roy Leonardo Barreras Mon-
tealegre, de la bancada del Partido Cambio 
Radical, se adhirió a la anterior postulación. 
Finalmente, el Representante Germán Navas 
Talero, de la bancada del Partido Polo Demo-
crático, postuló nuevamente al Señor Emiliano 
Rivera Bravo.

5. En desarrollo de la reabierta etapa de pos-
tulaciones, el Subsecretario de la Comisión in-
formó que “El día 1° de agosto del año 2006, 
según el Acta número 1 se leyó la respectiva 
acta de la comisión de acreditación donde cer-

Emiliano Rivera Bravo y posteriormente en 
horas de la tarde fue traída la acreditación de 
la doctora Melania Valois Lozano; están debi-
damente acreditados por la Comisión de Acre-
ditación y Documentación de la honorable Cá-
mara de Representantes (…) son los tres que 
están acreditados más los dieciséis que fueron 
leídos en la sesión del día 1° de agosto”.

6. Concluidas las intervenciones, en sesión 
informal, de dos de los candidatos, se dio ini-
cio al proceso de votación, al cabo del cual fue 
elegido al señor César Augusto Domínguez 
Ardila como Secretario de la Comisión Prime-
ra Constitucional Permanente de la Cámara de 
Representantes.

Así las cosas, advierte la Sala que, con oca-
sión de la decisión de reabrir la etapa de pos-
tulaciones se desconoció, sin fundamento legal 
válido, el cierre de ese etapa procesal decreta-
do en la sesión del 1° de agosto de 2006.

En efecto, se entiende que dicha decisión 
es ilegal, por cuanto, además de que no existe 
norma jurídica que la permita de modo expreso 

a la conclusión expuesta-, ocurre que los moti-
vos tenidos en cuenta para disponer la apertura, 
por segunda vez, de una etapa ya concluida del 

razonable, esa determinación. 
A continuación, se analizan tales argumentos.
En cuanto al planteamiento de la ausencia 

de norma constitucional o legal que prohíba 
expresamente la reapertura de la etapa de pos-
tulaciones (intervenciones de los Representan-
tes Alvaro Morón Cuello y Jorge Humberto 
Mantilla Serrano), considera la Sala que dicho 
argumento no es de recibo, como tampoco lo es 
aquel, relacionado con el anterior, en virtud del 
cual se plantea que la Comisión electora “es 
soberana de tomar una decisión en el sentido 
de que puedan reabrirse las postulaciones”.

Lo anterior, por cuanto, de acuerdo con el 
principio de legalidad, propio del Estado So-
cial de Derecho, toda competencia ejercida por 
las autoridades públicas debe estar previamen-
te señalada en la ley, de modo tal que será la ley 
y no el arbitrio de la autoridad quien determi-
ne el trámite a seguir para la adopción de una 
determinada decisión administrativa (artículos 
6°, 122 y 123 de la Constitución Política). 

Precisamente, una de las manifestaciones 
del debido proceso administrativo es la exigen-
cia de una regulación jurídica que de manera 
previa a la actuación estatal limite los poderes 
del Estado y establezca las garantías de pro-
tección a los derechos de los administrados, 
de modo que ninguna de las actuaciones de las 
autoridades públicas dependa de su propio ar-
bitrio, sino que se encuentren sujetas siempre a 
los procedimientos señalados en la ley. 

-
ra de la etapa de postulaciones en el marco de 
un proceso de elección a cargo del Congreso 
es una actuación que encuentra respaldo en lo 
dispuesto en el artículo 94 de la Ley 5ª de 1992 
(intervención del Representante Carlos Enri-
que Soto Jaramillo), pues, además de que di-
cho artículo no contiene norma expresa en ese 
sentido, lo evidente es que nada prevé sobre la 
forma como se deben adelantar las etapas de un 
proceso de elección. 

señalar los límites de lo que, en términos gene-
rales, se conoce como debate, en los siguientes 
términos:

“El sometimiento a discusión de cualquier 
proposición o proyecto sobre cuya adopción 
deba resolver la respectiva Corporación, es lo 
que constituye el debate. El debate empieza al 
abrirlo el Presidente y termina con la votación 
general”. Nótese, entonces, que la disposi-
ción transcrita no habilita, en modo alguno, la 
reapertura de la etapa de postulaciones en el 
marco de un proceso de elección a cargo del 
Congreso.

Otro planteamiento alegado es aquel según 
el cual, mientras no se haya integrado la co-

votación a que haya lugar, es posible reabrir 
la etapa de postulaciones (intervención del Re-
presentante Alvaro Morón Cuello). 

Al respecto, se recuerda que la norma con-
tenida en el numeral 1° del artículo 136 de la 
Ley 5ª de 1992 ordena que “Postulados los 
candidatos, el Presidente designará una comi-

concluida la etapa de postulaciones, el paso si-
guiente en el trámite electoral es la designación 
de la comisión escrutadora. 

Aceptar que, mientras no se haya designado 
la comisión escrutadora, es posible la reaper-
tura de la etapa de postulaciones, implicaría 
desconocer, no sólo la interpretación que sur-
ge del tenor literal del citado numeral, sino la 
naturaleza preclusiva que el artículo 136 de la 
Ley 5ª de 1992 le imprime al procedimiento 
de elección a cargo del Congreso. Esa preclu-
sividad impone entender que cada etapa de ese 
procedimiento tiene una oportunidad clara-

vez se ha cumplido. 
Respecto de la pretendida corrección de erro-

-
abrir la etapa de postulaciones (intervención del 
Representante Carlos Enrique Soto Jaramillo), 
basta señalar que en ninguna de las intervencio-
nes de los proponentes de esa reapertura apare-



GACETA DEL CONGRESO  283 Jueves 14 de junio de 2007 Página 35

ce con claridad el señalamiento de los supuestos 
errores por corregir. Mucho menos que se trata-
ra de irregularidades de proporciones tales que 
obligara a reiniciar el procedimiento de elección, 
desconociendo el cierre de la etapa de postula-
ciones dispuesto en sesión de fecha anterior. 

Finalmente, otro de los motivos aludidos 
tiene que ver con el reparo planteado por algu-
nas bancadas en relación con el escaso número 
de aspirantes postulados (intervención del Re-
presentante Carlos Fernando Motoa Solarte). 

Al respecto, para la Sala es claro que el re-
-

ciente como para que se considerara necesario 
abrir una nueva etapa de postulaciones, que, di-
cho sea de paso, por la rapidez con que debía de-
sarrollarse -ante la inminencia del vencimiento 
del período del Secretario saliente-, de ningún 
modo podía garantizar mayores oportunidades 
a “un número importante de ciudadanos”, como 
se aseguró en su momento. De hecho, en la se-
gunda oportunidad dispuesta sólo se agregó un 
candidato a los postulados inicialmente. 

motivos acogidos mayoritariamente por la Co-
misión Primera Constitucional Permanente de 
la Cámara de Representantes para desconocer 
el cierre de la etapa de postulaciones dispuesto 
en la sesión del 1° de agosto en el marco del 
proceso de elección de Secretario de esa Comi-
sión, al ordenar en sesión posterior la reapertu-
ra de esa etapa del procedimiento.

-
troducida en el proceso de elección analizado 

cuales debió someterse ese trámite y, mucho 
menos, en los motivos alegados por los propo-

que la decisión adoptada en sesión de la Comi-
sión Primera Constitucional Permanente de la 
Cámara de Representantes en sesión del 9 de 
agosto de 2006, consistente en disponer la re-
apertura de la etapa de postulaciones, implicó 
la violación del debido proceso, en cuanto sin 
motivación válida, esa Comisión desconoció el 
cierre de esa etapa dispuesto por ella misma en 
sesión del 1° de agosto anterior.

Y ocurre que la anotada irregularidad en el 
procedimiento, en este caso, es sustancial, pues 
el acto de declaratoria de elección del señor 
César Augusto Domínguez Ardila como Secre-
tario de la Comisión Primera Constitucional 
Permanente de la Cámara de Representantes 
para el período 2006 a 2010, se expidió con 
fundamento en la etapa de postulaciones inde-
bidamente reabierta, dado que tal declaratoria 
no recayó en ninguno de los aspirantes cuya 
postulación tuvo lugar en la oportunidad debi-
da, sino, precisamente, en quien fue postulado 
inoportunamente.

Esa anomalía, por tanto, permite concluir en 
la expedición irregular del acto demandado, lo 
que obliga, de acuerdo con la señora Procura-
dora Delegada, a declarar la nulidad del acto 
de declaratoria de elección de César Augusto 
Domínguez Ardila como Secretario de la Co-
misión Primera Constitucional Permanente de 

la Cámara de Representantes para el período 
2006 a 2010, emitido en sesión de esa Comi-
sión que tuvo lugar el 9 de agosto de 2006, se-
gún Acta número 03 de esa fecha, publicada en 
la Gaceta del Congreso número 306 del 22 de 
agosto siguiente.

III. LA DECISION
Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala 

de lo Contencioso Administrativo, Sección 
administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la ley,
FALLA:

1. Declarase no probada la excepción de 
inepta demanda propuesta por el apoderado del 
demandado.

2. Declarase la nulidad del acto por medio 
del cual se declaró la elección del señor César 
Augusto Domínguez Ardila como Secretario 
de la Comisión Primera Constitucional Per-
manente de la Cámara de Representantes para 
el período 2006 a 2010, contenido en el Acta 
número 03 del 9 de agosto de 2006 de esa Co-
misión.

-
municaciones del caso, archívese el expediente.

Cópiese, notifíquese y cúmplase.
Presi-

denta.
-

gilio Almanza Ocampo, Secretario. 
Sentencia de Adición.

CONSEJO DE ESTADO 
SALA DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO
SECCION QUINTA

Consejero ponente: Darío Quiñones Pinilla
Bogotá, D. C., veintiséis (26) de abril de dos 

mil siete (2007).
Radicación:
11001-03-28-000-2006-00172-01
Actor: Andrés Mauricio Rodríguez Galeano
Expediente: 4120
Electoral
Procede la Sala a decidir sobre la adición y 

complementación de la sentencia dictada el 23 
de marzo de 2007, conforme a la solicitud for-
mulada por el apoderado del demandado César 
Augusto Domínguez Ardila.

I. ANTECEDENTES
El Señor Andrés Mauricio Rodríguez Ga-

leano, actuando en nombre propio y en ejerci-
cio de la acción pública de nulidad de carácter 
electoral, presentó demanda para solicitar la 
nulidad del acto por medio del cual se declaró 
la elección del Señor César Augusto Domín-
guez Ardila como Secretario de la Comisión 
Primera Constitucional Permanente de la Cá-
mara de Representantes para el período 2006 
a 2010. Y, como consecuencia de esa nulidad, 
solicitó que se ordenara a la Comisión Prime-
ra Constitucional Permanente de la Cámara de 
Representantes convocar a una nueva elección 
para Secretario de esa Comisión.

Esta Sala conoció en única instancia del 
proceso promovido mediante tal demanda y, 
por sentencia del 23 de marzo de 2007, cuya 
aclaración se solicita, resolvió lo siguiente:

“1. Declarase no probada la excepción de 
inepta demanda propuesta por el apoderado del 
demandado.

2. Declarase la nulidad del acto por medio 
del cual se declaró la elección del Señor César 
Augusto Domínguez Ardila como Secretario 
de la Comisión Primera Constitucional Per-
manente de la Cámara de Representantes para 
el período 2006 a 2010, contenido en el Acta 
número 03 del 9 de agosto de 2006 de esa Co-
misión.

-
nicaciones del caso, archívese el expediente”.

Dentro del término de ejecutoria de esa pro-
videncia y con fundamento en lo dispuesto en 
el artículo 311 del Código de Procedimiento 
Civil, el apoderado del demandado César Au-
gusto Domínguez Ardila presentó escrito para 
solicitar la adición y complementación de di-
cha decisión.

Considera que lo decidido por esta Sala no 
satisface plenamente la exigencia prevista en 
los artículos 170 del Código Contencioso Ad-
ministrativo y 304 del Código de Procedimien-
to Civil, según la cual la sentencia debe resolver 
sobre todas las pretensiones de la demanda. Y, 
en ese sentido, explica que la petición concreta 
que en este caso dejó de resolverse fue la de 
“convocar a una nueva elección para Secreta-
rio de la Comisión, período 2006 - 2010”.

II. CONSIDERACIONES
El artículo 311 del Código de Procedimien-

to Civil, aplicable al caso por expresa remisión 
del artículo 267 del Código Contencioso Ad-
ministrativo, señala que cuando la sentencia 
omita la resolución de alguno de los extremos 
de la litis, o de cualquier otro punto que de con-
formidad con la ley debía ser objeto de pro-
nunciamiento, será adicionada por medio de 
sentencia complementaria, dentro del término 

presentada en la misma oportunidad.
De manera que la posibilidad de adicionar la 

sentencia la admite la ley sólo para el evento en 
que el juez omita resolver alguno de los extre-
mos de la litis o de aspectos atinentes al proce-
so que deben ser objeto de pronunciamiento.

En este caso, advierte la Sala que la situa-
ción que en ese sentido plantea el solicitante, 
en realidad, no se presenta, según se explica a 
continuación.

En términos generales, en los procesos de 
nulidad son extremos de la litis todos aquellos 
cargos que se formulen para desvirtuar la pre-
sunción de legalidad del acto administrativo 
que se acusa. Ahora, en materia de procesos de 
nulidad de carácter electoral, los efectos que 
se desprendan de una decisión de nulidad de 
un acto de declaratoria de elección o de nom-
bramiento no constituyen un asunto que deba 
ser objeto de pronunciamiento por el juez de 
conocimiento, pues ese aspecto, por regla ge-
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autoridades encargadas de cumplir la sentencia 
judicial, de conformidad con las normas lega-
les que regulan la situación administrativa que 
surge de la declaración judicial de nulidad de la 
elección o del nombramiento. 

Y se dice que por regla general, dado que, 
en el caso de elecciones por voto popular la ley 
prevé que, por la prosperidad de determinadas 
causales objetivas de nulidad, al juez de cono-
cimiento le corresponde dar cumplimiento al 
fallo de nulidad rehaciendo parte de la actua-
ción administrativa para adecuarla al ordena-
miento jurídico.

En este último sentido, el artículo 247 del 
Código Contencioso Administrativo, señala lo 
siguiente:

-
Si como consecuencia de lo resuelto de-

biere practicarse por el tribunal o por el Consejo 
un nuevo escrutinio, se señalará en la misma 
sentencia día y hora para ello. Este señalamiento 
no podrá hacerse para antes del segundo día há-
bil siguiente al de la ejecutoria del fallo ni para 
después del quinto, contado en la misma forma. 

Estos términos podrán ampliarse pruden-
cialmente cuando para la práctica de la diligen-
cia fuere necesario allegar documentos que se 

-
pondrá solicitarlos de la autoridad, funcionario 
o corporación en cuyo poder se encuentren, a 

-
ble, bajo pena de multa de diez mil ($ 10.000) a 
cincuenta mil pesos ($50.000) por toda demora 

De manera que, como la decisión de nulidad 
adoptada en la sentencia cuya adición se soli-
cita no era de aquellas que obligara al juez de 
conocimiento a rehacer parte de la actuación 
administrativa correspondiente, no había lugar 
a emitir una decisión en relación con los efec-
tos de la nulidad declarada.

Tales efectos son, por tanto, asunto que co-
rresponde analizar a la Corporación que efec-
tuó la elección anulada, esto es, a la Cámara de 
Representantes, por intermedio de la Comisión 
Primera Constitucional Permanente, tenien-
do en cuenta las razones que se dieron en la 
sentencia para acceder a las pretensiones de la 
demanda.

En esta forma, la Sala negará la solicitud de 
adición y complementación de la sentencia.

IV. LA DECISION
Por lo expuesto, El Consejo de Estado, Sala 

de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Quinta,

RESUELVE:
Deniégase la solicitud de adición y comple-

mentación de la sentencia del 23 de marzo de 
2007, formulada por el apoderado del Señor 
César Augusto Domínguez Ardila, demandado 
en este proceso.

Cópiese y notifíquese.
Presiden-

ta, ausente con excusa. Reinaldo Chavarro 
-

Se-
cretario.

COMISION PRIMERA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

ACTA NUMERO 38 DE 2007
(29 de mayo )

Legislatura 2006-2007 (Segundo Periodo)
En Bogotá, D. C., el día martes, 29 de mayo 

de 2007, siendo las 11:43 de la mañana, se re-
unieron los miembros de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente de la Cámara de 
Representantes, en el recinto de sesiones de la 

formal a la sesión.
Por solicitud del señor Presidente, Tarqui-

no Pacheco Camargo, el señor Secretario de la 
Comisión Primera Constitucional Permanente, 
doctor Emiliano Rivera Bravo, procede con 

(como primer punto del Orden del Día).
Contestaron los siguientes Honorables 

Representantes: 
Arboleda Palacio Oscar
Carvajal Ceballos Jose Thyrone
Gómez Román Edgar Alfonso
Guerra de la Rosa Orlando Aníbal
Legro Segura River Franklin
Mantilla Serrano Jorge Humberto
Martínez Rosales Rosmery
Morón Cuello Alvaro
Navas Talero Carlos Germán
Pacheco Camargo Tarquino
Paredes Aguirre Myriam Alicia
Pereira Caballero Pedrito Tomás
Puentes Díaz Gustavo Hernán
Sanabria Astudillo Heriberto
Uribe Rueda Nicolás
Velez Mesa William
En el transcurso de la sesión se hicieron 

presentes los Honorables Representantes:
Avila Durán Carlos Enrique
Barreras Montealegre Roy Leonardo
Ceballos Arévalo Sandra
Córdoba Suárez Juan de Jesús
Durán Barrera Jaime Enrique
Giraldo Jorge Homero
Luna Sanchez David 
Motoa Solarte Carlos Fernando
Olano Becerra Germán Alonso
Piedrahíta Cárdenas Carlos Arturo
Pinillos Abozaglo Clara Isabel
Rangel Sossa Miguel Angel
Rivera Flórez Guillermo Abel
Sanchez Montes de Oca Odín Horacio
Silva Amín Zamir Eduardo
Soto Jaramillo Carlos Enrique
Tapasco Triviño Dixon Ferney
Con excusa los honorables Representantes: 
Mota y Morad Karime y Varón Cotrino 

Germán.
Señor Presidente, la Secretaría le informa 

que se ha constituido quórum deliberatorio.

Presidente: 
Sírvase leer el Orden del Día, señor Secre-

tario y someteremos a votación en el momento 
que se constituya quórum decisorio.

Secretario: 
Sí señor Presidente.

ORDEN DEL DIA
I

II

Invitados:
Doctor Ministro

de Agricultura y Desarrollo Rural,
Doctor Juan Francisco Lozano Ramírez, 

Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial.

Doctora Presi-
dente Sala Civil Corte Suprema de Justicia. 

Doctor Guillermo -
lez, Viceministro de Justicia.

Doctora  Superinten-
dente de Notariado y Registro.

Doctor Jairo Parra Quijano, Presidente Ins-
tituto Colombiano de Derecho Procesal.

Doctora  Regis-
tradora de Instrumentos Públicos y

Doctor  Presidente 
Colegio de Abogados.

Tema: 
 Proyecto de ley número 219 de 2007 Cá-

mara, 068 de 2006 Senado, por medio de la 

Proposición aprobada presentada por los 
honorables Representantes Carlos Arturo Pie-
drahíta, German Navas, Dixon Tapasco, Gui-
llermo Rivera, Oscar Arboleda, Jorge Homero 

III
Proyectos para Primer Debate 

para discusión y votación
1. Proyecto de ley número 219 de 2007 Cá-

mara, 068 de 2006 Senado, por medio de la 

Autor: honorablees Senadores: Germán
-

 y los honorables 
Representantes José Fernando Castro Caice-

 y otros.
Ponentes honorables Representantes: Edgar

-

Proyecto publicado: Gaceta número 288, 
355, 526 de 2006 y 30 de 2007.

Ponencia publicada: Gaceta número 168 de 
2007.

2. Proyecto de acto legislativo número 
235 de 2007 Cámara, por medio del cual se 
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Autores honorables Representantes: Heri-
berto Sanabria, Nicolás Uribe Rueda, Alfredo 

y otros.
Ponentes honorables Representantes: Heri-

Proyecto publicado: Gaceta número 51 de 
2007.

Ponencia publicada: Gaceta número 125 de 
2007.

3. Proyecto de ley número 131 de 2006 Cá-
mara, -

Autores honorables Representantes: Buena-
-

Pinillos, Amanda Ricardo de Páez, Jorge Roza 

Gutiérrez.
Ponentes honorables Representantes: Car-

Proyecto publicado: Gaceta número 411 de 
2006.

Ponencia publicada: Gaceta número 101/07 
(negativa ).

4. Proyecto de ley número 153 de 2006 Cá-
mara 27 de 2005 Senado, por la cual se adi-

Autor honorable senadora: -

Ponente honorable Representante: Sandra

Proyecto publicado: Gaceta 458 de 2005; 
173, 282 de 2006. 

Ponencia publicada: Gaceta número 83 de 
2007.

5. Proyecto de ley número 088 de 2006 
Cámara,

-

Autor honorable Representante: Pedro Nelson 

Ponentes honorables Representantes: Pe-

Proyecto publicado: Gaceta 330 de 2006.
Ponencia publicada: Gaceta 512 de 2006.
6. Proyecto de ley número 105 de 2006 

Cámara, por la cual se crea la Superintenden-

Autor honorable Representante: Germán

Ponentes honorables Representantes: Ger-

Proyecto publicado: Gaceta 368 de 2006.
Ponencia publicada: Gaceta 489 de 2006.

7. Proyecto de ley número 10 de 2006 Cá-
mara, acumulado número 098 de 2006 Cá-
mara,

Autor honorable Representante: Gloria Ste-
lla Díaz y los honorables Senadores Alexandra

-

Ponentes honorables Representantes: San-
dra Ceballos Arevalo -C-, David Luna Sán-
chez, Carlos Germán Navas Talero, Germán 

Proyecto publicado: Gaceta 249, 353 de 
2006.

Ponencia publicada: Gaceta 128 de 2007.
8. Proyecto de ley número 41 de 2006 Cá-

mara,
-

natorios en materia racial, nacional, cultural 

Autor honorable Representante: -

Ponentes honorables Representantes: Pedri-

Proyecto publicado: Gaceta 267 de 2006.
Ponencia publicada: Gaceta 128 de 2007.
9. Proyecto de ley número 209 de 2007 

Cámara, 35 de 2006 Senado, por la cual se 

Autor honorable Senador: Carlos Ferro So-

Ponentes honorables Representantes: Car-

Proyecto publicado: Gaceta 264, 307, 561 
de 20 06, 30 de 2007.

Ponencia publicada: Gaceta 131 de 2007.
10. Proyecto de ley número 246 de 2007 

Cámara 102 de 2006 Senado, por medio de 
la cual se establece un proceso especial para 

Autor honorable Senador: Eduardo Enrí-

Ponentes honorables Representantes: Gus-

Proyecto publicado: Gaceta 329, 440 de 
2006; 64 y 88 de 2007.

Ponencia publicada: Gaceta 145 de 2007.
11. Proyecto de ley número 14 de 2006 

Cámara,

Autor honorable Representante: Gloria Ste-
lla Díaz y los honorables Senadores Alexandra 

Ponentes honorables Representantes: Odín

-

Proyecto publicado: Gaceta 249 de 2006
Ponencia publicada: Gaceta 430 de 2006.

12. Proyecto de ley número 15 de 2006 
Cámara,

Autor honorable Representante: Gloria Ste-

Ponentes honorables Representantes: Alvaro 

Proyecto publicado: Gaceta 249 de 2006.
Ponencia publicada: Gaceta 407 de 2006.
13. Proyecto de ley número 093 de 2006 

Cámara, por la cual se establecen mecanismos 
para el fortalecimiento de la Justicia de Paz en 
Colombia, se interpreta con autoridad el artí-

Autor honorable Representante: -

Ponentes honorables Representantes: Ger-

Proyecto publicado: Gaceta 350 de 2006.
Ponencia publicada: Gaceta 560 de 2006.
14. Proyecto de ley número 270 de 2007 

Cámara,

Autor honorable Representante: Gloria Ste-

Ponente honorable Representante: Germán

Proyecto publicado: Gaceta 136 de 2007.
Ponencia publicada: Gaceta 173 de 2006.
15. Proyecto de ley número 047 de 2006 

Cámara,

Autor honorable Representante: Gloria

-

Ponentes honorables Representantes: Car-
-

Proyecto publicado: Gaceta 269 de 2006.
Ponencia publicada: Gaceta 363 de 2006.

IV
Lo que propongan 

los honorables Congresistas
El Presidente,

El Vicepresidente,

El Secretario,

La Subsecretaria,

Señor Presidente, ha sido leído el Orden del 
Día, e igualmente le informo que a la secreta-
ría de la comisión han llegado las siguientes 
excusas con relación al punto dos, invitación a 
funcionarios.
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Doctor, Emiliano Rivera Bravo, Secretario 
Comisión Primera Constitucional, Cámara de 
Representantes, respetado doctor.

Lamento no poder atender la citación que 
me ha hecho la Comisión Primera Constitucio-
nal de la Honorable Cámara de Representantes, 
para el próximo martes 29 de mayo de 2007, ya 
que para esa fecha estaré atendiendo asuntos 
inherentes a mi cargo desde el Departamento 
del Chocó.

Por tanto delego al doctor Andrés Tapias To-
rres, secretario general de esta Superintendencia. 
Cordialmente Lyda Beatriz Salazar Romero.

Igualmente el señor Ministro de Agricultura 
y Desarrollo Rural, envía la siguiente excusa.

día 29 de mayo a las 10 a. m. con el propósito 
de analizar el tema sobre el Proyecto de ley nú-
mero 219 de 2007 Cámara, 68 de 2006 Senado; 
en tal sentido me permito presentar excusas ya 
que para esa fecha y hora el señor Ministro, se 
encuentra en la Comisión Quinta de la honora-
ble Cámara de Representantes en compañía del 
señor Viceministro, en la votación del proyecto 
de ley de desarrollo rural del cual somos auto-
res y que contiene un total de ciento setenta y 
cuatro artículos de los cuales ya han sido eva-

En consecuencia solicito hacer extensiva la 
presente a la Mesa Directiva y a los honorables 
Representantes miembros de la Comisión.

Cordialmente, Juan Alberto Roa Peña, Asesor.
Señor Presidente, se encuentra en el recinto 

el señor Ministro, doctor Juan Francisco Loza-
no Ramírez, Ministro de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial.

Igualmente el delegado de la doctora Lyda 
Salazar Moreno y el delegado del Instituto Co-
lombiano de Derecho Procesal.

La presidencia concede el uso de la pala-
bra al doctor Juan Francisco Lozano Ramí-
rez, Ministro de Ambiente, Vivienda y Desa-
rrollo Territorial:

Señor Presidente, señor Secretario, honora-
bles Representantes. Les agradezco la inmensa 
posibilidad de compartir con ustedes en la maña-

-
yecto que hace curso en esta comisión, orientado 
a asignarles funciones a los notarios del país.

Si me lo permiten señor Presidente, y estu-
vieran ustedes de acuerdo con esta sugerencia, 
quisiera compartir con ustedes algunas re-

conversando sobre este proyecto con distintos 
integrantes de esta comisión, en aras de buscar 
algún tipo de ajuste o de acuerdo que recoja 
las inquietudes que han manifestado algunos 
de los representantes, si ustedes lo tuvieran a 
bien, la sugerencia iría encaminada a pedirles 
que pudiera hacer uso de la palabra por unos 
breves minutos y que pudiéramos suspender y 
posponer la discusión y votación de este pro-
yecto para una muy próxima sesión, con el 
ánimo de recoger alguna de las inquietudes y 
observaciones que han venido formulando los 
señores Representantes.

En esa línea señor Presidente, le hago la soli-
citud, porque estoy convencido de la enorme im-

portancia de este proyecto y de la necesidad en 
aras de garantizar una mejor condición de vida 
para nuestros compatriotas de poderlo aprobar; 
he escuchado inquietudes y reparos muy serios 
y fundamentados de miembros de esta comisión 
y creo que podríamos encontrar un camino para 
introducir ajustes a este proyecto, de manera que 
se puedan evacuar algunas de las inquietudes 
que se han planteado, otras tal vez no puedan ser 
evacuadas con un ajuste del proyecto. Pero yo 
tengo la aspiración de lograr un entendimiento 
para acercarnos a un texto, que pueda merecer 
el voto mayoritario de esta comisión. 

Y lo hago como lo mencionaba anteriormen-
te, porque creo que una de las grandes tragedias 
de nuestro país, es la informalidad, una de las 
grandes tragedias de nuestro país es la pobreza 
y el desarraigo, una de las grandes tragedias de 
nuestro país en consecuencia está asociada con 
la imposibilidad de que centenares de miles de 
nuestros compatriotas accedan a la propiedad, 
cuando alguien no tiene el reconocimiento de la 
propiedad, tiene una condición de exclusión y de 
discriminación que le impide ser sujeto de crédi-
to, que le impide acceder a una serie de servicios 
y posibilidades que el Estado brinda a quienes 
tienen una mínima posibilidad de garantizar con 
algún bien, con algún haber de su patrimonio 
por ejemplo, el crédito educativo para sus hijos.

que aquí en sesiones anteriores, como sucedió 
en el Senado de la República, el vínculo, la re-

-
miento y declaración de la propiedad y la per-
sistencia en la pobreza, lo que aquí se presenta 
con este proyecto no es simplemente un esfuer-

cláusula de competencia de los notarios; lo que 
aquí se presenta es una oportunidad social de in-
mensas dimensiones, de inmensas proporciones 
para que los colombianos que tienen legítima-
mente el derecho a acceder al reconocimiento 
de la propiedad lo puedan hacer.

En la práctica aunque existen caminos en la 
justicia ordinaria para lograrlo, por la vía de un 
proceso declarativo se niega este derecho por la 
complejidad de acceso, la complejidad de trámi-
te, el costo de ese proceso judicial; qué sacamos 
nosotros con tener unos caminos judiciales que 
en la práctica no son susceptibles de ser ejercidos 
por los ciudadanos, qué sacamos nosotros con 
unos caminos judiciales que no se traducen en la 
saciedad de necesidades de los colombianos.

Presidente: 
Excuse Ministro, se ha constituido el 

quórum decisorio, en consideración el Orden 
del Día leído, ¿aprueba la comisión?

Secretario: 
Ha sido aprobado señor Presidente, el Or-

den del Día.
Continúa con el uso de la palabra el doc-

tor Juan Francisco Lozano Ramírez, Minis-
tro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Te-
rritorial:

Muchas gracias señor Presidente. Decía, 
qué sacamos los colombianos con que existan 
unos caminos judiciales, que no conducen al 
reconocimiento y a la declaración de los de-

rechos de nuestros compatriotas; qué sacamos 
nosotros con tener un repertorio judicial, si ese 
repertorio judicial no conduce a que el derecho 
de los ciudadanos se haga efectivo.

Y por qué se presenta un proyecto como este, 
que el gobierno acompaña, que el gobierno apo-
ya y que el gobierno les pide que con los ajustes 
que pudiéramos introducirles como lo señalaba 
al comienzo pudiéramos aprobar. Porque la ver-
dad es que el sistema que hoy está imperando, 
ha condenado a la pobreza, a la miseria, a la ex-
clusión a miles de centenares de compatriotas 
que no han podido obtener la declaración del 
derecho de propiedad que les asiste.

La razón por la cual el proyecto nos gusta, 
es porque remedia una gravísima situación so-
cial, porque le sale al quite a la hostilidad de 
un procedimiento judicial que en la práctica ha 
negado un derecho, porque busca incorporar a 
la formalidad y por ende al acceso al crédito y 
por ende al acceso a la educación y por ende el 
acceso a una gran cantidad de servicios a los 
colombianos que encontrándose en la situación 
de reunir todas las condiciones, para poder dis-
frutar y ejercer un derecho no lo pueda hacer.

Es por esa razón, porque el proyecto tiene 
ese impacto social que a nosotros nos gusta su 
contenido y nos gusta su sentido; estoy absolu-
tamente advertido de las preocupaciones muy 
respetables que se han planteado por parte de 
los Representantes, que tienen la inquietud so-
bre el rol de los señores notarios, y sobre la res-
ponsabilidad de los señores notarios y sobre la 
constitucionalidad de la tarea que se pretende 
asignar a los señores notarios.

Empiezo por decir, que creo importante in-
troducir a la función notarial un componente 
adicional de servicio social y de búsqueda de la 
equidad social y de la justicia social; qué bueno 
que los notarios tengan la posibilidad de hacer 
parte del ejército de buenos colombianos que 
quieren construir mejor país, en un proyecto 
que tiene como propósito repito, reivindicar e 
incorporar a la legalidad a los ciudadanos con 
sus propiedades.

Qué bueno y por eso lo digo con todo res-
peto por el cuerpo notarial, qué bueno que los 
Notarios de Colombia tengan la posibilidad de 
expresar su compromiso social en actividades 
como esta, y qué bueno que podamos acudir a 
esa instancia con este propósito. En segundo 
término he escuchado cómo inquieta a muchos 
representantes, a muchos notarios lo relativo al 
trámite de un asunto contencioso, el proyecto 
tal vez en su artículo que ha suscitado el mayor 
debate, lo que precisamente contempla es que 
en el evento en que surja la contención, en el 

-

el proyecto en su trámite notarial se archiva y 
se tiene que tramitar ante un juez.

El proyecto no pretende ignorar esa posibi-
lidad de la existencia de una contención y de 
una controversia, la reconoce y al reconocerla 
lo que hace precisamente es decir, como exis-
te esa contención, como existe esa controver-
sia, no puede ser este trámite notarial el que se 
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puede aplicar para ese efecto, sino que debe un 
proceso declarativo tramitado ante los jueces 
de la República.

Negar el proyecto, sería negarle a miles de 
colombianos la posibilidad de obtener esa de-

surge que vaya donde los jueces, si quienes in-
vocan el procedimiento lo hacen de mala fe, si 
ocultan la información que conocen, si tratan 
de abusar del derecho, si tratan de defraudar 
al notario y a la sociedad, que se apliquen con 
todo rigor las normas que proceden ante esas 
situaciones producto de la mala fe e incluso 

Si alguien haciendo uso de lo que podría 
permitir un proyecto de esta naturaleza, busca 
ocultar la verdad, de negar información de la 
que se dispone, falsear los hechos reales, al-
terar la realidad y la transparencia, claro que 
le caiga la ley y que se le aplique la ley y que 
se le aplique duro la ley y que si es necesario 
se surta incluso el proceso penal que le cabría; 
pero por el temor a que alguna persona pueda 
obrar violando la buena fe y obrar con conduc-
tas criminales, no podríamos negarles a miles 
de colombianos el derecho a tener el reconoci-
miento de su propiedad por esta vía.

Como lo mencionaba al principio señor Pre-
sidente, hay una serie de inquietudes que se han 
planteado y bueno sería que se pudiera suspender 
y aplazar esta deliberación, de tal manera que pu-
diéramos buscar la manera de concertar elemen-
tos que son razonables; me planteaba por ejem-
plo el doctor Oscar Arboleda, es muy poquito un 
año para que se pueda proceder de esta manera 
y genera inmensos riesgos, deme razones doctor 
Arboleda creo yo y podríamos pensar en ajustar 
el periodo que contempla el proyecto.

Me expresaba el Representante David Luna, 
-

ción y el riesgo que con mala fe se proceda; me 
expresaba con toda contundencia el profesor 

constitucional que surge en relación con la atri-
bución notarial como quiera que pueda existir 
una contención.

En relación con estos temas, particularmen-
te lo que hablábamos con el Representante Ar-
boleda, con el Representante Luna; creo que el 
proyecto puede ser mejorado en esos aspectos 
para que brinde plena tranquilidad, para que 
garantice plena tranquilidad, para que no se 
preste fácilmente a los abusos, es más creo que 

de hacer más severas las sanciones e incluso 
expresa la remisión a la normatividad penal 
cuando quiera que se pretenda un abuso de los 
derechos o cuando quiera que se incurra en una 
conducta criminal.

Podemos mejorar el proyecto (...) en lo que 
tiene que ver con los esfuerzos necesarios para 

-
contrar a quien debería participar de este pro-
ceso, creo que son ajustes que han planteado 
los señores Representantes y que tienen sen-
tido, pero todo esto con el ánimo de salvar un 
proyecto que la sociedad colombiana y que 
particularmente nuestros compatriotas que ha-

bitan en viviendas de interés social necesitan y 
requieren.

Por esas circunstancias creo que con lo que 
se ha venido planteando en esta Comisión, lo 
que se ha venido planteando en los distintos 
debates podríamos nosotros llegar a un texto 
que ofrezca esa tranquilidad, que dirima esas 
inquietudes y que en todo caso nos permita te-
ner esta formidable herramienta social que está 
recogida en el proyecto, señor Presidente.

Presidente: 
Señor Ministro, tendremos en cuenta la su-

gerencia hecha por usted, aunque le informo 
que el ponente del proyecto el doctor Germán 
Varón, se ha excusado en el día de hoy; para la 
discusión del tema nos sugirió que escuchára-
mos a los invitados y someteríamos a votación 
el artículo del proyecto en próxima sesión.

Entonces le damos el uso de la palabra a la 
doctora Rosmery Martínez, e invitamos a An-
drés Tapias Torres, Secretario General de la 
Superintendencia de Notariado y Registro.

La presidencia concede el uso de la pala-
bra a la honorable Representante Rosmery 
Martínez Rosales:

Gracias Presidente. Como ponente del pro-
yecto señor Presidente y compañeros, esta 
mañana compartiendo conceptos jurídicos de 
nuestro maestro el doctor Navas, yo veo a bien 
que sí es importante que aplacemos hoy la se-
sión, el proyecto para otra posterior sesión y 
podamos nosotros como degradar o asimilar 
algunas inquietudes que tienen muchos cole-
gas dentro de la Comisión.

De igual manera creo que a bien lo pide el 
doctor Germán, en excusarse y sobre todo de-
cir que es más importante que hoy tengamos 
la oportunidad de escuchar los invitados a la 
Comisión. Muchas gracias, señor Presidente.

Presidente: 
Como no, tendremos en cuenta sus sugeren-

cias, señora Representante. Tiene el uso de la 
palabra el doctor Andrés.

La Presidencia concede el uso de la pala-
bra el doctor Andrés Tapias Torres, Secreta-
rio General de la Superintendencia de Nota-
riado y Registro:

Señor Presidente, muchas gracias, muy 
buenos días, señor Ministro muy buenos días. 
Bueno para la Superintendencia de Notariado 
y Registro, la vocería me la delegó la señora 
Superintendente por estar en la comisión de 
gobierno que está hoy en Tumaco. 

La Superintendencia tiene solamente unas 
observaciones, digamos unas recomendaciones 
muy similares a las expuestas ya por el señor 
Ministro Lozano, señor Ministro de Vivienda, 
en el sentido de que el proyecto sería útil brin-
dar al proyecto una serie de herramientas para 
mejorar la garantía, la seguridad jurídica de los 
actuales poseedores digamos de esos predios 
que se persiguen.

Lo que nos preocupa como Superintenden-
cia es que al asignarse una función a los nota-
rios que tradicionalmente han sido asignadas 
a los jueces, el proyecto como está planteado 

lo que busca es que el notario asuma una res-

verdadero titular de dominio de ese predio.
Entonces si bien entendemos obviamente la 

idea del Ministro y la idea del proyecto en el 
sentido de facilitar a los propietarios de vivien-
da de estrato uno, dos y tres, incluso vivienda 
de interés social con algunas observaciones 
adicionales, de todos modos nos preocupa es 

-

que la prescripción extraordinaria de dominio 
casi que desaparece de nuestro ordenamiento 

lado ciento cincuenta años de decantamiento 
de la jurisprudencia civil que de todos modos 
nos genera alguna incertidumbre.

Adicionalmente para la Superintendencia 
es de alguna inquietud que el proyecto no pre-
cisa el momento a partir del cual la posesión 
regular declarada por ese notario se tomará en 
cuenta para efectos de la prescripción adquisi-
tiva normal, porque son dos casos, el poseedor 
regular que busca su declaratoria como posee-
dor regular y su inscripción en el registro como 
tal y el poseedor irregular que busca con ello 
regularizar su título, al cual también haré una 
referencia posterior adicional; pero como son 
dos casos distintos al proyecto no determina a 
partir de cual momento sobre todo en el primer 
caso que el poseedor regular al que lo declaran 
como ya poseedor regular inscribe en el regis-
tro su título como tal, a partir de cuál momento 
empieza a correr los términos de prescripción 
adquisitiva ordinaria.

Digamos en el fondo la preocupación que la 
Superintendencia es una preocupación eminen-
temente jurídica porque la posesión es regular 
o irregular desde su inicio, la posesión siempre 

demasiado novedosa si me permite la expre-
sión, que una persona por un acto unilateral y 

o autoridad como puede ser el notario, unila-
teralmente yo convierta mi posesión irregular 
en regular y a partir de ese momento empezar 
a correr los términos de prescripción ordinaria 
que ya fueron reducidos por una decisión de 
este mismo Congreso.

Eso como decía el Ministro, se puede pres-
tar para una serie de abusos que el proyecto 
tiene la responsabilidad de prevenir y la res-
ponsabilidad de limitar para evitar que en aras 
de proteger un derecho tan valioso como es la 
propiedad de la tierra, la herramienta se pue-
da prestar para abusos por parte de muchas 
digamos personas inescrupulosas que poda-
mos tener de compatriotas que busquen en este 
proyecto empezar a amparar una serie de titu-
laciones o de predios de irregular posesión.

Entonces en estricto sentido esas son las 
observaciones que tiene la Superintendencia y 
sobre todo blindar al proyecto y blindar a la 
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para de todos modos no desconocer la propie-
-

gura sea usada de manera arbitraria, irregular 
y con un excesivo abuso de ese derecho, por 
parte de personas.

El proyecto como está planteado puede pres-
tarse a trampas, puede prestarse a actuaciones 
irresponsables y sobre todo que ponen al nota-
rio en una situación, porque no es lo mismo el 
notario que está en las grandes ciudades con 
acceso a consultar a inminentes abogados que 
lo pueden asesorar en un caso, que el notario 
de provincia que está sometido a toda suerte 

-
clarar un poseedor regular o irregular recae en 
manos de un notario de provincia, desprovisto 
a veces de las mejores herramientas para poder 
formar un juicio mucho más sosegado.

Entonces la Superintendencia propondría 
armonizar estos proyectos, blindarle mejores 
herramientas, armonizarlo también con otros 
proyectos que están en curso, el del Senador 
Enríquez Maya se me escapa en este momen-
to el número y por sobre todo que la Superin-
tendencia, siempre ha estado interesada en que 
más que soluciones puntuales a los diferentes 
temas de tierras, algún día el Congreso tuviera 
la iniciativa de abordar el estudio, un real es-
tatuto de tierras que empezara a resolver estos 
problemas con soluciones literalmente de fon-
do y no limitarse a soluciones puntuales y ac-
cidentales, como pueden llegar a ser esta clase 
de procesos.

Esa señor Presidente, es la opinión de la Su-
perintendencia; acompañamos al Ministro en 
el sentido que sería válido, muy útil que el pro-
ceso fuera objeto de discusiones adicionales 
para efectos de blindarlo y lograr con él, llegar 

esa de interés social, de dotarle a la población 
de escasos recursos de estrato 1, 2 y 3, vivienda 
de interés social con las observaciones que han 
hecho algunos Representantes, de poder acce-
der a la propiedad, de poder con eso ingresar 
en el negocio comercial, de poder llegar con 
eso a la bancarización de muchos propietarios 
de grandes terrenos, que por esa carencia del 
registro están hoy día por fuera del mercado 

-
dades de progreso y desarrollo que el registro 
como tal, les puede tener.

En eso está comprometida la Superinten-
dencia y está a disposición de los honorables 
Representantes, para efectos de tener las obser-
vaciones adicionales que ustedes puedan con-
siderar. Señor Presidente, muchas gracias.

La presidencia concede el uso de la pa-
labra al doctor Guillermo Francisco Reyes 
González, Viceministro de Justicia:

Muchas gracias señor Presidente. Honora-
bles Representantes, primero lamento llegar 
apenas a esta hora del debate, pero algunos 
compromisos me impidieron estar antes.

Yo quiero decir que este tema pues lo ha-
bíamos venido conversando, compartimos ple-
namente lo que manifestó el señor Ministro de 

Ambiente, creemos que sus comentarios son 
muy pertinentes y conversábamos con la Su-
perintendencia de Notariado sobre este tema.

Hace escasos días se hizo un gran foro na-
cional, con registradores y con notarios; se 
discutió entre otros esta iniciativa, para el go-
bierno nacional como lo dijo en su oportunidad 
este proyecto es en su naturaleza, en su esencia 

-
na; pero compartimos que hay que hacerle al-

como decía ahora el Secretario General de la 
Superintendencia, el doctor Tapias, valdría la 
pena hacer algunos análisis adicionales, pero 
no perder esta iniciativa como tal, como está 
concebida.

Plantearíamos señor Presidente con su venia 
y la de los demás Representantes, que tal vez 
pudiéramos considerar la posibilidad de traba-
jar con los ponentes, con el señor Ministro, con 
la Superintendencia y el Ministerio del Interior
y de Justicia en torno a mejorar este proyecto, a 
colocarle a aquellos elementos que pueden ha-
cer de su contenido uno que recoja lo que se ha 
dicho en la mañana de hoy, lo que piensan las 
diferentes bancadas y que pudiéramos sobre la 
base de lo que existe mejorar, poder volverlo a 
traer a la comisión.

Yo no quiero reiterar lo mismo que ha di-
cho el Ministro, ni lo que ha dicho el Secretario 
General de la Superintendencia, esto ha sido 
previamente conversado, discutido y queremos 
sumarnos a lo que reitero han dicho los dos co-
legas de gabinete, en el caso del Ministro y del 
Superintendente de Notariado sobre el particu-
lar. Muchas gracias, señor Presidente. 

La presidencia concede el uso de la pala-
bra al doctor Luis Guillermo Acero, Secre-
tario General del Instituto Colombiano de 
Derecho Procesal:

Muchas gracias señor Presidente, señor Se-
cretario, honorables Representantes, señor Mi-
nistro, señor Viceministro de Justicia.

Lo primero es a nombre del Instituto Colom-
biano de Derecho Procesal, agradecer la invita-
ción a la discusión de este proyecto de ley que 
toca directamente con normas procesales y que 
de ahí la pertinencia de la invitación.

Antes de hacer algunas anotaciones sobre 
las normas que van a ser discutidas y puestas a 
consideración de la comisión, quisiera reiterar 
que a nombre del instituto la total disposición y 
total colaboración de este organismo de índole 
académico, para que los ponentes si a bien lo 
tienen y el señor Ministro y el señor Viceminis-
tro cuenten con nuestra total colaboración a la 
hora de estudiar cada uno de los aspectos jurí-
dicos que conlleva este proyecto de ley.

Lo primero honorables Representantes es 
mencionar que efectivamente el proyecto de 
ley nos parece bien intencionado, en la medida 
en que facilita el acceso a la propiedad de cierto 
sector de la población que se ha visto excluido 
del acceso efectivo a la administración de jus-
ticia, fundamentalmente por los costos que ello 
depara; en ello coincidimos plenamente con el 
doctor Lozano.

Sin embargo, en el Instituto Colombiano de 
Derecho Procesal, hemos analizado detenida-
mente las disposiciones del proyecto de ley y 
tenemos algunos comentarios, a los cuales pun-
tualmente me voy a referir, señor Presidente.

Lo primero es que nos parece que las modi-
-

haya lugar a su improbación de ninguna mane-

es decir, la columna vertebral del proyecto se 
-

ciones que aquí se han discutido.
Sin embargo hay un tema que el proyecto de 

ley sí toca, y que yo considero que sí merece 
una mayor discusión y es fundamentalmente 
con lo que está regulado en los primeros artí-
culos, es decir, del artículo 1º hasta el artículo 
9° y es el tema de la posesión inscrita, asunto 

General de la Superintendencia de Notariado 
y Registro.

En ese sentido yo quiero poner de presente 
que la institución de la posesión inscrita, no es 

-
gulada por el Código Civil que tiene dos o tres 

quiero llamar la atención fundamentalmente a 
los miembros del gobierno que se encuentran 
acá presentes y de los honorables Representan-
tes ojalá pudieran tomar nota de lo que estoy di-
ciendo, para que lo comenten con los ponentes.

que legalmente existe en Colombia, fue dero-
gada en la práctica por la Corte Suprema de 
Justicia desde hace cerca de ochenta años, con 
una jurisprudencia que se viene reiterando des-
de el año 1937, la Corte Suprema de Justicia 
llegó a la conclusión de que es un contrasen-
tido obligar a los poseedores a que inscriban 
la posesión; eso porque como seguramente nos 
recordará el profesor Navas, la posesión real-
mente se ha entendido por la mayoría de los 
doctrinantes como una mera relación de hecho, 
entre las personas y las cosas, mas no como un 
derecho si bien en la actualidad la Corte Cons-
titucional sí lo ha reconocido como tal e inclu-
so un derecho de índole fundamental.

No obstante, la esencia de la posesión es la 
de ser una mera relación material entre las per-
sonas y las cosas; de modo que a diferencia de 

-
to de vista que se exija su inscripción y menos 
que se requiere  un trámite previo ante las no-

de registro de instrumentos públicos; porque 
la razón fundamental es que la posesión existe 
desde el mismo momento en que el poseedor 

-
temos hablando, es decir, no se debería exigir 
requisitos adicionales.

Pero hay un punto adicional que me parece 
importante y es que este tema de la posesión 
inscrita, antes que facilitar el acceso a la pro-
piedad lo que hace justamente es lo contrario, 

-
mos hablando de personas de escasos recursos, 
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propietarios de inmuebles de vivienda de inte-
rés social que no deberían cumplir requisitos 
adicionales a los que ya existe, para que se de-
clare la prescripción adquisitiva.

En ese sentido muy respetuosamente suge-
rimos señor Presidente, que se revise a profun-
didad todo el tema de los artículos que tocan la 
posesión inscrita, para que sean si a bien obvia-
mente la comisión lo tiene, que sean retirados 
del proyecto de ley. 

En ese sentido simplemente el asunto que-
daría de la siguiente manera y es, que quien 
crea tener el derecho a acceder a la prescrip-
ción adquisitiva de dominio, independiente-
mente de si se trata de un poseedor regular o de 
un poseedor irregular, acuda al trámite notarial 
que está contemplado en el proyecto de ley, sin 
el trámite de la posesión inscrita porque reite-
ro, se constituye en una talanquera para que las 
personas de escasos recursos puedan acceder 
realmente a la propiedad.

En cuanto al aspecto puramente procedi-
mental, nos parece que concordamos con las 
apreciaciones que se han hecho acá, con las 
apreciaciones que hizo el señor Ministro y con 
las que hizo el Secretario General de la Super-
intendencia; pero hay un punto particular que 
me gustaría mencionar y resaltar y es el rela-

-
llos que tengan derechos reales sobre el bien, 
no solamente los propietarios sino en general 
cualquier persona que tenga derechos reales 
inscritos sobre el determinado bien.

En ese sentido el artículo 10 del proyecto, 
menciona que a esas personas solamente se les 

-
do por parte del notario, pues bien al respecto y 
con el ánimo de blindar desde el punto de vista 
constitucional, el proyecto de ley si es que lle-
gase a ser aprobado, nos parece que esa norma 
tiene que ser revisada profundamente ¿en qué 
sentido?

En que en reiteradas ocasiones la jurispru-
dencia de la Corte Constitucional, ha señalado 

lugar, tiene que hacerse de forma personal, 
es decir, como lo establece y regula el artícu-
lo 315 del Código de Procedimiento Civil. En 
ese sentido me permito recordar a la honorable 
Comisión lo que sucedió con la ley de arren-
damientos, si ustedes recuerdan en la Ley de 

a los arrendatarios que fueron objeto del proce-
so de restitución de inmueble arrendado, antes 
proceso de devolución de inmueble arrendado, 
decía esa Ley de Arrendamientos que basta-

puerta del inmueble respectivo para que se en-

Pues bien, en ese sentido la Corte Constitu-
cional declaró inexequible esas disposiciones, 
sobre la base de que no se podía de ninguna 

-
tículo 315 del Código de Procedimiento Civil, 
luego la norma del proyecto que hoy nos ocupa 
tiene que ser necesariamente reformada en ese 
sentido, lo que primero ha de hacerse es tratar 

Procedimiento Civil, contenida en su artículo 
315 que hoy en día gracias a la reforma de Ley 

ágil que cumple su cometido en unos términos 
mucho más razonables de lo que ocurría antes 
de la aprobación de esta Ley 794.

De no poderse encontrar a la persona a la 

los puntos que ha suscitado mayor preocupa-
ción entre los honorables Representantes, debe 

está contemplada en el mismo código, en el ar-
tículo 320, salvo como lo establece el proyecto 
de ley, el peticionario desconozca o diga des-
conocer bajo la gravedad del juramento dónde 
se encuentran ubicadas las personas potencial-
mente afectadas con la decisión en su contra.

Caso en el cual habrá que acudirse al empla-
zamiento que señala el artículo 318 del mismo 
Código de Procedimiento Civil; sin embargo 
nos parece que dada la particularidad del trá-
mite ante los notarios, esta forma de emplaza-
miento tiene que ser adicionada con unas nor-
mas particulares que nos permitimos proponer, 
consistentes en que deben agotarse por todas 
las formas posibles los mecanismos para lograr 
que esas personas potencialmente afectadas 
con la decisión, puedan concurrir al trámite 
notarial y eventualmente oponerse.

En ese sentido por ejemplo, podría pensarse 
en que además del emplazamiento del artículo 
318 que ya mencioné, se establezca una espe-
cie de registro nacional de personas a las que se 
les esté tratando de ubicar, registro que podría 
estar en la base de datos de la Superintendencia 
como lo comentaba hace unos instantes con el 
Secretario General de la Superintendencia de 
Notariado y Registro, o bien que se lleve ese 
registro o ese banco de datos, en todas las no-
tarías del país.

de los propietarios o de los titulares de dere-
cho reales principales o, en general de dere-
chos reales inscritos, para que no puedan ser 
sorprendidos y haya todas las posibilidades de 
que puedan ser encontrados.

Nos parece supremamente novedoso que el 
proyecto de ley contemple la posibilidad de que 

-
nicipal o a la entidad del orden municipal que 
sea competente, a efectos de que esa entidad le 
informe a las notarías si efectivamente el bien 
puede ser objeto de prescripción; sin embargo 
nos preocupa un asunto y es, aquellos bienes 
que estén ubicados en lugares de alto riesgo, no 
van a ser susceptibles de prescripción adquisi-
tiva según el proyecto, no obstante el proyecto 
no brinda ninguna posibilidad alternativa, que 
yo creo que es un punto que el doctor Lozano, 
ojalá pudiera tener en cuenta para que en el Mi-
nisterio lo trabajaran y es, las personas que han 
poseído un bien que esté ubicado en una zona 
de alto riesgo, según el proyecto de ley no van 
a poder acceder a la propiedad por obvias ra-
zones, sin embargo lo que nos preocupa es que 
no haya como alternativa que se le proponga a 

esas personas como por ejemplo, existe hoy en 

la persona se le dice usted no puede acceder al 
dominio, pues que la cosa no quede allí porque 
simplemente se le inmovilizaría su situación, 
se le diría usted no puede acceder al dominio 
porque su bien está ubicado en una zona de alto 
riesgo, pero no se le brindaría ninguna alterna-
tiva, luego la situación quedaría igual o peor 
que antes porque el poseedor seguiría ubicado 
en una zona de alto riesgo, pero sin la posibili-
dad de volverse nunca propietario.

Entonces la idea es que se le brinde una posi-
bilidad como por ejemplo, la de atribuirle a los 
municipios la necesidad de reubicar esas perso-
nas que están asentadas en zonas de alto riesgo.

Finalmente nos parece que el proyecto de-
bería ser complementado con algunas dispo-
siciones de índole procedimental, para evitar 
cualquier confusión a futuro; entonces por 
ejemplo, si la solicitud va dirigida por parte 
del poseedor en contra de alguno o algunos de 
los propietarios inscritos, porque recordemos 
el proyecto contempla con justa razón que a la 

Tradición del Inmueble, habrá que ver qué ha-
cemos cuando esa petición no se dirige en con-
tra de todos los que aparezcan allí como pro-
pietarios o titulares de derecho real de dominio 
o cualquier otro derecho real principal.

Al respecto el proyecto debería contemplar 
las mismas posibilidades que establece el Códi-
go de Procedimiento Civil, en su artículo 83 que 
consiste, básicamente en que el notario cuando 
vea esa falencia y cuando vea esa inconsistencia 

-
llas personas que aparece en el folio de matrícula 
inmobiliaria, así el peticionario no haya dirigido 
la solicitud en contra de ellos.

La razón de ser de esta circunstancia, es que 
obviamente no se puede declarar la prescripción 
adquisitiva (...) en contra de unos propietarios y 
dejando por fuera a algunos, porque caeríamos 
en el contrasentido de que un mismo bien se-
ría propiedad de unas personas y ya no sería de 
propiedad de otras que serían las que estarían 
involucradas dentro del trámite notarial.

Luego es necesario que al notario se le fa-

de matrícula inmobiliaria, siempre y cuando 
sean titulares de derechos reales principales.

Un aspecto también procedimental para se-
guir en el mismo punto al que me voy a referir 
en último lugar, tiene que ver con la posibili-
dad de que se demande la nulidad del acto no-
tarial mediante el cual se reconoce la posesión 
inscrita y el acto notarial mediante el cual se 
declara la pertenencia.

En ese sentido la verdad en el instituto, 

bastante particular, bastante peculiar, pero en 
ánimos de que se logre aprobar el proyecto de 
ley y que se mantenga el espíritu del proyecto, 
nos parece que es una idea bastante novedosa.

Voy a explicar esto en un minuto y la razón 
es la siguiente, si el acto notarial mediante el 
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cual se declara la pertenencia o mediante el cual 
se declara la posesión inscrita y se convierte el 
poseedor irregular en regular, adolece de algu-
na falencia o alguna irregularidad que lo haga 
ser violatorio de alguna norma o de derechos 
de terceros, esa nulidad necesariamente tendría 
que ser una nulidad procesal; eso es como lo 
mencionaban anteriormente algunos de los in-
tervinientes, si por ejemplo el peticionario fal-
seó la información, en el sentido de que dijo 
desconocer el paradero del verdadero propieta-
rio cuando realmente era conocido su dirección 

En ese sentido, lo que habría ocurrido en ese 
caso sería una nulidad procesal, sin embargo el 
proyecto de ley lo que plantea es que esa situa-
ción sea puesta en consideración de los jueces 
mediante un segundo proceso a través del cual 
se podría ventilar esa nulidad.

La verdad es que los procesos judiciales no 
están hechos para discutir nulidades procesales, 
valga la redundancia, porque es que al interior 
de los procesos judiciales existen ya unos me-
canismos para que esas nulidades se discutan, 
en el caso del Código de Procedimiento Civil 
hay unas normas especiales que son los artícu-
los 140 y siguientes en las que se contemplan 
las causales de nulidad del proceso e incluso 
las causales de nulidad que se pueden generar 
en la sentencia, que en este caso sería el acto 
equivalente, es decir, el acto notarial en el que 
se declaró la pertenencia.

Luego lo ideal sería que se siguieran las re-
glas generales del Código de Procedimiento 
Civil, esto es, que las nulidades que se generen 
en ese acto de declaración de pertenencia o en 
el acto si es que así se decide por la comisión, 
en el acto de aprobación de la posesión inscri-
ta, pues que esa nulidad se plantee a través de 
los mecanismos usuales que sería la solicitud 
de nulidad ante el mismo notario.

Sin embargo, si esta opción no es viable y 
se mantiene el proyecto como está, la verdad 
es que esta norma también sería inconveniente, 
porque lo que ya se supone que fue materia de 
decisión por parte de un notario, volvería a ser 
objeto de discusión ya no ante un notario, sino 
ante un juez y caeríamos en un juego de nunca 
acabar; es decir, casi con seguridad el 99% de 
esas decisiones de los notarios volverían a ser 
cuestionadas ante los jueces por supuestamente 
haberse incurrido en alguna irregularidad.

Si lo que se pretende justamente es descon-
gestionar la rama judicial, en el instituto he-

sería que esos actos notariales a los que ya me 
referí, sí pudieran ser cuestionados ante los 
jueces posteriormente, pese a como ya lo ad-

una demanda fundamentalmente no para que 
se discutiera una nulidad sustancial del acto 
jurídico, sino una nulidad en el trámite o sea 
una nulidad procesal.

Digo que si bien ello es posible, la sugeren-
cia que hacemos para que la tengan en cuenta, 
es que se establezcan unas causales taxativas 
de nulidad similar a como hoy en día ocurre 

respecto de los laudos arbitrales; es decir, que 
esos actos notariales si pudieran ser digamos 
acusados si se me permite la expresión, ante 
los jueces pero con base exclusivamente en 
unas causales y ¿cuáles serían esas causales? 
Esas causales serían justamente el haber aten-
tado contra derechos de terceros, por ejemplo 
haberse falseado la información acerca de la 
ubicación o el domicilio de los propietarios, o 
cualquier información relevante para que esos 
terceros afectados pudieran ejercer el derecho 
de dominio.

-
to al que me quiero referir, es un asunto de vital 
importancia para el proyecto y es el siguiente; y 
es que el proyecto plantea que solamente podrán 
ser susceptibles de tramitarse ante este procedi-
miento notarial, aquellas pertenencias que se re-

pero el proyecto plantea una inconsistencia en 
el sentido de que equipara los inmuebles de vi-
vienda de interés social, a inmuebles ubicados 
en estratos 1, 2 y 3.

En ese sentido yo sí quiero llamar la aten-
ción del doctor Lozano, sobre que no siempre 
la catalogación de un inmueble como bis, equi-
vale a que sea de estrato 1, 2 y 3; muy general-
mente digamos en la gran mayoría de los casos 
probablemente así será, es decir, los inmuebles 
que estén ubicados en estratos 1 y 2 muy se-
guramente serán inmuebles que pertenezcan al 
rango de vivienda de interés social, pero bien 
puede suceder que haya inmuebles de estrato 3, 
que se salgan del rango de vivienda de interés 
social, y por el contrario inmuebles de estrato 
4 que caigan dentro del rango de vivienda de 
interés social.

¿Cómo se sabe honorables Representantes, 
si es un inmueble de vivienda de interés social? 
Simplemente la ley establece que ese inmueble 
no valga más de ciento treinta y cinco salarios 
mínimos, luego si un inmueble independiente-
mente del estrato vale menos de ciento treinta y 
cinco salarios mínimos, sería vivienda de inte-
rés social, si vale más independientemente del 
estrato pues no será vivienda de interés social. 
Pero fíjense que el proyecto no plantea esa cir-
cunstancia.

La solución obviamente sería que al interior 
del trámite notarial, hubiera alguna manera de 
demostrar cuál es el valor del inmueble y con 

como ustedes saben suele ir desfasado del va-
lor comercial sino justamente este último, es 
decir, el valor comercial.

La forma usual en la que en el procedi-
miento civil ordinario se suele hacer eso, es 
mediante un avalúo usualmente hecho por pe-
ritos miembros de la lonja de propiedad raíz, 
sin embargo esta sugerencia yo considero que 
debería discutirse, esta herramienta de encon-
trar el valor de los inmuebles, porque si po-
nemos al peticionario a que allegue un avalúo 

lonja para que lo haga; el problema en frente 
del cual estaremos será el que queremos jus-

tamente evitar y será el de los costos, ¿quién 
asumirá los costos de ese peritazgo?

Yo creo que el peritazgo, es útil y es nece-
sario, porque se requiere determinar desde el 
principio si el inmueble es o no vivienda de 
interés social, pero como no podemos cargar-
le ese costo al peticionario porque se supone 
que es de escasos recursos; la sugerencia del 
instituto es simplemente que se acuda a la he-
rramienta antigua del Código de Procedimien-
to Civil de amparo de pobreza, es decir, que 
los costos de esos peritazgos necesarios e in-
dispensables no lo asuma el peticionario, que 
repito es una persona de escasos recursos, sino 
que sea asumida por el Estado en unos fondos, 
en unas cuentas especiales que tiene el Consejo 
Superior de la Judicatura.

Se reparará esta idea en el sentido de que 
los costos serán onerosos y que eso conlleva-
rá múltiples solicitudes que el Estado no podrá 
asumir, la respuesta de antemano es el amparo 
de pobreza existe desde hace muchísimo tiem-
po y justamente está establecido a cargo del 
Estado, a favor de aquellas personas de escasos 
recursos.

En el instituto hemos considerado y yo lo 
creo así, que esa sería una buena solución, rei-
tero deslindar el tema de la vivienda de interés 
social del tema de los estratos y para acreditar 
el valor de la vivienda, acudir a un peritazgo de 
un avaluador puede ser de la lonja de propiedad 
raíz del respectivo Municipio o de la respectiva 
región, cuyos costos repito, serán asumidos por 
el Estado con cargo a los rubros relacionados 
con el amparo de pobreza.

Reitero entonces como lo dije al principio 
señor Presidente, el Instituto Colombiano de 
Derecho Procesal, está dispuesto a dar total 
colaboración y asesoría en este importante pro-
yecto de ley; cualquier colaboración que los 
ponentes requieren o que el doctor Lozano o el 
Ministro de Justicia o su Viceministro o la Su-
perintendencia requieran, estaremos atentos a 
cualquier colaboración en ese sentido. Muchas
gracias, señor Presidente.

Presidente: 
La presidencia quiere agradecerle al doctor 

Andrés Tapias, Secretario General de la Super-
intendencia de Notariado y Registro, al doctor 
Luis Guillermo Acero, Secretario General del 
Instituto Colombiano de Derecho Procesal por 
la ilustración que nos han brindado, de igual 
manera por parte del gobierno al Ministro de 
Ambiente doctor Juan Lozano y al Viceminis-
tro de Justicia doctor Guillermo Reyes.

Hay una proposición en la secretaría, por fa-
vor déle lectura, señor Secretario.

Secretario: 
Sí señor Presidente.

Proposición
Por las consideraciones planteadas en la 

presente sesión, solicitamos a los miembros de 
la Comisión Primera de la Cámara, se aplace 
para la próxima sesión la discusión y votación 
del Proyecto de ley número 219 de 07 Cámara, 
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068 de 06 Senado, por medio de la cual se asig-
nan unas funciones a los notarios.

Está suscrita por la honorable Representan-
te, Rosmery Martínez Rosales, quien es ponen-
te de este proyecto.

Presidente: 
En consideración la proposición leída, 

¿aprueba la comisión?
Secretario: 
Ha sido aprobada la proposición, señor Pre-

sidente.
Presidente: 
Le estaremos avisando de manera oportuna, 

atendiendo la sugerencia hecha por el señor 
Ministro doctor Juan Lozano, de manera opor-
tuna para que usted asista a la discusión de este 
proyecto interesante y necesario.

Siguiente punto del Orden del Día, señor 
Secretario.

La presidencia concede el uso de la pala-
bra al honorable Representante Jorge Hum-
berto Mantilla Serrano:

Señor Ministro, señor Viceministro; sobre 
este proyecto quisiera que analizaran lo si-

-
to es solucionar un problema álgido que tienen 
en la Capital de la República, sobre algunas 

Yo les propongo que por qué no analizan 
dentro del contexto del proyecto, porque esto 
realmente atenta contra la posesión material 
y contra la propiedad privada en este país. 
Es que analicen la posibilidad de que esta si-
tuación como es coyuntural le pongamos un 

explico, que el proyecto de ley sea aplicable 
en un lapso de tiempo determinado y que no 

otras cosas señor Ministro, los estratos uno y 
dos de las zonas urbanas y tres, porque exclu-
yeron las zonas rurales, implica una cosa muy 
difícil en el país y es lo siguiente: la mayoría 
de nuestros municipios son de categoría quin-
ta y sexta, si usted mira de los mil y pico de 
municipios y en todos y cada uno de los mu-
nicipios el ciento por ciento de la población es 
de estratos uno y dos.

Le doy un ejemplo, en el área metropolitana 
de Bucaramanga, en el Municipio de Girón solo 
hay un barrio que tiene estrato cuatro, el resto 
del municipio que es más de cien mil habitan-
tes es de 1 y 2; qué se puede pensar en un mu-
nicipio de diez mil, quince mil, seis mil, donde 

que tienen las fuerzas ilegales, los alzados en 
armas de uno u otro bando que ejercen presio-
nes y que por esta ley se pueden meter y come-
ter injusticias respecto a presiones indebidas.

Esto para que lo analicemos de una forma de 
contexto y le pido el favor que lo analicemos 
como una ley que puede implicar o solucionar 
una coyuntura muy difícil que hay en algunos 
sectores como Bogotá y que no la dejemos allí, 
para que por este medio cometamos un mon-
tón de injusticias, aquí queriendo legislar bien. 
Gracias.

La presidencia concede el uso de la pa-
labra al honorable Representante Germán 
Navas Talero:

Yo quiero agradecer la presencia del doctor 
Juan Lozano, del doctor Tapias, del Superin-
tendente, porque nos indica que están preocu-
pados por este tema para algunos aparentemen-
te nimio.

La inocuidad de esa posesión escrita la 
mostró el doctor Tapias, para demostrar que 
soy poseedor, tengo que demostrar la relación 
física entre el sujeto y el objeto, materia de la 
prescripción; aquí hay personas que tienen po-
sesiones escritas, pero no tienen la posesión di-
recta sobre el bien.

Siendo abogado el pobre doctor Juan Loza-
no, tuvo un caso muy triste pero es la realidad, 
en Bosa una señora nos solicitó le hiciéramos 
el proceso de pertenencia en la Fundación Ser-
vicio Jurídico, sobre un predio que tenía hacía 
más de veinte años, le hicimos la demanda y se 
decretó la Inspección Judicial que es la primera 
diligencia que ordena el juez en estos casos; 
la señora por el ánimo de enriquecerse más, 
cuando estábamos materializada la inspección 
se cambió de lote, se fue para un esquinero y 
dejó vacío aquel, ¿el propietario qué hizo?

Cogió la misma casa de lata que ella había 
construido, y se fue ahí y la viejita se llevó sus 
corotos para el lote de la esquina, cuando llegó 

estaba poseyendo un lote que no era el que ha-
bía declarado en la demanda, pataleó y el pro-
pietario que en ese momento estaba, dijo no, yo 
estoy acá y abandonó la posesión.

Es que algo importante no es la inscripción 
doctor, sino el acto físico de ejercer dominio de 
ese predio; de manera que la posesión inscrita 
para estos efectos tiene el mismo valor de la 
propiedad, porque yo aparezco como propie-
tario de un predio y sin embargo otro está re-
clamando la posesión en búsqueda de la usu-
capión; por eso comparto lo plenamente dicho 
por el doctor Tapias, eso es inocuo.

En cuanto a otro aspecto que el doctor Ta-
pias, no mostró, aún cuando nos mostró eso sí 
un camino tan largo porque es lo lógico, que 
terminaría así de tan dilatada como el procedi-
miento que ustedes quieren atacar, y es el as-
pecto constitucional, vuelvo e insisto, los nota-
rios son particulares y este acto de declaratoria 
de la propiedad o del dominio de un bien, es 
un acto jurisdiccional, puede que se diga que 
no hay contención; sí la hay porque si hay un 
ausente indeterminado, él va a perder un dere-
cho y esas declaraciones como les digo en un 
concepto escrito, las tiene que dar el juez.

Los únicos particulares que pueden admi-
nistrar justicia en Colombia por mandato del 
artículo 116, son los Jurados de Conciencia, los 
Conciliadores, los Arbitros y los Jueces de Paz; 
no podríamos nosotros a través de una ley in-
vestir de la capacidad de administrar justicia a 
los notarios, es un punto que el doctor Lozano 
podrá mirar con sus asesores, que quede claro 
que en ningún momento hemos tratado de tor-
pedear el proyecto como he sido claro, yo quie-

ro es que las cosas se hagan en derecho y como 
soy amante del derecho y de la Constitución, 
no quisiera que por el afán de solucionar algo 
coyuntural como decía el doctor Mantilla, va-
yamos nosotros a patear las normas jurídicas.

La propuesta del doctor Mantilla, de que 
sea coyuntural tampoco me convence a mí, 
porque insisto el problema surge de sí pode-
mos investir nosotros a un notario de la fa-
cultad de administrar justicia; le he entregado 
mi concepto por escrito doctor Lozano, nos 
reunimos cuando usted lo diga, con el doctor 
Tapias también; porque si hay una manera de 
aclarar esto, estamos prestos a hacerlo de lo 
contrario nuestro voto como viene será nega-
tivo. Muchas gracias.

Presidente: 
Ha solicitado la palabra el doctor Dixon 

Tapasco, pero como ya se aplazó la discusión, 
doctor Dixon entonces le garantizo que usted 
tiene el uso de la palabra en el primer orden 
cuando vayamos a discutir el Orden del Día.

Siguiente punto del Orden del Día, señor 
Secretario.

Secretario: 
Segundo, Proyecto de acto legislativo nú-

mero 235 de 2007 Cámara, por medio del cual 

Autores: Los honorables Representantes, 
Heriberto Sanabria, Nicolás Uribe Rueda, Al-

-

Barreras y otros.
Ponentes: El honorable Representante Heri-

Proyecto publicado: Gaceta 51 de 2007.
Ponencia publicada: Gaceta 125 de 2007.
Ha sido leído el segundo punto del Orden 

del Día, señor Presidente.
La presidencia concede el uso de la pa-

labra al honorable Representante Nicolás 
Uribe Rueda:

Como ya es un hecho que este proyecto no 
va a poder cursar en el trámite que requiere, 
habíamos hablado con el doctor Heriberto, que 
no se encuentra en este momento en el recinto, 
pero con quien ya habíamos consensuado que 
lo más pertinente para poder volver a presen-
tarlo en la legislatura que entra, era retirarlo y 
no darle debate a este proyecto, Presidente.

Presidente: 
En consideración la solicitud de retiro pre-

sentada por el Ponente doctor Nicolás Uribe, 
¿la aprueba la comisión?

Secretario: 
Ha sido aprobada, señor Presidente.
Presidente: 
Siguiente punto del Orden del Día, señor 

Secretario.
Secretario: 
Tercero, Proyecto de ley número 131 de 

2006 Cámara, por medio de la cual se modi-
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Ponentes honorables Representantes: Car-

Proyecto publicado: Gaceta 411 de 2006.
Ponencia publicada: Gaceta 101 de 2007. 
La proposición señor Presidente, con que 

termina el informe de ponencia dice de la si-
guiente manera: 

Proposición
Honorables Representantes, hechas las con-

sideraciones anteriormente expresadas, ren-
dimos ponencia negativa al Proyecto de ley 
número 131 de 2006 Cámara, por medio de la 

artículo 126 de la Ley 136 de 1994 y se dictan 
otras disposiciones.

Y solicitamos a los miembros de la comi-
sión su archivo. 

Cordialmente, 

Ha sido leída señor Presidente, la proposi-
ción de archivo suscrita por los ponentes.

Presidente: 
En consideración la proposición leída, ¿la 

aprueba la comisión?
Secretario: 
Ha sido aprobada, señor Presidente el archi-

vo de este proyecto.
Presidente: 
Señor Secretario, por favor sírvase anunciar 

los proyectos.
Secretario: 
Sí señor Presidente. 

• Proyecto de acto legislativo número 169 
de 2006 Cámara, 11 de 2006 Senado.

• Proyecto de ley estatutaria número 286 de 
2007 Cámara, 23 de 2006 Senado.

• Proyecto de ley número 263 de 2007 Cá-
mara.

• Proyecto de ley número 283 de 2007 Cá-
mara.

• Proyecto de ley número 244 de 2007 Cá-
mara.

• Proyecto de ley número 217 de 2007 Cá-
mara, 253 de 2006 Senado.

• Proyecto de ley número 270 de 2007 Cá-
mara.

• Proyecto de ley número 153 de 2006 Cá-
mara, 27 de 2005 Senado.

• Proyecto de ley número 219 de 2007 Cá-
mara, 068 de 2006 Senado.

• Proyecto de ley número 088 de 2006 Cá-
mara.

• Proyecto de ley número 105 de 2006 Cá-
mara.

• Proyecto de ley número 10 de 2006  Cá-
mara.

• Proyecto de ley número 41 de 2006  Cá-
mara.

• Proyecto de ley número 209 de 2007 Cá-
mara, 35 de 2006 Senado.

• Proyecto de ley número 246 de 2007 Cá-
mara, 102 de 2006 Senado.

• Proyecto de ley número 14 de 2006 Cá-
mara.

• Proyecto de ley número 15 de 2006 Cá-
mara.

• Proyecto de ley número 093 de 2006 Cá-
mara.

• Proyecto de ley número 047 de 2006 Cá-
mara.

Señor Presidente, por instrucciones suyas, 
han sido anunciados para discusión y votación 
los proyectos que acabé de enumerar. 

Presidente: 
Se levanta la sesión siendo la 1:00 de la tar-

de y se convoca para el día de mañana a las 
9:00 de la mañana.

Tenemos una agenda bastante extensa que-
ridos compañeros, quiero pedirles el favor que 
en lo posible estemos puntuales, para poder sa-
car adelante toda la agenda y poderle cumplir 
al Gobierno y al Estado Colombiano. Gracias.

El Presidente,

El Vicepresidente,

El Secretario,

La Subsecretaria,

Gaceta número 283 - Jueves 14 de junio 
de 2007

CAMARA DE REPRESENTANTES
ACTAS DE COMISION

Comisión Primera Constitucional Permanente
Legislatura 2006-2007 Segundo Período

Acta número 37 de 2007 (mayo 22 ) ............ 1
Acta número 38 de 2007 (mayo 29) ............. 38

C O N T E N I D O

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2007


